
Documento Público No. 4

JUSTICIA Y SEGURIDAD 
PARA LAS  VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO

ANÁLISIS CON PERSPECTIVA DE GÉNERO

2009





Investigación, compilación y edición
Gustavo A. Guerra Lemoine
CORPORACIÓN PAZ VIVA-CORVIVA

Apoyo en la investigación y coordinación editorial
Aleida Patarroyo Patarroyo

Colaboraron en este documento:
Ángela Yasmith Cerón Lasprilla
Patricia Buriticá  Céspedes
Gladys Stella Macías González
Migdonia Rueda Bolaños
Iris Marín Ortiz

Portada e Ilustraciones
Libardo Ramírez Avendaño

Diseño y Diagramación
Alfredo Avendaño Rubio

Impresión
Medios Gráficos
1000 ejemplares

Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz-IMP
www.mujeresporlapaz.org
info@mujeresporlapaz.org - imp.mujeresporlapaz@yahoo.es
Transversal 9 No. 55-67 oficina 201
PBX 2485453 – 2485608

Bogotá- Colombia
Abril 2009



Prólogo									       
	
Presentación 									       
	
Capítulo 1. Las Víctimas  y su Acceso a la Administración
de Justicia en el Marco de la Ley 975 de 2005, de Justicia y Paz

1.1 Estado actual y evolución general del proceso de justicia y paz
1.1.1 Desarrollo de las Versiones Libres
1.1.1.1 Sobre los postulados
1.1.1.2 Delitos y confesiones
1.1.1.3 Entrega de bienes
1.1.1.4  Las cifras de las víctimas

1.2 Participación de las víctimas y Asistencia
1.2.1 La información y la orientación a las víctimas garantía
de sus derechos
1.2.2 Sobre la Atención a víctimas
1.2.2.1 Asistencia en lo Jurídico
1.2.2.2 Asistencia Psicosocial
1.2.2.3 EL papel de la CNRR

1.3 El Trabajo de  la Alianza IMP

Capítulo 2. Las Víctimas Frente a su Seguridad y Protección

2.1 Contexto general y análisis desde una perspectiva de género

2.2: Los riesgos específicos a los que se exponen las mujeres por acudir 
a la justicia: Justicia transicional en medio del conflicto armado

2.3. Oferta del gobierno. Programas de protección
2.3.1. El programa de protección específico para las víctimas de la ley 
de “justicia y paz” 
2.3.2 Participación del Sector Privado en Protección  de  las víctimas

2.4. La tutela. Análisis de la sentencia que fija la posición de la corte 
constitucional frente la protección especial de las mujeres víctimas
y testigos de violaciones a derechos humanos y delitos en el marco 

Contenido

10

12

17

19
21

29
35
41

46

49
50
52
53

55

61

63

66

68
70

76

77 



del conflicto armado
2.4.1 Mesa de Seguimiento a la Sentencia de la Tutela

2.5 Opiniones y experiencias recientes de las organizaciones
sociales en materia de seguridad

2.6 Opiniones y experiencias de  victimas protegidas
 
2.7. Las conquistas 

2.8 Retos y recomendaciones

Capítulo 3. Las reparaciones, una mirada crítica al programa
de reparación individual por vía administrativa

3.1. Introducción

3.2. Principios Rectores y Definiciones
3.2.1. Creación del Programa
3.2.2  Definiciones
3.2.2.1 Reparación Integral
3.2.2.2. Víctimas y Destinatarios

3.3. Medidas de Reparación Individual Administrativa

3.4. Instituciones y procedimientos

Capítulo 4. Ley de víctimas, algunas observaciones generales y 
perspectivas

4.1. El trámite

4.2 Diferencias del proyecto 044 de Cámara aprobado
por la bancada uribista con respecto al proyecto final de Senado

Anexo Único. Víctimas por delito. Cifras fiscalía General
de la Nación. No consolidadas.

Bibliografía

80

81

84

87

88

91

93

94

95

97

98

99

101

103

106

108

113 



Contenido Cuadros

No. 1    Números de casos tramitados bajo la Ley 975 de 2005

No. 2    Relación de postulados y versiones libres

No. 3    Postulados con formulación de imputación

No. 4    Postulado con confesión. Delito de violencia sexual

No. 5    Tipos penales en hechos enunciados  y confesados

No. 6    Lista de bienes entregados

No. 7    Las cifras de las víctimas

No. 8    Las cifras de las víctimas por grupo atribuido

No. 9    Caracterización de quien pone en conocimiento los hechos

No. 10  Víctimas por delito

No. 11  Registro de víctimas por institución

No. 12   Cifras de la CNRR regional Antioquia

No. 13   cifras de la CNRR regional Putumayo

No. 14   Víctimas atendidas por actividad  

No. 15	  Víctimas atendidas por jornada

No. 16   Número de víctimas con representante legal oficioso

No. 17   Casos de IMP por delito

No. 18   Casos de IMP en  violencia sexual

No. 19   Dispositivo de prevención dirigida a municipios

No. 20   Municipios de riesgo extraordinario

No. 21   Municipios de riesgo alto

No. 22   Dispositivo de atención individual personas atendidas

No. 23   Dispositivo de atención individual personas incluidas

21

24

26

30

31

36

42

43

44

45

46

49

50

51

55

72

73

74



Contenido Gráficos

No. 1     Postulados de acuerdo a la influencia

No.2      Relación de postulados y Versiones Libres

No.3	 Versiones Libres

No. 4	 Tipos penales en hechos enunciados y confesados

No. 5	 hechos enunciados y confesados

No. 6	 Tipos penales representativos en hechos confesados

No. 7	 Tipos penales en hechos enunciados

No. 8	 Cadáveres encontrados por departamento

No. 9	 Fosas encontradas por departamento

No. 10	Total de casos Alianza IMP

No. 11	Total de casos por bloques de las AUC

No. 12	Población atendida e incluida en programas de protección

No. 13	Solicitud reparación individual por vía administrativa

22

24

32

33

34

55

56

75

99



Equipo Nacional

Luz Marina Díaz, Juanita Fuentes, Bella María Calucé,
Marcela Gutiérrez, Felicita Yepes, Luz Aída Ibarra, Nelly González,  
Migdonia Rueda, María Zabala, Ligia Inés Alzate,
Olinda García García, Gladys Stella Macias, Patricia Buriticá Céspedes, 
Luz Marina Toro, Amelia Cotes Cortés, Martha Serpa,
Liseth Rodríguez, Maribel García, Eidanis Lamadrid, Dagmar Lucía 
Hernández, Pastora Puerta Arias, Yolanda Rojas, Marleny Orjuela, 
Clemencia Herrera, Angela Yasmith Cerón Lasprilla.

Regionales

Regional Caribe

Cesar (Valledupar, Chimichagua), Guajira (Riohacha, Dibuya,
El Molino), Magdalena (Ciénaga, Pueblo Viejo), Córdoba (Montería, 
Las Palomas), Sucre (Tolú Viejo, San Onofre), Bolívar (María la Baja)

Regional Antioquia

Medellín, Región Urabá (Apartadó, Chigorodó y Turbo).
Oriente Antioqueño (El Peñon). Puerto Berrio.

Regional Centro:

Boyacá (Chiquinquirá, Moniquirá, Chitaraque, Puerto Boyacá
y Tunja); Casanare (Yopal), Cundinamarca (Agua de Dios, Soacha), 
Distrito Capital (Localidades de Candelaria, Mártires, Santafé,
Ciudad Bolívar, Engativá y Kennedy).

Regional Santanderes:

Norte de Santander  (Cúcuta, Tibú y Zulia),
Santander (Barrancabermeja, Bucaramanga, Florida Blanca y Girón)

Bandera de IMP



Regional Pacífico.

Valle (Cali y Tulúa). Cauca (Popayán y Tambo), 
Nariño (Pasto e Ipiales).

Regional Sur

Caquetá (Florencia y Curillo); Putumayo (Mocoa, Sibundoy,
Puerto Caicedo y El Tigre); Tolima (Ibague, Natagaima y Chaparral).

Organizaciones Nacionales:

Asociación Colombiana de Familiares de Miembros de FuerzaPública, 
retenidos y Liberados por los Grupos Guerrilleros, ASFAMIPAZ;

Unión  de Ciudadanas de Colombiana,UCC, (Seccional Medellín); 
Central Unitaria  de trabajadores CUT – Departamento de la Mujer; 

Mujeres Indígenas; Red Nacional  de Iniciativas Ciudadanas
por la paz y Contra la Guerra, REDEPAZ; Liga de Mujeres Desplazadas; 

Sindicato  Nacional de Trabajadoras al cuidado de la Infancia
en Hogares de Bienestar, SINTRACIHOBI.

Organizaciones Locales:

244 Organizaciones de mujeres.

Comisión Política:

Luz Aida Ibarra Ibarra, Migdonia Rueda Bolaños,
Gladys Stella Macias González, Marcela Gutiérrez Sanchéz,

Amelia Cotes Cortés, Luz Marina Toro Gómez,
Patricia Buriticá Céspedes, Angela Yasmith Cerón Lasprilla.

Directora Alianza IMP

Angela Yasmith Cerón Lasprilla.



1010

Prólogo

En Colombia, el 70 por ciento de las víctimas sobrevivientes del 
conflicto armado son mujeres. Son casi 110,000 mujeres que han 
perdido a seres queridos y que han sufrido la violencia física, sexual 
y sicológica como una práctica sistemática y generalizada de estra-
tegia de guerra y de persecución social por los diferentes actores 
armados involucrados en el conflicto. El documento aquí presentado 
por la Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz (IMP) es 
una memoria de estas víctimas y un recordatorio de las mismas para 
todos nosotros. 

Quisiera recordar en especial a tres mujeres líderes asesinadas a 
comienzos de 2007, cuyo único delito era reclamar sus derechos a la 
verdad, justicia y reparación: Yolanda Izquierdo en Montería, Carmen 
Cecilia Santana Romaña en Urabá, y Judith Vergara Correa en Medellín. 

Las diferentes expresiones de la violencia de género constituyen la 
mayor forma de violación de los derechos humanos de las mujeres, 
así como una clara evidencia de la desigualdad entre hombres y mu-
jeres. La exclusión, la discriminación y la violencia que históricamen-
te han sufrido las mujeres, se exacerba en el marco de un conflicto 
armado, reproduciendo nuevas formas de violencia, amenazando su 
vida y el ejercicio pleno de sus derechos.

El acceso a la justicia es un derecho fundamental de todas las vícti-
mas de crímenes atroces. La encuesta realizada a nivel nacional por 
Fundación Social, a la cual hace referencia el documento de IMP, 
resalta las grandes expectativas de la población nacional en el fun-
cionamiento del sistema judicial: alrededor del 79% de la población 
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considera que la justicia contribuirá a superar la violencia, y un 
porcentaje mayor piensa que también contribuirá a la verdad y a la 
reconciliación. Sin embargo, la mayoría de las víctimas no acuden 
a la justicia por temor a represalias, afectando en la práctica la 
realización de este derecho. 

El Estado está en la obligación de tomar medidas efectivas para 
prevenir, erradicar y sancionar todo tipo de violencia contra la 
mujer. En este sentido, vale la pena resaltar algunos avances jurí-
dicos logrados durante 2008 a favor de la situación de las mujeres 
víctimas: El Auto 092 de la Corte Constitucional sobre la situación 
de las mujeres desplazadas, la Sentencia T-496 sobre protección 
de víctimas, y la Ley 1257 de 2008 por la cual se dictan normas 
de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y 
discriminación contra las mujeres. 

La sociedad civil tiene un papel muy importante, y en especial los 
grupos y organizaciones de mujeres, en la documentación, denun-
cia, exigencia de derechos, e incidencia, que contribuyan a visibili-
zar aún más, la especial incidencia del conflicto sobre las mujeres 
y la necesidad de garantizar sus derechos a la verdad, la justicia y 
la reparación. De esta forma se podrá construir el camino hacia el 
reencuentro entre todos los colombianos.

Lena Nordström
Embajadora de Suecia
Bogotá, abril 2009
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Dos asuntos fundamentales para conseguir que en Colombia tenga 
éxito el actual proceso de Justicia y Paz derivado de la ley 975 de 
2005, lo constituyen, entre otros,  el acceso real y efectivo de las víc-
timas a los procesos judiciales, así como la capacidad objetiva del Es-
tado para brindar a ese grupo inmenso de ciudadanos y ciudadanas, 
las garantías y seguridad  necesarias  para que su desempeño ante la 
justicia represente un acto de verdadera reivindicación humana y un 
aporte concreto contra la impunidad.

Un análisis al estado actual de esos dos elementos y una evaluación a 
su desarrollo desde la expedición de la ley  hasta hoy,  fueron los pro-
pósitos que nos planteamos para el presente documento, el  que  nos 
permitimos colocar a consideración de la opinión pública en general, 
pero de manera muy especial, a consideración de las mujeres vícti-
mas del conflicto armado colombiano, y de todas aquellas organiza-
ciones que como La Alianza Iniciativa de Mujeres por la Paz IMP, nos 
hemos dado a la tarea de apoyarlas y de acompañarlas en esa lucha 
tenaz por alcanzar mayores  garantías en  la defensa cabal de sus de-
rechos, y  en el intento de construir conjuntamente con esos espíritus 
llenos de dolor y de valor, una patria mas justa y en paz. 

Las averiguaciones, los análisis, las consultas y por supuesto las esta-
dísticas en las que fuimos especialmente rigurosas, permiten identi-
ficar avances interesantes  -que no se deben desconocer- en los dos 
temas que se mencionan, , aunque el balance final aun diste mucho 
de poder arrojar los resultados que se pretenden con la aplicación de 
un proceso de Justicia Transicional de tanta envergadura. 

El acceso de las víctimas a la justicia dentro del contexto de la ley 975  
continúa siendo dramáticamente ineficiente. El número de víctimas 
sobrevivientes sigue creciendo todos los días y su composición es 
notablemente mayor de mujeres, que además de estar sumergidas en 
la pobreza, normalmente son cabeza de familia con hijos menores de 
edad que mantener y proteger.

La logística implementada por el gobierno para que estas personas 
puedan acudir a los escenarios judiciales en condiciones dignas y con 

Presentación



1414

la seguridad necesaria, es precaria. Así mismo, el apoyo jurídico y la 
asistencia psicológica suministrada por los organismos oficiales se 
encuentran muy lejos de ser la respuesta idónea, tanto en cobertura 
como en calidad, frente a  los requerimientos reales de tantos proce-
sos complejos en curso. Y ni que hablar de la crítica situación que se 
afronta para abordar los casos de violencia sexual en el marco de la ley, 
para los cuales, además de las falencias anotadas, se registra  escasa 
preparación de los operadores judiciales y  una carencia casi absoluta 
de procedimientos especiales y específicos que impidan la revictimiza-
ción de las personas afectadas por estos crímenes.

En el campo de la seguridad, sin duda hemos avanzado. El fallo favorable 
a la tutela interpuesta por la Alianza IMP y emanado de la Corte Consti-
tucional da cuenta de ello. Se trata de un hecho sin antecedentes, en el 
cual el alto tribunal no solo fija los lineamientos dentro de los cuales el 
gobierno nacional debe responder por la seguridad de las víctimas del 
conflicto armado, sino que, además, lo hace de manera responsable, 
atendiendo, de una parte, las consideraciones y exigencias de la tutela  
referentes al enfoquen diferencial de género , y por otra, dando relevan-
cia y significado, en este mismo sentido,  a diversos tratados y convenios 
internacionales suscritos por Colombia.

No obstante lo anterior, la situación continúa crítica. El conflicto man-
tiene su dinámica de violencia  en amplias regiones del país, y el rear-
me de algunos antiguos sectores del  paramilitarismo no desmovilizado 
pero vinculado todavía  con algunos jefes cobijados por los procesos de 
Justicia y Paz, hacen que las condiciones de inseguridad de las víctimas 
persistan,  quedando sujetas a  asesinatos,  amenazas y amedrenta-
mientos cuyo fin no es otro que impedir su presencia y su voz denun-
ciante en las instancias judiciales.

El gobierno, frente a la situación planteada, acata como es obvio las 
decisiones de la Corte, pero su respuesta es tímida,  lenta e insufi-
ciente. Se resiste a interpretar y acoger los mandatos de la Corte y no 
atiende con voluntad los criterios garantistas que respaldan el enfo-
que diferencial de género.

El desconocimiento a estos principios, atenta, esencialmente, contra los 
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derechos  fundamentales de miles de víctimas sobrevivientes mujeres del 
conflicto; va en contravía del espíritu mismo de la justicia transicional; impi-
de la aplicación efectiva de la justicia; no deja florecer la verdad en asuntos 
tan delicados y trascendentales y no facilita, en lo mas mínimo, el desarro-
llo de los procesos de reparación, y por lo tanto, no contribuye  a la paz.

Dos comentarios finales acerca de este informe. Es importante reseñar, 
la inclusión de  dos capítulos adicionales cortos, relacionados, uno, con 
la Reparación Administrativa propuesta por el gobierno y en ejecución, 
y dos, sobre el desarrollo  y avance en el Congreso Nacional de la Ley de 
Víctimas que aun no ha sido aprobada. Encontramos necesario  expresar 
nuestras opiniones sobre esos dos temas, entendiendo la importancia de 
los mismos dentro del contexto  y orientación del documento.

 Ahora bien, en ambos casos, volvió a denotarse la falta de generosidad 
y de legitimidad con que el gobierno insiste en abordar el tema de las 
víctimas.  No solo por que se hizo caso omiso de las importantísimas re-
comendaciones de las víctimas  en los dos temas, sino por que en ambos 
casos el gobierno actuó desconociendo principios fundamentales del 
Derecho Internacional  y de los Derechos Humanos.

La Alianza IMP,  obviamente, lamenta este estado de cosas actual, como 
es natural. Sin embargo, pensamos que se han dado pasos  de considera-
ción en la dirección correcta, y observamos con optimismo la evolución 
general de los acontecimientos. Creemos  con firmeza,  que la sociedad 
ha progresado en su propia sensibilización y percepción sobre los terri-
bles  efectos que el conflicto ha significado para millones de víctimas.

 De la misma forma, estamos cada vez más convencidas, del  crecimiento 
individual y colectivo que se manifiesta en el liderazgo de muchas de las 
víctimas, lo que las ha convertido en actoras sociales mucho más dueñas 
de su destino, y por tanto, mucho  más capaces  de defender con auto-
nomía sus derechos, y sobre todo, más imbuidas de la franqueza y de la 
fortaleza necesarias a la hora de exigir al estado el cumplimiento de sus 
funciones y responsabilidades.

Angela Yasmith Cerón Lasprilla
Directora Alianza IMP
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1.1	 Estado actual y evolución general
del proceso de justicia y paz

	 Como es  sabido la Ley de Justicia y Paz (Ley 975
de 2005) aparece como un complemento jurídico a la Ley 
782 de 20021  para aquellos casos en los cuales
las conductas delictivas cometidas  por los miembros
de los grupos armados organizados al margen de la ley
durante y con ocasión de su pertenencia al grupo,
no queden cobijadas por esta. Quiere decir, aplicable
cuando resulte imposible conceder indulto, cesación
de procedimiento, resolución de preclusión o resolución 
inhibitoria, por estar vinculados en procesos relacionados 
con actos atroces, terrorismo, secuestro, genocidios,
homicidios cometidos fuera de combate o colocando
a la víctima en estado de indefensión.

Este nuevo marco jurídico tiene el propósito de encontrar 
una salida viable, que permita la desmovilización
de los miembros de los grupos armados ilegales
culpables de estos delitos.

Así mismo, contiene dos objetivos fundamentales:
el primero, intentado en repetidas oportunidades
por desarrollos jurídicos anteriores y cuya aplicación
busca la facilitación de los procesos de paz
y la reincorporación a la vida civil de miembros de grupos 
armados al margen de la ley. El segundo, nuevo
en el ordenamiento jurídico colombiano,  pretende
garantizar los derechos de las víctimas a la verdad,
la justicia, la reparación y la no repetición de los hechos. 

1     La Ley 782 de 2002 que crea disposiciones para facilitar el diálogo y la suscripción de acuerdos con grupos armados organizados al margen
	 de la ley para su desmovilización, reconciliación entre los colombianos y la convivencia pacífica.
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De tal suerte, que podría decirse que es una ley que intenta, entre otros, 
la conciliación de los intereses de las partes involucradas en el proceso, 
regulando bajo un procedimiento especial de investigación  la sanción 
penal y el otorgamiento de beneficios judiciales para los desmovilizados 
que resulten condenados por los delitos atroces; buscando además, in-
cluir todos los elementos de la justicia transicional para proteger y garan-
tizar los derechos de las víctimas en aras de alcanzar la paz.

A partir del año 2005, en el cual entra en vigencia la ley 975, se inician 
una serie de actividades encaminadas a su cumplimiento, que cuatro 
años después, es necesario revisar en su evolución y desarrollo.
 
Cabe recordar,  que el primer paso en el desarrollo del proceso de la 
ley, lo constituye el mecanismo establecido en ella para determinar 
quienes tendrían acceso a  los beneficios de esa norma, es decir, la 
aplicación de los llamados requisitos de elegibilidad, indispensables 
para poner en funcionamiento los procedimientos contenidos en ella.

En ese sentido, se debe señalar cómo, una vez cumplidos estos requi-
sitos, tanto para la desmovilización colectiva como para la individual,  
era responsabilidad del gobierno, elaborar el listado de los miembros 
de los grupos armados organizados al margen de la ley que finalmente 
tendrían acceso a los beneficios de la misma,  lista que sería remitida 
oportunamente a la Fiscalía General de la Nación para que esta  asu-
miera de manera inmediata su competencia.

Para ello, se creó la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y La Paz, es-
pecíficamente para asumir  los procedimientos contemplados en la ley 975.

Una vez recibida la lista de parte del Gobierno, le correspondió a esta depen-
dencia, iniciar los procesos de versión libre y confesión  en donde los des-
movilizados  tendrían la obligación de señalar  las circunstancias de tiempo,  
modo y lugar  en que hayan participado en los hechos delictivos cometidos, 
anteriores a su desmovilización y por los cuales se acogían a la ley 975.

Es importante advertir, que dentro del proceso de la ley de Justicia y Paz, a diferencia  de la justicia 
ordinaria, cada caso se determina por postulado  conforme a los hechos cometidos durante y con 
ocasión de su accionar  en el grupo organizado al margen de la ley, mientras que en la justicia ordi-
naria cada hecho, independientemente de quien lo cometa y  el número de imputados o sindicados, 
corresponde a una investigación o proceso diferente.

Con el propósito de facilitar la gestión de los fiscales delegados y de los grupos de policía judicial,  se 
estableció que la Unidad de Fiscalías funcionara de manera descentralizada con su sede principal en 
Bogotá, destacándose como sedes alternas, Barranquilla y Medellín. Lo anterior, teniendo en cuenta 
las áreas de operación,  principalmente de  los grupos de autodefensas,  así  como  el número de 
personas desmovilizadas y los hechos denunciados y ocurridos en ellas. 
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En todo caso,  hay que señalar, que durante el 
lapso corrido de aplicación de la ley, se han regis-
trado avances especialmente en lo relacionado 
con la disminución de violencia y masacres ori-
ginados por el accionar de los grupos paramili-
tares. Existe también un  desarrollo manifiesto  
en el empeño  de ir descubriendo la verdad, así 
como cierto impulso en la tarea de  reparación y 
protección de las víctimas del conflicto armado.
 
Es un esfuerzo representativo,  en la medida que se 
trata de la implementación de un sistema de justi-
cia transicional, cuya aplicación es históricamente 
difícil por tratarse de adelantar un proceso de esta 
naturaleza en medio de unas hostilidades que no 
cesan, acompañadas de permanentes amenazas y 
violaciones a los derechos de las víctimas sobre-
vivientes. Todo esto, en medio de un escenario 
político variable, disperso y complejo, en muchas 
ocasiones incluso, adverso al logro de la paz.

Se debe agregar además cómo, diferentes organiza-
ciones sociales y defensoras de derechos humanos 
locales e internacionales, así como agencias y auto-
ridades estatales y los medios de comunicación, han 
identificado y denunciado procesos de resurgimien-
to y rearme de las llamadas bandas emergentes que 
las autoridades han asociado, en la mayoría de los 
casos, con los antiguos grupos paramilitares y en las 
cuales se ha detectado la presencia,  dentro de sus 

filas, de varios desmovilizados  a los que se les ha de-
mostrado dependencia directa y orientación de an-
tiguos jefes paramilitares desmovilizados, cobijados 
hoy por justicia y paz. Es preciso atender de inme-
diato este tema, que no debe minimizarse como han 
intentado algunos con el argumento de que los gru-
pos actuales tienden más a actividades propias del 
narcotráfico, que a la dinámica contrainsurgente2. 

1.1.1  Desarrollo de las Versiones Libres.

1.1.1.1 Sobre los postulados

Para poder dar inicio entonces a los procedimientos 
de la ley 975 de Justicia y Paz, el Gobierno Nacional, 
durante el período del 17 de agosto del 2006 a marzo 
30 de 2007, radicó en la Fiscalía General de la Nación 
cuatro listas con 2mil 914 postulados  al procedimien-
to y beneficios de esa ley. Al mes de marzo de 2009, las 
listas completaban 3 mil 711 postulados, de los cuales 
3 mil 621 pertenecían a las Autodefensas y 90 a otros 
grupos armados ilegales como FARC, ELN, ERP y EPL.

Del total de postulados, 1 mil 759 han iniciado su 
versión libre, 1 mil 205 la han finalizado. De esta 
última cifra, 1 mil 200 no ratificaron su voluntad 
de acogimiento a la ley, casos en los cuales la 
Unidad de Fiscalías los ha remitido a la justicia 
ordinaria con el objetivo de que allí se realicen 
las investigaciones respectivas3.  

2	 Alfredo Rangel Estudio Los Grupos Armados Emergentes en Colombia. Fundación Seguridad y Democracia. Mayo de 2008.

3	 De acuerdo con información suministrada por la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación a marzo 13 de 2009.

Cuadro No. 1

Fuente. Fiscalía General de la Nación. Marzo 13 de 2009.  

NÚMERO DE CASOS TRAMITADOS BAJO LA LEY 975 DE 2005

1.1 Miembros AUC postulados         2.913 

1.2 Comandos AUC postulados 25 

1.3 Miembros AUC privados de la libertad postulados            651 

1.4 MiembrosAUC desmovilizadosindividualespostulados              32 

1.5 Postulados subversión (FARC, ERP, ELN, EPL, ERG)              90 

Total de Postulados         3.711 
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Fuente. Fiscalía General de la Nación. Julio de 2008.

Gráfico No. 1
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Como lo menciona María Teresa Ronderos en 
su artículo: “hacer una investigación ha resul-
tado en la practica titánico. Según la fiscalía, 
hasta el 25 de julio pasado, dos años después 
de expedida la ley 975, de los 2914 postulados 
que se presentaron, 2.183 no tenían siquie-
ra una investigación preliminar. No se sabe si 
esto es porque las AUC postularon a muchos 
que no habían cometido delitos solo para 
abrumar a la Fiscalía o si eran tantos los que 
habían cometido crímenes graves en la total 
impunidad”4 

Y más adelante anota en el mismo artículo: “en 
todo caso, la Fiscalía debía identificarlos, y si 
bien no ha completado la labor solo le restan 
unos 400. De unos solo se saben los alias, y de 
otros, se ha descubierto que tipos sin historial 
criminal suplantaron a los verdaderos crimi-
nales. Luego, hay que contactar a los identifi-
cados para a informarles del proceso y saber 
si tienen defensores. Frank Pearl  Consejero 
de la Reintegración, asegura que no se tiene 
noticias  de por lo menos 230 desmovilizados 
postulados porque sencillamente recibieron 
sus mesadas y no volvieron a presentarse. En 
la Fiscalía aseguran que son muchos más, por 
lo menos unos 700, de los que no se conoce su 
paradero”5. 

El cotejo de las diferentes cifras, conduce a unos 
resultados por lo menos inesperados.  Por ejem-
plo, al comparar las 1 mil 205 versiones libres ter-
minadas, con los 1 mil 200 postulados que no ra-
tificaron su voluntad de acogimiento a la ley, nos 
arroja, que quedan a hoy,  en firme, únicamente 
5 procesos, equivalentes al 0.41% del total de las 
versiones finalizadas.

 De otro lado, si se comparan las versiones libres 

iniciadas que van en 1 mil 759, con el mismo 
número de postulados que no ratificaron su vo-
luntad de acogimiento a la ley (1 mil 200), nos 
quedan tan solo 554 procesos por terminar en 
esta primera etapa, considerada como la más re-
presentativa por estar incluida en ella práctica-
mente todos los jefes paramilitares y sus mandos 
más reconocidos, cifra que sería equivalente a 
tan solo al 31.4%  del total de las versiones ini-
ciadas.

Finalmente, al comparar  a 3 mil 711 postula-
dos totales presentados por el gobierno con  el 
número  de  versiones libres terminadas (1 mil 
205), nos daría, que a 4 años de aplicación de la 
ley, tan solo se habrían terminado las versiones 
correspondientes a la tercera parte  del mismo 
número total de postulados.

Si continuara la tendencia al mismo ritmo, se po-
dría calcular que restarían al menos 6 años para 
la terminación de las versiones libres, salvo que, 
los términos pudieran disminuirse por cuenta de 
establecer rápidamente cual es el número real 
de versionados cobijados por la ley, mediante 
la identificación efectiva e inmediata de todos 
aquellos postulados que continuarán no ratifi-
cando  su voluntad de acogimiento a la ley.

Querría decir lo anterior, que es posible que 
del total de los postulados por el Gobierno, 
únicamente el 2.5% pase a la siguiente etapa 
procesal de la ley, es decir,  a la formulación 
de imputación. De corroborarse esta hipóte-
sis, podría  ser que la ley de justicia y paz se 
hubiese definitivamente establecido para el 
juzgamiento de no más de 120 jefes y miem-
bros vinculados con las organizaciones pa-
ramilitares. 

4	 Revista Semana. Justicia y paz por dentro ¿Oportunidad Histórica o farsa Monumental? Agosto 4 de 2007.

5	 Ídem.
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Gráfico No. 2

Fuente. Unidad de Justicia y Paz- Fiscalía General de la Nación. Información a marzo 13 de 2009.

Gráfico No. 3

Fuente. Fiscalía General de la Nación. Información a marzo 13 de 2009.

RELACION DE POSTULADOS Y VERSIONES LIBRES

DETALLE CANTIDAD PORCENTAJE

Total postulados por El Gobierno 3.711 100%

Versiones Libres Terminadas 1.205 32.5%

Postulados que no ratificaron su Voluntad 
de acogimiento a la ley 1.200 32.3%

Versiones libres y terminadas en firme 5 0.13%

Cuadro No. 2

VERSIONES LIBRE 
INICIADAS

VERSIONES LIBRES 
TERMINADAS

VERSIONES EN 
CURSO

POSTULADOS QUE 
NO RATIFICARON SU 

VOLUNTAD DE 

ACOGIMIENTO A LA 
LEY

1.759

1.205

554

1.200

VERSIONES LIBRES

3.711

1.205 1.200

5

TOTAL POSTULADOS POR EL GOBIERNO VERSIONES LIBRES TERMINADAS POSTULADOS QUE NO RATIFICARON SU 
VOLUNTAS DE ACOGIMIENTO A LA LEY

VERSIONES LIBRES Y TERMINADAS EN 
FIRME

RELACION DE POSTULADOS Y VERSIONES LIBRES

Fuente. Cruce elaborado por la Consultoría CORVIVA, con base en información de la Fiscalía
General de la Nación- Unidad de Justicia y Paz. Marzo 13 de 2009.



Las Víctimas y su acceso a la administración de Justicia en el Marco de la Ley 975 de 2005, de Justicia y Paz

25

Es importante reconocer, que no se cuenta con indi-
cadores de gestión  mediante los cuales  se puedan 
hacer referencias comparativas en este contexto, 
pues es un hecho que no se cuenta con procesos 
similares en la historia jurídica del país y tampoco 
existen claras referencias internacionales,  por tra-
tarse de un número tan elevado de  individuos, por 
lo menos comprometidos, en la primera etapa de 
un proceso especial de justicia transicional. 

Como logra apreciarse en las propias cifras de la Fiscalía, la afirmación del señor Caramagna 
podría ser un espejismo involuntario, derivado de la presentación inicial del gobierno de un  
número de postulados que, a la postre, no correspondería con el real comportamiento del de-
sarrollo objetivo de la evolución de los procesos.

Cabría preguntar aquí, ¿que método utilizó el Gobierno Nacional para elaborar las listas de 
postulados a la ley de Justicia y Paz? Vale recordar, que la ley consagró requisitos específicos 
para acceder a los beneficios que estableció la ley, por lo que no se entienden las diferencias 
tan protuberantes en las cifras.

En la misma dirección, resulta interesante destacar el hecho que del total de los postula-
dos por el Gobierno (3mil 711) únicamente estén privados de la libertad 651, equivalentes 
a un 17.5 % del total. ¿Qué saben las autoridades sobre el paradero de los más de 3mil 
postulados restantes? Y una pregunta adicional: ¿Qué propósito habría en presentar un 
número tan abultado de postulados a Justicia y Paz, sin el lleno de los mínimos requisitos 
legales?

Valdría la pena que sobre la base de estos pri-
meros resultados, la Fiscalía General de la Nación  
adelantara muy ágilmente los trámites necesa-
rios para identificar con precisión, cuantos de los 
sujetos postulados por el Gobierno van a quedar 
finalmente dentro del  marco de la ley de justicia 
y paz.  Se lograría con esto un evidente aporte 
en economía procesal; así mismo, el manejo del 
tema víctimas podría ser mucho mas riguroso y 
profundo, y las expectativas del país en un tema 
tan neurálgico, serían atendidas  dentro de las 

condiciones y proporciones reales de un proce-
so que alcanzaría sus fines fundamentales a un 
costo social, político y hasta económico, sensi-
blemente menor.

Obsérvese que a hoy, del total de postulados, se 
les ha formulado imputación e impuesto medida 
de aseguramiento consistente en  detención pre-
ventiva a 82, de los cuales 2 tienen imputaciones 
totales y 80 parciales; tal como se describe en el 
cuadro siguiente:

Al respecto, se podría traer a colación a Sergio 
Caramagna, cuando sostuvo: “a Colombia mu-
chas veces le están exigiendo demasiado sin te-
ner en cuenta lo sucedido en otros procesos. En 
Bosnia se juzgaron 90 criminales de guerra. Des-
pués de la Segunda Guerra Mundial, en la que 
hubo millones de muertos, apenas se juzgaron a 
150 jefes nazis. ¡Aquí se está intentando juzgar a 
más de 3 mil!”6. 

6	 Sergio Caramagna. Revista Semana. “¿si los desmovilizados son solo delincuentes comunes, de qué proceso de paz estamos hablando?”:
	 Caramagna. Jefe de la Misión de la OEA para acompañar el proceso de desmovilización paramilitar. Entrevista de María Teresa Ronderos y Andrea 

Peña. Julio 14 de 2008.
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POSTULADOS CON FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN

No. NOMBRES Y APELLIDO BLOQUE FISCAL MODALIDAD

1 Gian Carlo Gutierrez Suarez Calima 18 Total

2 Wilson Salazar Carrascal Frente Julio Peinado 10 Parcial

3 Elkin Jorge Castañeda Naranjo Elmer Cárdenas 48 Parcial

4 Ruben Dario Rendón Blanquicet Elmer Cárdenas 48 Parcial

5 Otoniel Segundo Hoyos Perez Elmer Cárdenas 48 Parcial

6 Diego Luis Hinestroza Elmer Cárdenas 48 Parcial

7 Carlos Arturo Fumieles Elmer Cárdenas 48 Parcial

8 Luis Muentes Mendoza  Norte 48 Parcial

9 Edgar Ignacio Fierro Florez Norte 3 Parcial

10 Omar Enrique Martinez Osias Norte 3 Parcial

11 Permenio De Jesus Usme Garcia Héroes de Granada 20 Parcial

12 Uber Enrique Banquez Martinez Montes de Maria 11 Parcial

13 Hebeth Veloza Garcia Bananero 17 Parcial

14 Francisco Antonio Arias Héroes del Llano y del Guaviare 5 Parcial

15 Benjamin Parra Cardenas Héroes del Llano y del Guaviare 5 Parcial

16 Ferney Tovar Ramirez Héroes del Llano y del Guaviare 5 Parcial

17 Nelson Reyes Guerrero Héroes del Llano y del Guaviare 5 Parcial

18 Javier Domingo Romero Héroes del Llano y del Guaviare 5 Parcial

19 Juvenal Alvarez Yepes Calima 18 Parcial

20 Ivan Roberto Duque Gaviria Frentes Nordeste Antioqueño, Bajo 
Cauca y Madalena Medio 14 Parcial

21 Alirio De Jesus Quinchia Duque Autodefensas Campesinas de 
Magdalena Medio 26 Parcial

22 Andres Torres Avila Autodefensas Campesinas de 
Magdalena Medio 26 Parcial

23 Jorge Eliecer Barranco Galvan Córdoba 13 Parcial

24 Ivan David Correa Córdoba 13 Parcial

25 Yersi Fernando Marin Quintero Autodefensas Campesinas de 
Magdalena Medio 2 Parcial

Cuadro No. 3
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26 Farley Adrian Castaño Restrepo Autodefensas Campesinas de 
Magdalena Medio 2 Total

27 Arley Hernando Benitez Cacique Nutibara 45 Parcial

28 Jhon Jairo Esquivel Cuadrado Norte 3 Parcial

29 Jorge Ivan Laverde Zapata Catatumbo 8 Parcial

30 Angel Celis Ibarguen Roena Catatumbo 8 Parcial

31 Jose Gregorio Mangonez Lugo Norte 3 Parcial

32 Regino Eugenio Reyes Montes de Maria 11 Parcial

33 Fredy Rendon Herrera Elmer Cárdenas 48 Parcial

34 Rodrigo Alonso Quintero Autodefensas Campesinas de 
Magdalena Medio 2 Parcial

35 Jeines Puertas Florez Calima 18 Parcial

36 Jhonatan Sepulveda Catatumbo 8 Parcial

37 Raul Agudelo Medina   23 Parcial

38 Ovidio Pascual Nuñez Bananero 17 Parcial

39 Edilberto Jesus Cañas Chavarriaga Cacique Nutibara 45 Parcial

40 Jose Gilberto Garcia Masson Catatumbo 8 Parcial

41 Fredy Alonso Miranda Gonzalez Bananero 17 Parcial

42 Lenin Geovanny Palma Bermudez Catatumbo 8 Parcial

43 Jovani Cristian Ochoa Pinzon Frente Resistencia Tayrona 9 Parcial

44 Jose Barney Veloza Garcia Bananero 17 Parcial

45 Edgar Alexander Erazo Guzman Cacique Nutibara 45 Parcial

46 Jose Bernardo Lozada Artuz Catatumbo 54 Parcial

47 Nestor Eduardo Cardona Cardona Cacique Nutibara 45 Parcial

48 Wanderley Viasus Torres Cacique Nutibara 45 Parcial

49 Jose Miguel Gil Sotelo Héroes de Granada 20 Parcial

50 Daniel Francisco Sotelo Héroes de Granada 20 Parcial

51 Jhon Fredy Gonzalez Isaza Nordeste Antioqueño, Bajo Cauca y 
Magdalena Medio 14 Parcial

52 Ramiro De Jesus Rojas Alvarez Nordeste Antioqueño, Bajo Cauca y 
Magdalena Medio 14 Parcial
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53 Edinson Giraldo Paniagua Héroes de Granada 20 Parcial

54 Marco Antonio Guerrero Sanchez Nordeste Antioqueño, Bajo Cauca y 
Magdalena Medio 14 Parcial

55 Omar Martin Ochoa Ballesteros Resistencia Tayrona 9 Parcial

56 Robert Enrique Oviedo Yañez Calima 18 Parcial

57 Juan Fernando Chica Atehortua Cacique Nutibara 45 Parcial

58 Julian Esteban Rendon Vasquez Héroes de Granada 20 Parcial

59 Andres Felipe Vasquez Ruiz Héroes de Granada 20 Parcial

60 Edwar Cobos Tellez Montes de Maria 11 Parcial

61 Jose Higinio Arroyo Ojeda Mineros 15 Parcial

62 Jose Manuel Hernandez Calderas Vencedor de Arauca 22 Parcial

63 Wilmer Morelo Castro Vencedor de Arauca 22 Parcial

64 Jose Ruben Peña Tobon Vencedor de Arauca 22 Parcial

65 Jair Eduardo Ruiz Sanchez Vencedor de Arauca 22 Parcial

66 Ramon Maria Isaza Arango Autodefensas Campesinas de 
Magdalena Medio 2 Parcial

67 Jimmy Antonio Zambrano Insuasty Libertadores del Sur 4 Parcial

68 Harold Veira Lopez Libertadores del Sur 4 Parcial

69 Cesar Augusto Botero Autodefensas Campesinas de 
Magdalena Medio 2 Parcial

70 Andres Mauricio Torres Leon Norte 12 Parcial

71 Orlando Villa Zapata Vencedor de Arauca 22 Parcial

72 Jimmy Antonio Zambrano Insuasty Libertadores del Sur 4 Parcial

73 Ovidio Suaza Autodefensas Campesinas de 
Magdalena Medio 2 Parcial

74 Dario Enrique Velez Trujillo Elmer Cárdenas 48 Parcial

75 Jose Abel Bermudez Murilo Elmer Cárdenas 48 Parcial

76 Alberto Garcia Sevilla Elmer Cárdenas 48 Parcial

77 Gilbert Zapata Lemos Elmer Cárdenas 48 Parcial

78 Juan Pablo Lopez Quintero Elmer Cárdenas 48 Parcial

79 Dairon Mendoza Caraballo Elmer Cárdenas 48 Parcial

80 Efrain Homero Hernandez Padilla Elmer Cárdenas 48 Parcial

81 Eliecer Manuel Romero Herrera Elmer Cárdenas 48 Parcial

82 Levia Antonio Martinez Paternina Elmer Cárdenas 48 Parcial
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Dese cuenta, que si la tendencia estadística resultara acertada  y tan solo 100 o 120 pos-
tulados continuaran dentro de los cauces del proceso de Justicia y Paz, un gran número 
estarían extraditados y, objetivamente,  el esfuerzo de aplicación de la ley de Justicia y Paz 
podría encausarse a optimizar al máximo los resultados, tanto con éstos, como con los que 
continúan sus procesos en Colombia. La consecuencia directa de estas acciones, conlleva-
ría a una averiguación más profunda y detallada de los hechos que condujeran al esta-
blecimiento de la verdad tanto para las víctimas como para la justicia. Muy seguramente 
además, se lograría  una recuperación más eficiente de los bienes y recursos destinados 
a la reparación, con lo cual, quedaríamos frente a la posibilidad de una aplicación vigo-
rosa de la justicia, sin dilaciones  ni pérdidas de tiempo o de recursos en procedimientos 
inocuos.

1.1.1.2 Delitos y confesiones

En relación con los delitos y confesiones  surgi-
dos  de las versiones libres  en desarrollo de la ley 
975 de Justicia y Paz, se debe registrar un avance 
significativo en el señalamiento de un número 
importante de hechos delictivos cometidos por 
las organizaciones paramilitares, así como el ha-
llazgo de un creciente número de fosas comunes  
derivadas de largos años del accionar de estos 
grupos criminales.

En el informe elaborado por la Fiscalía Gene-
ral de la Nación a 2 de febrero de 2009, a lo 
largo de los cuatro años de vigencia de la ley 
975 se han confesado más de 6 mil 889 he-
chos, entre los cuales figuran casos de con-
notación  nacional e internacional como las 
masacres de Mapiripán, (Meta); El Salao (Bo-
lívar); la Gabarra, (Norte de Santander); Bar 
“El Aracatazzo” en Chigorodo (Antioquia); 
Macayepo (Sucre) y la Granja en Ituango  (An-
tioquia), entre otras7.

Así mismo, informa la Fiscalía, que se han 
enunciado otros 22 mil 388  hechos delicti-
vos entre los que se encuentran homicidios, 

Es de anotar, que el tema de la violencia 
sexual ha resultado especialmente complejo 
para su verificación legal y análisis. En pri-
mer lugar, los versionados no han mostrado 
disposición a confesar este tipo de delito y 
se evidencia poco interés de los operadores 
judiciales por indagar en las diligencias con 
relación a estas conductas. Ahora bien, es 
notoria la poca preparación de los fiscales 
para abordar técnica y humanamente la 
investigación de estos delitos, tratar y pro-
fundizar el tema con las víctimas de la vio-
lencia sexual, a lo que se suma, un número 
muy reducido de ví ctimas con garantías 
suficientes que les permitan denunciar los 
hechos.

7	 Fiscalía General de la Nación, Información a marzo 13 de 2009.

8	 Idem.

Como se observa más adelante en el cuadro No. 
4 para marzo 13 de 2009 únicamente se habían 
enunciado 20 y confesado 9 hechos de violencia 
sexual. A continuación la lista de postulados que 
ha confesado hasta ahora esta conducta:

desapariciones forzadas, extorciones, recluta-
miento ilícito de menores, secuestros y vio-
lencia sexual8.
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Se trata de una de las problemáticas más complejas 
y dolorosas. Como se anotó en un reciente artículo: 
“Debido a que se trata de delitos privados, perte-
necientes al cuerpo y a la intimidad no se denun-
cian. Por eso es imposible calcular su magnitud real 
y las cifras que se conocen son muy bajas. Apenas 
se han denunciado ante la Fiscalía 110 hechos de 
violencia sexual hasta Junio de 2008, atribuibles a 
grupos Paramilitares desmovilizados antes de Ju-
lio de 2005, salvo por un bloque pequeño que se 
desmovilizó a comienzo de 2006. Y solamente 96 
de las 138 mil víctimas registradas oficialmente han 
sido catalogadas como víctimas de violencia sexual. 
La Defensoría de Pueblo ha registrado un indicador 
más elocuente. Según sus cuentas, dos de cada diez 
mujeres que se han desplazado en Colombia, ha 
sido como causa de violencia sexual en su contra o 
contra algún familiar”9.  (Subrayado nuestro. Cifras 
del artículo no actualizadas).

9	 Semana.com. “Batallas de hombres en cuerpos de mujeres”. Jueves 29 de Enero 2009.

10	 Ídem.

Y en el mismo sentido  se expresó la fiscal de 
Justicia y Paz, Patricia Hernández: “….Dice que 
según su experiencia…..Debido a su particular 
vulnerabilidad social, psicológica y económica, 
las mujeres desplazadas corren un gran riesgo de 
ser víctimas de agresiones sexuales y violaciones 
así como de verse obligadas a ejercer la prosti-
tución. El Ministerio de Protección Social tiene 
una cifra escandalosa: una de cada tres mujeres 
desplazadas han sido forzadas a tener relaciones 
sexuales10”. 

Ahora bien, es necesario tener en cuenta, que 
los delitos sexuales no son únicamente las vio-
laciones sino que existen otras formas de abuso, 
que la comunidad internacional ha tipificado  en 
delitos como la prostitución forzada, el aborto 
forzado, la tortura con manoseo del cuerpo y el 
sometimiento domestico.

Por eso, si bien es cierto que las denuncias de estos delitos han venido incrementándose, sus 
registros aun sigue siendo insignificantes, pues no es menos cierto que tanto los testimonios 
como los informes y los mismos recuentos de la memoria histórica, confirman, sin ningún 
asomo de duda, que en la guerra colombiana los hombres armados apelaron profusamente a 
todas esta formas de violencia contra las mujeres. 

Cuadro No. 4

POSTULADOS CON CONFESIÓN.       
DELITO DE VIOLENCIA SEXUAL BLOQUE

Yesid Enrique Pacheco Sarmiento Calima
Jose David Velandia Ramirez Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio

Darinel Francisco Gil Sotelo Heroes de Granada

William Ferney Giraldo Giraldo Metro

Edgar Ignacio Fierro Florez Norte

Jhon Jairo Esquivel Cuadrado Norte

Jose Ruben Peña Tobón Vencedores de Arauca

Jose Daniel Mora López Resistencia Tayrona

Jose German Sena Pico Proceres del Caguan

Fuente. Fiscalía General de la Nación. Informe a abril 7 de 2009.
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Como se anota en el mismo artículo: “La más 
documentada ha sido la violación de las víctimas 
mientras un grupo comete una masacre. Según 
confirmó la Corte Constitucional en por lo menos 
nueve masacres hubo casos de violencia sexual 

contra las mujeres. Estas son El Salado; La Hor-
miga, Putumayo; Alto Naya; Ovejas, Sucre; San 
Benito Abad, Sucre; El Tarra, Norte de Santander; 
Teorema, Norte de Santander; y Puerto Caicedo, 
Putumayo”11. 

Por todo esto, es importante resaltar el hecho de que haya comenzado a lograrse la vi-
sibilización de la violencia sexual que ocurre dentro de la dinámica del conflicto armado 
colombiano a través de investigaciones, denuncias y movilización social, lo cual ha sido 
el resultado de un trabajo de años por parte de un grupo decidido de organizaciones de 
mujeres entre las que se destaca la Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz 
IMP. 

De otra parte, reseña también la Fiscalía que de 
las versiones entregadas hasta ahora, también 
se obtuvieron las pruebas necesarias para ade-
lantar las investigaciones de la Parapolítica, en 
las que se revelaron vínculos de ese tipo con las 
organizaciones criminales, como en el caso del 
Pacto de Ralito y otros. Indica igualmente, que a 
través del avance en estos mismos procesos, se 
lograron establecer varios de los vínculos eco-
nómicos más importantes, como en el caso de 
los pagos efectuados por la multinacional ba-
nanera Chiquita Brands, a reconocidos grupos 

paramilitares.

Otra información útil de analizar, hace referen-
cia a los tipos penales establecidos teniendo en 
cuenta tanto los hechos enunciados como los 
confesados. De un total de 29 mil 277 delitos 
enunciados y confesados, el 82% esta constitui-
do por los homicidios, el  7.8% por desaparición 
forzada  y el resto, la extorsión, el reclutamiento 
ilícito, el secuestro, el secuestro simple y la vio-
lencia sexual, todos aparecen con un porcentaje 
inferior.

TIPOS PENALES EN HECHOS ENUNCIADOS  Y CONFESADOS

Homicidio 24043

Desaparacion Forzada 2287

Extorsion 1228

Reclutamiento Ilicito 1312

Secuestro 669

Violencia Sexual 29

Cuadro No. 5

11	 Semana.com. “Batallas de hombres en cuerpos de mujeres”. Jueves 29 de Enero 2009.

Los  siguientes gráficos nos muestran la rela-
ción entre los hechos enunciados, confesados 
y por confesar hasta febrero 28 de 2009. En 

ellos se aprecia el número de víctimas tanto 
en hechos enunciados, confesados y por con-
fesar.  

Fuente. Fiscalía General de la Nación. Informe a abril 7 de 2009.
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Gráfico No. 5

Fuente. Fiscalía General de la Nación. Informacion a marzo 13 de 2009.
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Gráfico No. 6

Gráfico No. 7
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Gráfico No. 8

 Fuente. Comité Interinstitucional de Justicia y Paz. Agosto de 2008.
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En este mismo contexto se observa, que por vía de 
las audiencias de versión libre,  se han podido encon-
trar 1.328  fosas, dentro de las cuales se han descu-
bierto 1.628 cadáveres, que han permitido la identi-

ficación de 493 víctimas. Del total de fosas ubicadas, 
más de la mitad corresponden a los departamentos 
de Antioquia, Córdoba, Magdalena y Meta sumados, 
tal como puede verse en los siguientes cuadros: 

Gráfico No. 9

Fuente. Comité Interinstitucional de Justicia y Paz. Septiembre 30 de 2008.
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1.1.1.3 Entrega de bienes

Según el mismo informe ya citado de la Fiscalía General 
de la Nación, para octubre de 2008, los postulados12 que 
han hecho entrega de bienes a Acción Social en cumpli-
miento de lo exigido por la Ley 975 de 2005 han sido úni-
camente 24, de los más de 3 mil 431 presentados por el 
gobierno.

La Fiscalía General de la Nación clasificó dichos bienes en 
inmuebles, vehículos, semovientes, dinero, motores fuera 
de borda y en una especie de enseres varios que dieron en 
llamar mercancía para boutique. Las cifras, según la enti-
dad, dan cuenta de haber recibido 3 mil 340.6 millones  de 
pesos en dinero en efectivo, así como más de 5 mil 166 
semovientes. En el cuadro No. 6 se pueden apreciar los 
bienes entregados hasta el mes de octubre de 2008 por 
cada postulado a Acción Social. 

De igual forma, la Fiscalía  da a conocer acerca de un grupo 
de 99 bienes inmuebles restituidos a las victimas  directa-
mente por parte de esa entidad, y que fueron entregados 
por el postulado Salvatore Mancuso.

En la información suministrada, se puede verificar  que los 
postulados han hecho entrega de bienes desde mayo de 
2007 hasta julio de 2008. En total, se verifican 31 entre-
gas de bienes diversos, de las cuales, 26 se llevaron a cabo 
durante el año 2007.  Para el 2008, tan solo se realizaron 
cinco.

Una mirada a este proceso y su evolución en el tiempo, 
muestra la lista de bienes entregados  frente a las fechas 
de entrega como se puede apreciar en el siguiente cua-
dro:

12	 De cuerdo con la respuesta a un derecho de petición  radicado 007060 solicitado por Alianza Iniciativa de Mujeres  Colombianas por la Paz-IMP, 
Octubre 30 de 2008.
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Según el presidente de la Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación -CNRR-, Eduardo Pi-
zarro León Gómez, “a la fecha se cuenta con casi 
diez mil millones en efectivo y en especie, entre-

Un análisis a éstas cifras y a las que nos presenta la Fiscalía General de la Nación, nos arroja  
resultados poco satisfactorios frente a un ejercicio de tanta complejidad y que incorpora tantos 
recursos y esfuerzos del estado y de la sociedad, y que ha creado a su vez ante la opinión pública 
y ante las víctimas una expectativa sin precedentes en la historia del país.

13	  El Espectador. Jefes “paras” desaparecieron sus bienes. Julio 27 de  2008.

14	 Idem.

gados por los desmovilizados, y además, en la 
Dirección Nacional de Estupefacientes hay por lo 
menos cien mil millones mas en bienes de “pa-
ras” esperando la extinción de dominio”13.

En la realidad, resulta difícil establecer con cer-
teza los niveles de eficacia y eficiencia logrados 
hasta ahora o los que pudieran alcanzarse en el 
futuro, relacionados con la entrega y restitución 
de bienes ordenados por la Ley de Justicia y Paz. 

En esta, el tratamiento al tema de entrega de bie-
nes aparece disperso y confuso, e incluso contra-
dictorio, en cuanto a la declaración de los mismos 

y a las instancias y las fechas específicas de entre-
ga.  Como anotó recientemente Pizarro León Gó-
mez: “La ley no definió en que momento debían 
entregar sus propiedades los desmovilizados. El 
plazo para hacerlo es hasta antes de la condena, 
y así lo ratificó la Corte Constitucional. Este vacio 
legal, por así decirlo, fue negativo porque muchos 
jefes “paras” recibieron un regalo inesperado de 
tiempo para desaparecer sus bienes”14.   

Obsérvese que en el texto de la ley 975, en los artículos décimo y once, se establece dentro de los 
requisitos de elegibilidad tanto  para la desmovilización colectiva como individual, el que: “10.2 
Que se entreguen los bienes producto de la actividad ilegal”.  Conforme al artículo, es de suponer 
que para el momento en el cual el Gobierno Nacional elaboró la lista de postulados, estos ya ten-
drían que haber hecho entrega  de los bienes fruto de su actividad ilícita para que los incluyeran 
en la misma, lo cual, evidentemente, no ocurrió.

Mas adelante,  en el “articulo 17 versión libre y 
confesión” de la misma ley, aparece:

”…en la misma diligencia indicarán los bienes que 
se entregan para la reparación de las víctimas si 
los tuviere….” Nuevamente aquí surgen tanto un 
momento como una instancia distintas traslada-
da ya, a la primera etapa del proceso (versión li-
bre y confesión), la entrega de los bienes, o por lo 
menos, como se expresa en forma literal, a la in-
dicación  de los mismos y a la intención de entre-

garlos, para la reparación de las victimas; resulta 
impreciso además, el tratamiento de indicar que 
se separa del de demostrar o presentar. 

Finalmente,  en el “articulo 44 actos de repara-
ción”  se expresa:”La reparación de las víctimas 
de que trata la presente ley comporta los debe-
res de restitución, indemnización, rehabilitación 
y satisfacción. Para tener derecho a gozar del be-
neficio de la libertad a prueba, el condenado de-
berá proveer al Fondo para la Reparación de las 
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Víctimas  los bienes, si los tuviese,  destinados 
para tal fin; realizar satisfactoriamente los ac-
tos de reparación que se le hayan impuesto…” 
(subrayado nuestro);  Fíjese, que nuevamente 
la ley 975, termina trasladando la responsabili-

Entonces, es cuando se hace necesario reconocer que la ley  no ordenó con precisión  los térmi-
nos en los cuales los postulados a Justicia y Paz tuvieran la obligación perentoria de hacer entre-
ga de los bienes orientados a la reparación de las víctimas, y como ya se anotó, si los procesos 
no logran simplificarse y abreviarse en su ejecución, la entrega de bienes  podría posponerse 
por un lapso muy prolongado.

15	 El Espectador. Jefes “Desaparecierón sus bienes”. Julio 27 de 2008.

16	 Ley 975 de 2005 articulo 51  Funciones de la CNRR.

17	 Documento publicado en Junio 2008.

dad de la entrega de los bienes a otro momen-
to, léase aquí, hasta el posible goce del benefi-
cio de la libertad a prueba para el condenado, 
poniéndola finalmente como requisito para su 
obtención.

El efecto inmediato que se ha derivado de la flexi-
bilidad de la ley 975 sobre este asunto fundamen-
tal, es una entrega a cuenta gotas con resultados 
restringidos en la evolución de las entregas. Al res-
pecto, el mismo presidente de la Comisión Nacio-
nal de Reparación y Reconciliación – CNRR  dijo: “la 
entrega de bienes, ciertamente, ha sido irrisoria y la 
solución que propongo es que, en los próximos dos 
años, le metamos el acelerador a dos cosas: a im-
pulsar las investigaciones judiciales por testaferrato 
para saber en manos de quien dejaron los desmo-
vilizados sus bienes, y a promover la creación de las 
Comisiones Regionales de Restitución. Mediante 
las cuales los ciudadanos podrán denunciar las pro-
piedades que les fueron despojadas”.15 

Lo anterior resulta cierto y necesario, salvo por 
la afirmación relacionada con las Comisiones Re-
gionales de Restitución. Una de las funciones de 
la CNRR contemplada en  la ley 975, consiste jus-
tamente en  “coordinar la actividad de las comi-
siones regionales de la restitución de bienes”.16  
Por eso, no se entiende como,  si a la Comisión 
se le fijó esta responsabilidad desde el año 2005,  
el presidente de la misma en un artículo del Es-
pectador  que corresponde a julio de 2008, esté 

planteando  que para los próximos dos años, se 
debe promover la creación de estas comisiones.

En el mismo sentido,  llama la atención que en el 
informe trimestral  de labores de la MAPP/OEA 
aparezca este comentario:

“Preocupa a la misión que hasta la fecha, no se 
hayan llegado a implementar las Comisiones 
Regionales para la Restitución de Bienes. Esta 
Comisiones son las responsables de propiciar los 
trámites relacionados con las reclamaciones so-
bre propiedad y tenencia de bienes, siendo éste 
uno de los principales problemas que afrontan 
las víctimas”.17(Subrayado nuestro)

Es claro, que tanto la imprevisión de la ley como  
el precario interés mostrado por los organismos 
públicos de darle aplicación inmediata relaciona-
da con el tema de los bienes, ha permitido que los 
procesos de Justicia y  Paz continúen avanzando 
en forma poco satisfactoria en materia de repa-
ración. Es necesario reconocer, que el problema 
es de grandes proporciones  y que las consecuen-
cias para las víctimas y para el país, van mucho 
más allá de lo que aparentemente se cree.
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En materia de tierras por ejemplo, lo que los ana-
listas nacionales  e internacionales han dado en 
llamar una nueva reforma agraria o una contra-
rreforma, es un drama de destierro mucho ma-
yor incluso, que la enorme cifra oficial  de 2.6 
millones de colombianos que tuvieron que esca-
par de su pedazo de territorio “…son una nueva 
clase social y los indicadores muestran  que viven 
en situaciones, mas criticas que los indigentes 
urbanos”.18

En un reciente artículo  de la revista Semana, se 
hace la siguiente referencia:”En menos de 10 
años el mapa del país cambió. Nadie tiene aun 
los datos globales de lo que ocurrió, cálculos aca-
démicos indican que si se fueran a restituir las 
tierras de los desplazados, se tendrían que en-
tregar 7 millones de hectáreas. Los ejemplos de 
la concentración de tierras pulula ( en un sector 
de Urabá,  en el que en 1986 existían mas de 600 
propietarios de tierras, para el año 2000 ya no 
eran mas de 50) y los del despojo también ( en 
Tulapas, Turbo, alias el Alemán desalojó a mas de 
350 familias y se quedó con todas sus tierras).19

cantidad de tierra fue efectivamente arrebatada 
a punta de fusil a los campesinos o cuanta tuvie-
ron ellos que dejar sencillamente abandonada 
por los efectos de la violencia. Sin embargo, se 
puede tener un cálculo aproximado de la mag-
nitud del fenómeno si se tiene en cuenta que 
en Colombia han sido desplazadas como míni-
mo 580 mil familias y que al menos el 74º % de 
ellas dejó atrás sus pertenencias. “La avidez con 
que se llevó a cabo este masivo despojo, permite 
concluir a muchos que detrás de una guerra que 
ellos quisieron justificar como de legítima defen-
sa, se escondía una lógica económica de acumu-
lación de tierras, poder y capital”.20 

La situación es crítica. El propio Jorge Luis Garay 
liderando la Comisión de Seguimiento a la Políti-
ca Pública de desplazamiento, afirmó: “Existe la 
tentación de concluir, que la restitución (de tie-
rras) es un imposible en el contexto colombiano 
actual”.21

A esto se suma, una oleada de corrupción sin 
antecedentes en el país por parte de entida-
des públicas y de funcionarios encargados del 
manejo de la tierra, vinculados con la legalidad 
de la propiedad y con su restitución. “Servido-
res públicos de varias entidades, en especial en 
la región Caribe, sometieron al estado al yugo 
de los paramilitares. Hay casos de funcionarios 
que expropiaron tierras entregadas a campesi-
nos pobres, para luego adjudicárselas a testa-
ferros de las autodefensas. Registradores públi-
cos que legalizaron cambios en los linderos de 
los predios, notarios que dieron fe por miles de 
transacciones hechas a la fuerza a donde ni si-
quiera estaba presente el supuesto vendedor a 
quien en verdad le estaban robando lo que te-
nía. También participaron decenas de alcaldes y 

18	 Semana.com Artículo ¿Qué le pasa a un país de desterrados? Septiembre 15 de 2008.

19	 Idem.

20	 Semana.com Artículo: Los ganadores del despojo. Septiembre 13 de 2008.

21	 Idem.

Las cifras, respecto al tema de la tierra, van 
desde las diez millones de hectáreas aban-
donadas de las que habla el Movimiento de 
Víctimas, pasando por las cinco millones que 
sostiene el Incoder, hasta las tres millones de 
hectáreas que dice confirmar la Contraloría 
General de la Nación. En cualquier caso, la 
cantidad de tierra devuelta efectivamente a 
los desplazados, es insignificante, pues a hoy, 
no supera las 60 mil 400 hectáreas, según da-
tos oficiales.

Todo parece indicar, que ya no se cuenta en el 
país con mecanismos capaces de establecer que 
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miembros de la fuerza pública, que permitieron 
que esto sucediera”.22

Un episodio trágico para recordar, en el cual se 
refleja la gravedad y los alcances de un proble-
ma de  tanta envergadura para cualquier país 
del mundo, lo constituyó el asesinato de la líder 
Yolanda Izquierdo. Su reclamo por las propieda-
des que hoy continúan en manos de la conocida 
fundación paramilitar de Córdoba Funpazcor, la 
condujo a la muerte, completamente indefensa y 
sin la protección ni el amparo del Estado. 

Este debate hasta ahora comienza. La problemá-
tica de la tierra tiene y tendrá repercusiones de 
todo orden, imposibles de eludir. Así mismo, la 
reparación de las víctimas y la restitución de sus 
bienes son asuntos cruciales para el logro de la 
paz en el país. Por tanto, la efectividad en la apli-
cación de la ley 975 de Justicia y Paz en esta ma-
teria, que es responsabilidad del gobierno, debe 
ser objeto de permanente fiscalización y evalua-
ción por parte de la sociedad civil, especialmen-
te de la ´mujeres, en defensa de sus derechos  y 
como resultado directo de su trágica condición 
de víctimas sobrevivientes del conflicto.

1.1.1.4  Las cifras de las víctimas

Con el propósito de mantener una estrecha coordi-
nación entre los diferentes  organismos estatales vin-
culados a los procesos de justicia y paz, el Ministerio 
del Interior y Justicia creó el Comité Interinstitucional 
de Justicia y Paz, al que se le atribuyó, entre otras, la 
función de recopilar la información  de las distintas 
instituciones para actualizarlas y presentarlas perió-
dicamente a las entidades y organizaciones compro-
metidas  con los temas de justicia y paz.

La información que se presenta a continuación es 
la obtenida por este Comité al mes de octubre de 
2008, con excepción de un cuadro que aparece 
al final del documento como anexo único, sumi-

nistrado por la Fiscalia General de la Nación para 
abril 7 de 2009. Este registro estadístico es el más 
reciente generado por esa entidad, y en el apare-
ce el listado a esa fecha del número de víctimas y 
los delitos correspondientes en forma detallada.

La primera cifra que se registra en estos informes, 
da cuenta de un total de 168 mil 090 víctimas (en 
el anexo único la cifra asciende a 204 mil 645 víc-
timas; para amarzo de 2009. La cifra no se utili-
zó para los análisis por no estar aún totalmente 
consolidada) de delitos cometidos por miembros 
de las organizaciones paramilitares. No obstante, 
el universo de víctimas de los delitos cometidos 
dentro del conflicto armado no se limita única-
mente a este grupo y su condición de tales no se 
deriva del reconocimiento estatal o de su partici-
pación en procesos judiciales.

Es importante observar cómo, el número total de 
víctimas ha venido registrando un crecimiento 
porcentual en los últimos tres meses  de entre el 
4% y 5% mensual.

Así mismo, se encuentran  datos como el de  que 
más del 21%  de las víctimas, es decir, 35 mil 993 
personas, son el denunciante y la víctima al mis-
mo tiempo.

Prácticamente, el 60% de las víctimas  oscilan en-
tre los 20 y los 50 años de edad y se registra una 
cifra en víctimas menores de edad, que si bien es 
cierto  porcentualmente no es tan significativa 
(5%), si lo es por tratarse de población muy vulne-
rable con un número cercano a los 8.000 niños.

Desde el punto de vista de género, el número ma-
yor de víctimas directas registradas corresponde 
a hombres, con el 84% (140 mil 292) del total, 
mientras que las mujeres constituyen un número 
inferior de  26 mil 478, equivalentes al 15.8%.

Es sabido igualmente, que en relación con las 

22	 Semana.com Artículo ¿Qué le pasa a un país de desterrados? Septiembre 15 de 2008.
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LAS CIFRAS DE LAS VÍCTIMAS

CATEGORIA INDICADOR DETALLE
DATOS 30/09/2008 DATOS 30/10/2008

AVANCE
CANTIDAD % CANTIDAD %

Víctima

Total Victimas 161.737   168.090   4%

Total de Víctimas por presunto responsable 66.587 37,0% 69.280 41% 4%

No. de personas en el que el denunciante
y la víctima son la misma persona

34.275 18,0% 35.993 21% 5%

Caracterización 

de la Víctima

Grupo Etareo

10-19 AÑOS 13.626 9% 14.005 8% 3%

20-29 AÑOS 38.376 24,0% 39.820 24% 4%

30-39 AÑOS 33.429 20,0% 34.845 21% 4%

40-49 AÑOS 23.851 14,0% 24.901 15% 4%

50-59 AÑOS 13.220 8,0% 13.773 8% 4%

60-69 AÑOS 6.461 4,0% 6.740 4% 4%

MENORES

DE 10 AÑOS
521 0,3% 531 0,3% 2%

S.I. 32.253 20,0% 33.475 20% 4%

Víctimas menores de edad 7.711 5% 7.926 5% 3%

Género

MASCULINO 135.131 84,3% 140.292 83,5% 4%

FEMENINO 25.345 14,8% 26.478 15,8% 4%

S.I. 1.261 0,9% 1.320 0,8% 5%

Calidad de la 

Víctima

PARTICULAR 158.755 98% 165.020 98% 4%

FFAA Y DE POLICIA 854 0,79% 879 0,52% 3%

CONCEJAL 293 0,16% 257 0,15% -12%

PERIODISTAS 23   25 0,04% N/A

UP 16   17 0,05% N/A

LIDERES ORG. 
COMUNITARIAS

270 0,18% 272 0,16% 1%

SINDICALISTA 138 0,10% 141 0,08% 2%

OTRO 1.139 0,84% 1.479 0,88% 30%

Fuente: Comité Interinstitucional de Justicia y Paz. Octubre 31 de 2008.

actividades desarrolladas por las víctimas,  en su  
gran mayoría eran particulares, llegando a repre-
sentar el 98% del universo. Sin embargo,  apare-
cen igualmente miembros de la Fuerza Pública, 

concejales, periodistas y miembros de la UP. Se 
destacan  con cifras absolutas  elevadas, los 272 
líderes de organizaciones comunitarias y los más 
de 140 sindicalistas.

Cuadro No. 7
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Cuadro No. 8

LAS CIFRAS DE LAS VÍCTIMAS POR GRUPO ATRIBUIDO

CATEGORIA INDICADOR DETALLE
DATOS A 31/10/2008
CANTIDAD %

Víctimas (FGN)

Por Grupo Atribuido

ACCU 118.782 71%
BCB 23.077 14%

ACMM 9.155 5%
SUBVERSION 3.580 2%

FARC 5.018 3%
INDEPENDIENTE 2.420 1%

EPL 1.950 1%
ELN 1.498 0,9%

OTROS GRUPOS ARMADOS 227 0,1%
M-19 46 0,03%
ERP 1.167 0,69%

DELICUENCIA COMUN 91 0,05%
S.I. 641 0,4%

CASA CASTAÑO 438 0,26%
TOTAL 168.090
Reconocidos
por el postulado Pendiente

Total de víctimas
por presunto 
responsable

69.280 41%

No. de registros
en el que el 
denunciante y la 
víctima son la misma 
persona

35.993 21%

Total de víctimas
por nivel educativo

PRIMARIA 75.513 45%
S.I. 44.212 26%

SECUNDARIA 32.426 19%
NINGUNO 11.366 7%

UNIVERSITARIO 3.062 2%
TECNICO 1.071 0,64%

TECNOLOGO 214 0,13%
POSTGRADO 226 0,13%

Fuente: Comité Interinstitucional de Justicia y Paz. Octubre 31 de 2008.

Por otra parte, la información nos muestra el nú-
mero de víctimas  en relación con el grupo al que 
se le atribuye la comisión del delito. Como era de 
esperarse, más del 92% corresponde a los grupos 
paramilitares.

En la caracterización general que se hace a las 
víctimas se encontró también, que su nivel edu-
cativo era notoriamente bajo, en donde más del 
25% carecen totalmente de educación y un 45% 
tan solo hizo la primaria.
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CARACTERIZACION DE QUIEN PONE EN CONOCIMIENTO LOS HECHOS

CATEGORIA INDICADOR DETALLE
DATOS A 31/10/2008

CANTIDAD %

Caracterización    
de quien pone      
en conocimiento 
los hechos (FNG)

Grupo Etareo

MENORES DE EDAD 1.414 0,9%

18 - 20 AÑOS 1.941 1,2%

21 - 30 AÑOS 18.067 11,6%

31 - 40 AÑOS 31.768 20,4%

41 - 50 AÑOS 38.122 24,5%

51 - 60 AÑOS 30.235 19,4%

61 - 70 AÑOS 17.785 11,4%

71 - 80 AÑOS 7.086 4,6%

S.I. 9.215 5,9%

Estado Civil

CASADO 36.549 23,5%

SEPARADO 4.280 2,8%

SOLTERO 39.605 25,4%

UNION LIBRE 35.641 22,9%

VIUDO 26.062 16,7%

Género

S.I. 13.496 8,7%

MASCULINO 45.232 29,1%

FEMENINO 109.893 70,6%

Nivel de Educación

S.I. 508 0,3%

PRIMARIA 75.050 48,2%

SECUNDARIA 35.224 22,6%

NINGUNO 14.389 9,2%

UNIVERSITARIO 6.168 4,0%

TECNICO 2.159 1,4%

TECNOLOGO 365 0,2%

POSTGRADO 282 0,2%

S.I. 21.996 14,1

TOTAL  155.633

Fuente: Comité Interinstitucional de Justicia y Paz. Octubre 31 de 2008.

Cuadro No. 9

Por otra parte, aparece la caracterización  de 
quienes ponen en conocimiento los hechos a  las 
autoridades, es decir,  de la víctimas sobrevivien-
tes. 

Desde el punto de vista de la edad, la tenden-
cia  se muestra muy similar a la observada en el 
grupo general de víctimas.  Sin embargo, resulta 
interesante encontrar que más de 1 mil 400 me-

nores de edad aparecen dentro de este grupo.

En relación con el género, salta a la vista la diferen-
cia que aparece entre el número de víctimas tota-
les y el de quienes ponen en conocimiento los he-
chos (víctimas sobrevivientes). En este último caso, 
es contundente el número mayor de mujeres, que 
a la fecha alcanzan  109 mil 893 (70.6%), frente al 
29.1% de hombres que suman (45.mil232).
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Cuadro No. 10

VÍCTIMAS POR DELITO

CATEGORIA INDICADOR DETALLE
DATOS A 31/10/2008
CANTIDAD %

Víctima por 

Delito (FGN)

Tipo de Delito

HOMICIDIO 112.333 66,8%

DEZPLAZAMIENTO FORZADO 26.195 15,6%

DESAPARICION FORZADA 16.632 9,9%
CONTRA EL PATRIMONIO 

ECONOMICO 7.096 4,2%

LESIONES PERSONALES 2.319 1,4%
CONSTREÑIMIENTO ILEGAL 539 0,3%

EXTORSION 1.058 0,6%

TERRORISMO 187 0,1%

DELITOS SEXUALES 140 0,1%

SECUESTRO 772 0,5%

OTROS DELITOS 819 0,5%

No. de peticiones 
de protección por 

tipo de delito
Pendiente Pendiente

TOTAL 168.090

Fuente: Comité Interinstitucional de Justicia y Paz. Octubre 31 de 2008.

En la relación entre víctimas y delitos aparece 
también como era de esperarse, que el número 
mayor reportado fuera el de los homicidios con 
112 mil 333 significando el 65% de los delitos to-
tales.

El segundo nivel de delitos correspondió al des-
plazamiento forzado con 26 mil 195 casos que 
representan un 15.6% del total. Así mismo, se 
destaca el delito de desaparición forzada con  16 
mil 632 casos equivalentes al 9.9%. 

Es muy importante evaluar el comportamiento observado en relación con los delitos sexuales 
frente a las denuncias interpuestas por las víctimas. En agosto 31 de 2008 se registraron 116 de-
nuncias. En septiembre, la cifra ascendió a 125 y en octubre ya alcanzaba los 140, registrando el 
mayor avance porcentual  en el registro de delitos denunciados, llegando a un promedio mensual 
del 8%.

El argumento que explica esta situación se reitera nuevamente. Son  múltiples las dificultades 
y la carencia de garantías para que las mujeres se presenten a formular las denuncias sobre 
estos crímenes, por eso resulta muy significativo este avance, a pesar de que la cifra sigue 
siendo mínima frente al alto número de  delitos cometidos.
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En último lugar, se presenta el cuadro que nos 
muestra la evolución en el tiempo del registro de 
víctimas año por año desde la expedición de la 
ley 975 hasta el mes de octubre de 2008. Como 
era lógico, el 2005 registró un número reduci-
do de registros, que fue creciendo para el 2006 
hasta superar los 20 mil, llegando luego a la cifra 
mas alta  en el 2007 con mas de 96.000 afecta-

dos, para luego se reducirse  a casi una tercera 
parte en el 2008.

En el mismo cuadro, se presenta igualmente el núme-
ro de registrados en relación con la institución recep-
tora, que señala como la primera en esta actividad fue 
la fiscalía General de la Nación, seguida por las perso-
nerías y por último, la Defensoría del Pueblo.

Cuadro No. 11

REGISTRO DE VÍCTIMAS POR INSTITUCIÓN

OCTUBRE 31 DE 2008

CATEGORIA INDICADOR DETALLE
DATOS A 31/10/2008

CANTIDAD %

Registro (FGN)

Recibidos por año

2.005 302 0,19%

2.006 21.924 13,99%

2.007 96.569 61,60%

2.008 35.436 22,61%

S.I. 2.527 1,61%

Registrados /Recibidos Fiscalía 59.369 38%

Registrados /Recibidos Personería 48.475 31%

Registrados /Recibidos Defensoría 9.892 6%

Registrados /Recibidos CNRR 3.888 2%

Registrados /Recibidos por otras 
Instituciones 30.539 19%

Recibidos Registrados sin identificación 
de autoridad receptora 1.427 1%

Procuraduría General de la Nación 3.168 2%

Fuente: Comité Interinstitucional de Justicia y Paz. Octubre 31 de 2008.

1.2 Participación de las víctimas y Asistencia.
 
1.2.1 La información y la orientación a las víctimas garantía de sus derechos. 

Aunque las instituciones  del Estado responsables 
de informar y orientar a las víctimas sobre sus de-
rechos y de explicarles sobre qué y cómo deben 
hacer para tener acceso  a ellos han hecho algunos 

esfuerzos para lograr este cometido, a cuatro años 
del desarrollo de la Ley 975, existen aun muchos 
problemas;  falta de cobertura, escasa pedagogía 
sobre la información existente, poca efectividad en 
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el uso de las formas y medios de comunicación,23 
número reducido de funcionarios, baja calidad en 
el trato y respeto con las víctimas, mínima capaci-
tación de funcionarios y tímida atención en el área 
psicosocial, entre otros aspectos.

Son evidentes los casos  en muchas regiones del 
país, donde  las víctimas manifiestan la necesidad 
de más y mejor información sobre el proceso de 
Justicia y Paz. De hecho MAPP/OEA,  lo advirtió 
en su último informe: “La MAPP/OEA ha conocido 
que las víctimas se quejan por la difícil situación 
que viven cuando entre las mismas instituciones 
las envían de un lugar a otro, teniendo dificultades 
en encontrar una respuesta definitiva sobre aque-
llo que deben hacer. Una víctima mal informada 
es vulnerable a ser afectada de manera constante, 
sin siquiera ser consiente de ello”24.

Al ser consultadas, tanto las víctimas como las lí-
deres  de las regiones que acompañan el proceso,  
estas señalan que es frecuente que los mismos 
funcionarios carezcan del  conocimiento necesa-
rio de los procedimientos establecidos en la Ley, 
con lo cual puedan orientarlos o, sencillamente, 
están desbordados frente a la cantidad de tareas.

Por ejemplo,  en los Santanderes, la Alianza Inicia-
tiva de Mujeres por la Paz-IMP, calificó  en su infor-
me, de “inexistente  el desempeño de la Procura-
duría Judicial para la Justicia  y la Paz, porque no 
hay ningún funcionario encargado de atender a las 
víctimas que participan en los procesos judiciales 
de Justicia y Paz”; y, mencionó el papel de la defen-

soría del Pueblo como “pobre  participación y com-
promiso con el proceso, porque no están dando la 
orientación, asesoría ni el impulso necesarios a las 
víctimas para que hagan efectivo el ejercicio de sus 
derechos contemplados en  el marco de la Ley”25. 

Así mismo, denunció  el llamado “paseo de las 
víctimas”26 en el cual aparecen quejas generali-
zadas  sobre la  atención prestada a las víctimas 
en las instalaciones de la Defensoría del Pueblo, 
porque cuando manifiestan que van a solicitar la 
designación de un defensor público, las remiten  
a otras entidades como Acción Social y la Pro-
curaduría, generando confusión, desconfianza y 
malestar en las personas que se  sienten irrespe-
tadas o en el peor de  los casos, que interpretan 
que no tienen tal derecho y están equivocadas al 
hacer la solicitud.

De la misma manera se presentaron voces de 
rechazo por el maltrato a las víctimas de parte 
de entidades como Acción Social, lo cual se hizo 
evidente en las audiencias públicas.27 “El rechazo 
permanente a esta entidad, se constituye en un 
elemento unificador de las audiencias. Persona 
tras persona describe su pelea titánica contra Ac-
ción Social. Tutelas que no se respetan, requisi-
tos imposibles de cumplir, falta de respuesta de 
la entidad. Más que quejas por los beneficios que 
se puedan obtener -muchos, pocos o nada-, se es-
cuchan denuncias de maltrato. Acción Social tiene 
la concepción equivocada: sus funcionarios creen 
que están distribuyendo limosna y así tratan a las 
víctimas -como mendigos que molestan-”. Señaló 

23	 Las instituciones  encargadas de brindar la información a las víctimas en su mayoría informan  a través  de televisión, prensa, radio internet –
	 a través de las paginas web- , sin  embargo no  han tenido en cuenta  que  la mayoría de las víctimas del conflicto son de escolaridad baja,  viven
	 en zonas rurales, no tienen acceso a medios de comunicación y muchos menos a nuevas tecnologías como el internet y además son de bajos recur-

sos económicos.

24	 Tercer Informe Maap-OEA junio de 2008.

25	 Balance de  la Ley de Justicia y Paz desde lo regional. “Desempeño de las Instituciones en el Proceso Judicial”.

26	 Idem.

27	 El Congreso de la República  realizó nueve audiencias  en distintas regiones del país durante el segundo semestre de 2008,  con motivo
	 del proyecto de ley de victimas, donde participaron  más de 4000 victimas, quienes explicaron sobre la problemática que viven y las dificultades 

sobre el acceso a la justicia,  y presentaron propuestas.
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Laura Gil en su columna.28

Las múltiples  falencias  y la ineficiencia de las  Ins-
tituciones del Estado para corregirlas, ha generado 
además desmanes y abusos de personas  inescru-
pulosas que se aprovechan del desconocimiento  y 
la angustia de las víctimas.

A más de tres años del desarrollo de la Ley de Justi-
cia y paz y de haberse iniciado  las versiones libres,  
aún continúan las quejas  de las víctimas como la 
falta de asistencia, de información  y del mismo fun-
cionamiento de las versiones. “Las víctimas desco-
nocen a qué tienen derecho. No saben a dónde di-
rigirse, con quién hablar, cuáles son las limitaciones 
de la Ley, ni mucho menos cuándo el victimario se 
referirá a los hechos que les interesan”.29

En otro sentido, se debe destacar el papel que des-
empeñan algunas instituciones, como la Fiscalía 
General de la Nación, que ha venido haciendo es-
fuerzos de consideración para superar muchas de 
las fallas que se venían registrando en la atención a 
las víctimas en desarrollo de las audiencias de ver-
sión libre; sin embargo, aún faltan numerosos pro-
blemas por resolver, como es el caso de la garantía 
de protección y seguridad a víctimas y testigos, el 
mejoramiento de  la calidad de atención a las vícti-
mas y una mayor agilidad en los procesos.

En el mismo informe de la Alianza  IMP regional San-
tander, se hace relevancia  al papel de La Fiscalía en 
esa  región, debido a los cambios que se han regis-
trado al interior de la misma en respuesta a las ne-
cesidades que se han venido presentado durante la 
aplicación  y desarrollo de la ley de Justicia y Paz, de-
bido a la gran cantidad de hechos y de postulados, 
para lo cual se hizo necesario crear  un Grupo Sa-

télite de Investigación compuesto por 2 despachos, 
el 51 y el 52, radicados en Bucaramanga, y además, 
se abrieron oficinas para Justicia y Paz en Barranca-
bermeja, San Gil y Cúcuta, que tienen como función 
apoyar los casos del Bloque Central Bolívar (Sur de 
Bolívar) que anteriormente se investigaban en su to-
talidad desde Medellín.30

A nivel nacional, y en la misma dirección de superar 
los impases y la baja calidad de la atención a las víc-
timas,  se han presentado avances  e iniciativas en 
otras instituciones, por ejemplo, el Subcomité de 
Atención Integral a Víctimas del Comité Interinsti-
tucional de Justicia y Paz, que ha propuesto la crea-
ción de un modelo único de atención psicológica y 
jurídica para las víctimas, el cual funcionaría a tra-
vés de Centros de Atención Integral a Víctimas que 
operarían en diferentes ciudades del país.

Por su parte, la Defensoría del Pueblo, en respuesta 
a las múltiples quejas y a través de la Coordinación 
de Justicia y Paz, también está capacitando psicólo-
gos y abogados para realizar este acompañamien-
to y mediante la Defensoría Pública, ha fortalecido 
sus equipos en Bogotá (40 defensores), Medellín 
(70 defensores) y Barranquilla (40 defensores) y ha 
creado un equipo de policía judicial para apoyarlos 
en sus labores (en Bogotá son 6). En total, se ha 
brindado representación judicial a 4130 víctimas, 
de acuerdo a la siguiente distribución: Atlántico 
2350, Antioquia 2080 y Bogotá con 700.31

Por su parte, la CNRR está impulsando la Red Na-
cional de Atención a Víctimas, la cual busca, a nivel 
regional, la articulación de la sociedad civil con la 
institucionalidad para el reconocimiento y atención 
de las víctimas.32 A continuación algunos indicado-
res de gestión, de algunas regionales de la CNRR:

28	 EL Tiempo. “El paseo de las víctimas”. Sección Opinión. Laura Gil. Septiembre 26 de 2008.

29	 Explica una de las abogadas que acompaña a las víctimas en los procesos que adelanta la Alianza IMP en las regiones.

30	 Como consecuencia de todos estos cambios  se han iniciado por parte de la Fiscalía Jornadas de Atención Masiva en el Departamento de Santander 
en Barrancabermeja, Bucaramanga, y municipios de Santander como: Málaga, Rionegro,  Capitanejo y Tipacoque.

31	 Informe de la MAAP OEA, Décimo Tercer Informe. 2008.

32	 Idem.
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CIFRAS DE LA CNRR REGIONAL ANTIOQUIA

Víctimas atendidas en jornadas institucionales 9500

Asistentes en versiones libres de las AUC Apartadó, Turbo, Chigorodó 3000

Aplicación del modelo psicosocial a 60 personas en Puerto Berrio 60

Consulta sobre reparación 550

Cuadro No. 12

Fuente Regional Antioquia. Septiembre de 2008.

CIFRAS DE LA CNRR REGIONAL PUTUMAYO

Víctimas atendidas en jornadas institucionales 2535

Sensibilización y capacitación sobre información en ley 975 
de 2005 Decreto 1290 reparaciones

2500

Mujeres atendidas en casos de desaparición forzadas, 
desplazamiento y violencia sexual.

580

Formularios de registros recepcionados de hechos atribuibles 
a grupos armados organizados al margen de la ley y 
formularios de reparación por vía administrativas.

635

Fuente Regional Putumayo. Septiembre de 2008.

Cuadro No. 13

VÍCTIMAS ATENDIDAS POR ACTIVIDAD

Reparación Administrativa 890
Versiones Libres 985
Consultas y Talleres 1200
Oficinas de la sede 6594
Jornadas en Municipios 7659
Total 17328

Cuadro No. 14

Fuente CNRR Sede Nororiente. Septiembre de 2008.

1.2.2 Sobre la Atención a Víctimas.

De  acuerdo con los datos de la Fiscalía en el  tema de atención a víctimas y como resultado de 
las convocatorias a jornadas promovidas por esa entidad durante 2006, se atendieron un mil 602 
víctimas en 18 jornadas, en 2007 se atendieron  15 mil 704 en 88 jornadas y a julio  de 2008 en 27 
jornadas, A 6 mil 169 víctimas.
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VÍCTIMAS ATENDIDAS POR JORNADA

2006 2007 2008

Número de 
Jornadas Víctimas Atendidas Número 

de Jornadas
Víctimas 

Atendidas
Número

de Jornadas Víctimas Atendidas

18 1.602 88 15.704 27 6.169

TOTAL JORNADAS 133 TOTAL VICTIMAS 23.475

Cuadro No. 15

Fuente. Comité Interinstitucional de Justicia y Paz. Octubre de 2008.

Ahora bien, en desarrollo de la aplicación de la 
ley 975 se ha detectado que la mayoría de vícti-
mas carecen de atención y asistencia psicológica 
y jurídica suficiente para la garantía de sus dere-
chos antes, durante y después de su participación 
en las diferentes actividades relacionadas con el 
proceso de Justicia y Paz.

Han Transcurrido mas de tres años de expe-
dida la Ley, y es evidente  la ausencia de una 
estrategia nacional que interprete en reali-
dad las necesidades que en estas materias 
tienen las víctimas y, en especial, aquellas 
que viven en el sector rural o en municipios 
apartados.

 En este contexto: 

Las víctimas no logran un conocimiento fiel 
y preciso de las implicaciones del proceso 
de Justicia y Paz y mucho menos de cuáles 
son los requisitos, los costos y los trámites 
indispensables para participar en el proceso 
judicial. Esta situación conlleva a que pue-
dan ser fácilmente engañadas por sujetos 
de mala fe que dicen tener la intensión de 
apoyarlos.

ñado una labor fundamental en el ejercicio de 
acompañamiento a las víctimas. En ese sentido, 
la MAAP OEA expresó en su informe: “La Misión 
ha podido notar que aquellas personas que ha-
cen parte de organizaciones de víctimas o que 
reciben el apoyo de éstas o de organizaciones 
no gubernamentales o sociales, se sienten más 
respaldadas y con más herramientas para hacer 
exigibles sus derechos. En este aspecto han ju-
gado un rol importante Redepaz, la Iniciativa de 
Mujeres Colombianas por la Paz, el Colectivo de 
Abogados José Alvear Restrepo, la Comisión Co-
lombiana de Juristas, la Organización Social Es-
tudiantil, Fundación Progresar, Conciudadanía y 
Madres de la Candelaria, Resarcir, País Libre, en-
tre otros”.33 

1.2.2.1 Asistencia en lo Jurídico.

Con fecha de corte a 1º de julio de 2008, la Uni-
dad de Justicia y Paz, registró un total de 143 mil 
405 víctimas inscritas, de las cuales 10 mil 890 
habían participado en las versiones libres que se 
han llevado a cabo en Bogotá,  en las sedes alter-
nas de Medellín y Barranquilla, y eventualmente 
en otras ciudades y municipios del país.

La desinformación entre los afectados por la vio-
lencia tiene  que ver en muchas ocasiones con 
las distancias existentes entre las poblaciones 

33	 Informe de la MAAP OEA. Décimo tercer informe 2008.

Sin embargo, es importante señalar también 
cómo las organizaciones civiles han desempe-
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donde incursionaron las AUC y las capitales –solo 
tres en el país— donde se desarrollan las versio-
nes libres.

“Allá nadie sabía nada porque  existe la oficina de 
Acción Social y no llega información sobre estos 
casos, se había visto algo en televisión, pero no 
entendíamos. Me enteré una vez que estaba en 
Aguachica y cuando viajé a El Carmen llevé la in-
formación”, afirmó María Jacinta.34

Las organizaciones sociales y de derechos hu-
manos que acompañan las víctimas, han ma-
nifestado  que las estrategias de la Fiscalía, en 
este sentido, no han sido suficientes. Aunque el 
organismo elabora un cronograma de los temas 
que se tratarán en cada una de las diligencias, las 

víctimas desconocen la metodología y muchas 
veces asisten cuando el desmovilizado no se va 
a referir a casos particulares sino a la estructura 
de la organización. Y entonces, cuando terminan 
las diligencias, en la sala de víctimas los rostros 
muestran desencanto. “Eso es una burla a la Jus-
ticia”, afirmó una de las víctimas.35 

Sin embargo, cabe resaltar, que si bien continúa 
la desatención en desarrollo de las versiones li-
bres frente a las víctimas, de todas maneras se 
ha registrado algún avance en los resultados de 
esta tarea; según el Comité Interinstitucional 
de Justicia y Paz para octubre de 2008,  23mil 
463 víctimas cuentan con representante legal 
oficioso, como puede apreciarse en el siguiente 
cuadro:

34	 Afirmación de una de las víctimas consultadas.

35	 María José. Nombre cambiado por solicitud de la víctima.

NÚMERO DE VÍCTIMAS CON REPRESENTANTE LEGAL OFICIOSO

CIUDADES MEDELLIN BARRANQUILLA BOGOTA TOTAL

No. d e Víctimas 10.503 8.910 4.050 23.463
No. de defensores públicos 15 25 38 78
Promedio por defensor 700.2 356.4 106.5 300.8

Fuente consultoría  CORVIVA con cifras del Comité Interinstitucional –Octubre de 2008.

Cuadro No. 16

Sin embargo, es evidente que la relación  en-
tre víctimas y defensores públicos sigue es-
tando muy distante de lo que un proceso tan 
importante como este requeriría. Hay que 
mirar el tema de las víctimas frente a Jus-
ticia y Paz como  un verdadero aporte en la 
búsqueda de la verdad y en la lucha contra 
la impunidad.

Si bien es cierto que la protección de los derechos 
de las victimas es parte fundamental de una justi-
cia transicional hacia la paz, el tema de la verdad 

no solo tiene que ver con el acto humanitario  y 
de paz frente a las victimas, sino también como 
un acto de voluntad  del Estado en la obligación 
de encontrar la verdad de los hechos cometidos 
en los delitos atroces,  en la lucha frontal contra 
la impunidad y en la búsqueda efectiva por al-
canzar la no repetición.
 
Las cifras anteriores hablan por si solas. En Me-
dellín se indica que 10.503 víctimas cuentan con 
15 defensores públicos, lo que da un promedio 
por defensor de más de 700 víctimas. Si bien en 
Barranquilla y en Bogotá la cifra es menor, el pro-
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de aplicación) y no se presentan en los informes 
los resultados obtenidos en los mismos. 

De otra parte, el informe técnico de ejecución 
de la Alianza IMP señala: “las versiones libres 
comúnmente generan en las víctimas sentimien-
tos negativos como tristeza, frustración y resen-
timiento, que elevan el riesgo de victimización. 
El acompañamiento psicológico y la asesoría ju-
rídica previenen el sufrimiento emocional o dis-
minuyen su impacto, por lo cual es conveniente 
realizar un juicioso acompañamiento psicojurí-
dico, antes, durante y  después de las versiones 
libres.37

Otra cifra que registra el Comité Interinstitucio-
nal de Justicia y Paz, hace relación con el número 
de familias acompañadas psicosocialmente en la 
devolución de restos. Se recuerda que hasta la 
fecha se han encontrado 1 mil 729 cadáveres en 
más de 1 mil 400 fosas de los cuales  517 cuentan 
con identificación preliminar, 285 con identidad 
plena  y únicamente han sido entregados a los 
familiares 225 cuerpos.  Según las mismas esta-
dísticas, durante la entrega de los restos  tuvie-
ron acompañamiento 114 familias. Además, se 
anota,  que el seguimiento después de la entrega 
se registra actualmente como “pendiente”.

Ahora bien, hay que reafirmar aquí:

medio total es de más de 300 víctimas por de-
fensor, lo cual no resulta conveniente para una 
atención adecuada y objetivamente útil,  al tenor 
de la participación de las víctimas dentro de los 
delicados procesos de justicia y paz. 
  
Y aunque es mucho el camino que falta por re-
correr y los despachos judiciales no dan abasto 
con la cantidad de casos por resolver, parte de la 
verdad está empezando a salir a flote. Dentro de 
las etapas procesales de la ley de Justicia y Paz, 
quedan aún pendientes de verificar los hechos 
confesados, confrontar a los victimarios y definir 
cuantos de los postulados a Justicia y Paz por el 
gobierno van a recibir los beneficios que consa-
gra la ley.

Para terminar, traemos a colación lo dicho por 
Gladys Estella Macías, coordinadora regional de 
la Alianza IMP en Santander cuando explicó en su 
balance anual de actividades que: “en la Defen-
soría del Pueblo en  Santander, no se cuenta con 
la planta de personal necesaria, pues solamente 
hay 5 abogados atendiendo todos los casos de 
Justicia y Paz; como consecuencia de ello, las víc-
timas no están recibiendo la asesoría adecuada 
pues ha sido muy lenta la designación de los abo-
gados, perjudicando seriamente a las víctimas, 
pues su participación dentro de la etapa de in-
vestigación adelantada en la Fiscalía no es opor-
tuna, lo cual afecta el debido proceso así como 
los intereses de la víctima en el mismo”.36

1.2.2.2 Asistencia Psicosocial

De acuerdo con  las cifras del Comité Interinsti-
tucional de Justicia y Paz, a octubre 31 de  2008, 
39 mil 161 víctimas  han recibido orientación ju-
rídica psicosocial. Una cifra baja, frente al total 
de víctimas,  pero sobre todo poco clara, pues se 
desconoce el desarrollo en sí de estos ejercicios 
(no se conoce ninguna metodología o protocolo 

36	 Balance de la ley de Justicia y Paz desde lo regional. Santanderes. Gladys Macías. Diciembre 2008.

37	 Correspondiente al periódo del primero de octubre de 2007 al 30 de octubre de 2008 de la Alianza IMP.

El tema del acompañamiento psicosocial 
tiene que ser un asunto de la mayor aten-
ción  y preocupación del Estado y de la so-
ciedad. No hay que olvidar que los delitos 
investigados en el marco de Justicia y Paz, 
son justamente delitos atroces que causan 
profundos impactos  en los sentimientos y 
en la psicología de las víctimas.

Por lo tanto, hace parte fundamental del concep-



Las Víctimas y su acceso a la administración de Justicia en el Marco de la Ley 975 de 2005, de Justicia y Paz

53

to de justicia transicional, la responsabilidad del 
Estado de hacer todo lo que este a su alcance por 
contribuir eficazmente a la recuperación plena 
de las personas afectadas.

laciones comunitarias, la organización social y 
la actividad comunitaria. En nuestro país, mu-
chas de las mujeres violentadas han sido líderes 
comunitarias y el delito que se comete contra 
ellas, tiene el objetivo de frenar su influen-
cia sobre la población, generando profundas 
frustraciones”.39

1.2.2.3 El papel de la CNRR

Tal como aparece  en la Ley 975 de Justicia y Paz, 
la Comisión Nacional de Reparación y Reconci-
liación CNRR fue creada con el propósito, entre 
otros, de garantizar a las víctimas su participa-
ción en procesos de esclarecimiento judicial y la 
realización de sus derechos.
 
Si bien es cierto, que se pudiera tener la sensa-
ción generalizada de que la Comisión, conforme 
al espíritu de la Ley, fue creada como un espacio 
plural y mixto, es un hecho incontrovertible que 
la composición de sus miembros es básicamen-
te gubernamental  y por lo tanto el grueso de 
las decisiones tomadas se derivan de las orien-
taciones y tendencias emanadas del Gobierno 
Nacional. 

Conforme a esta composición, es fácil deducir  que 
únicamente las dos representantes de la sociedad 
civil actualmente en cabeza de la Alianza IMP y 
REDEPAZ, actúan como voces independientes que 
inducen a deliberaciones y debates  por fuera del 
unanimismo gubernamental. Como expresa la co-
lumnista María Elvira Bonilla: “La Comisión nació 
amordazada, sin independencia ni musculo pro-
pio…Es inexistente para efectos de avanzar en el 
esclarecimiento de la verdad y la reparación. Sin 
claridad ni firmeza en la defensa del proyecto del 
Estatuto de las Víctimas  que hace tramite en el 
Congreso, ni en los juicios  a los victimarios, ni en 
la construcción efectiva de mecanismos para la re-

Y que decir, de aquellas mujeres que han 
padecido el delito de la violencia sexual en 
el marco del conflicto armado. Como se ha 
señalado en otras ocasiones,  son víctimas 
cuya afectación psicológica es tan severa  
que aun dentro de los procesos de Justi-
cia y Paz, la obtención de la verdad en la 
comisión de estos delitos puede terminar 
revictimizando a estas mujeres no solo en 
su integridad personal sino también en el 
ámbito de su medio social y familiar.

Como lo describe la psicóloga Andrea Liliana 
Guana: “Estos recuerdos irrumpen generan-
do malestar y desatención en las tareas que 
usualmente se han realizado sin inconveniente. 
En ocasiones es tan traumático que se desen-
cadenan episodios llamados fugas psicógenas 
o amnesias temporales como estrategia extre-
ma e inevitable para evitar una realidad que no 
se es capaz de soportar.  A estos síntomas, se 
suman las alteraciones en el sueño, pesadillas, 
sentimiento de miedo, soledad, indefensión y 
desesperanza, irritabilidad, alteraciones psico-
somáticas y otros signos asociados con depre-
sión y ansiedad que incrementan el riesgo de 
suicidio”.38

Y más adelante señala: “cuando la violación a 
mujeres se hace de forma sistemática, generali-
zada o cuando se efectúa como arma de guerra, 
se puede desencadenar un profundo deterio-
ro social y cultural. Muchas veces el victimario 
busca amedrentar a la víctima y a las personas 
allegadas a ella, con el fin de deteriorar las re-

38	 Boletín Voces de Mujer. “Efectos psicosociales de la Violencia Sexual en víctimas del conflicto armado” Alianza Iniciativa de Mujeres
	 Colombianas por la Paz-IMP. Octubre de 2008.

39	 Ídem.
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cuperación de bienes, ni en el acompañamiento 
de los procesos de la verdad…”40

Por eso, resulta importante señalar el escenario de 
dificultades dentro del cual se desenvuelven las de-
liberaciones y las actuaciones de la CNRR, que fue-
ron planteadas por la Comisionada Patricia Buriticá 
Céspedes en un balance a la gestión de la Comisión, 
y que según su criterio dificultan la búsqueda de 
consensos y decisiones en la CNRR así:

•  El gobierno no reconoce el conflicto.

• El gobierno no reconoce la permanencia del fe-
nómeno paramilitar. 

• Caracteriza a las víctimas posteriores al 2005, 
como víctimas de bandas criminales. 

• El gobierno no reconoce responsabilidad del 
estado en la violación de los derechos de las 
victimas,  solo asume responsabilidad  subsi-
diaria y residual.

• 297 grupos de AUC (rearmados, disidentes y 
nuevos) grupos narco-paramilitares.

• Aumento de delitos de DH por la fuerza pública 
(950 ejecuciones extrajudiciales, desde el 2004).

• Amenazas contra organizaciones de DH, socia-
les y de mujeres.

• Existencia de la parapolítica (77 congresistas in-
vestigados, equivalente al 25 % del Congreso.

•  Polarización en el debate político.

Basta con revisar, a la luz de más de tres años 
de ejecución de la ley 975 de 2005, que ha pasa-
do con el desarrollo de las tres últimas funciones 
asignadas en la ley a la Comisión y que han sido 
consideradas  esenciales en el cumplimiento de 
su misión institucional. Por ejemplo:

 “Recomendar los criterios para las repara-
ciones de que trata la presente ley, con car-
go al Fondo de Reparación a las Víctimas”. 
Sería importante que estos criterios fueran 
conocidos por la opinión pública en general, 
pero especialmente que fueran puestos en 
conocimiento de las víctimas y ojalá  hubie-
sen sido el resultado real de ejercicios demo-
cráticos de consulta y concertación con los 
afectados.

Como ya se mencionó, sería  muy importante que 
la Comisión iniciara de inmediato tal como se lo 
ordena la Ley,  la coordinación de las actividades 
de las Comisiones Regionales para la restitución 
de bienes.

Sería bueno conocer también, acerca de las ges-
tiones adelantadas por la CNRR  en cumplimien-
to de “adelantar acciones nacionales de recon-
ciliación que busquen impedir la reaparición de 
nuevos hechos de violencia que perturben la 
paz nacional”.41 Al respecto, resulta importante 
nuevamente traer a colación el crítico comen-
tario de María Elvira Bonilla: “…La Comisión se 
diluyó en la promoción de talleres de autoesti-
ma y apoyo psicosocial ingenuas y hasta ofen-
sivos cuando son tantas las deudas morales y 
económicas pendientes. No ha sabido o no ha 
querido adelantar una tarea de comunicación, 
sensibilización e información objetiva para lle-
garle a la sociedad en su conjunto y hacer del 
proceso de reparación un ejercicio colectivo de 

40	 El Espectador. “la Comisión Fantasma” María Elvira Bonilla. Junio 22 de 2008.

41	 Numeral 52.8 del articulo 5, Funciones de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. Ley 975 de 2005.

Es evidente  que  la CNRR, ha sido  absorbi-
da prácticamente por el Gobierno Nacional, 
que la ha colocado prácticamente como 
una dependencia oficial a su servicio.
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reconciliación”.42

1.3 El Trabajo de  la Alianza IMP. 

La Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por 
la Paz – IMP, ha trabajado por la  participación 
de las víctimas del conflicto armado interno para 
la defensa de sus derechos a La Verdad, La Justi-
cia y La Reparación con perspectiva de género. 
Estos son derechos de obligatorio cumplimiento 
que reclaman diversos sectores de la sociedad 
colombiana y que La Alianza IMP incorpora en su 
trabajo con mujeres victimas buscando el empo-
deramiento de estas como protagonistas activas 
de derechos.

La Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la 
Paz documentó en el transcurso del 2008, denun-

cias de víctimas ante la Fiscalía General de la Na-
ción bajo el formato de Registro de Hechos Atribui-
bles a Miembros de Grupos Armados al Margen de 
la Ley, a fin de que dicha institución diera trámite a 
las mismas en el marco de los procesos de esclare-
cimiento judicial contemplados en la Ley  975/05.

De los 527 casos que se presentaron ante la Unidad 
de Justicia y Paz, la Fiscalía acreditó 417 como casos 
atribuibles a grupos de las AUC los 110 casos res-
tantes fueron atribuidos a grupos insurgentes por lo 
cual no serian representados judicialmente.  Los 364 
casos constituyen el grupo de víctimas a quienes se 
brinda  acompañamiento jurídico y psicosocial. Los 
110  casos documentados que no ingresaron al pro-
yecto bajo el componente de representación legal, 
continuaron haciendo parte del proceso de acom-
pañamiento a víctimas que lleva a cabo IMP.

42	 Ídem.

Gráfico No. 10

Fuente. Área Jurídica  Alianza IMP. Diciembre de 2008
* Estos Casos han sido aceptados y ratificados por parte de la Fiscalía General de la Nación.

CASOS DE IMP POR DELITO

DELITO No. DE VÍCTIMAS
Homicidios 328
Desplazamiento Forzado 63
Desaparición forzada 13
Lesiones personales 6
Violencia Sexual 7

Cuadro No. 17

* Estos Casos han sido aceptados y ratificados por parte de la Fiscalía General de la Nación.

CASOS DE IMP EN  VIOLENCIA SEXUAL

CASOS No. DE VÍCTIMAS

Casos Representados 
Judicialmente

7

Casos en proceso de 
Documentación

18

Cuadro No. 18

Fuente. Área Jurídica  Alianza IMP. Diciembre de 2008
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Gráfico No. 11

Fuente. Área Jurídica  Alianza IMP. Diciembre de 2008

La Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas 
por la Paz –IMP-, ha trabajado en un proceso de 
acompañamiento jurídico y psicosocial a vícti-
mas que participan en los procesos judiciales de-
sarrollados bajo el marco normativo de la Ley de 
Justicia y Paz, y que ha sido fruto de un trabajo 
en equipo entre las trabajadoras comunitarias, 

mujeres lideres, representantes políticas de las 
regiones, abogadas y psicologas, así�:

A.	 Orientación Jurídica

La Orientación Jurídica fue una etapa de introduc-
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en cuales eran sus derechos  se reconoce como 
tal y asume con responsabilidad esa condición, 
conociendo como podría  vincularse al proceso, 
cuales eran las etapas de este y que institucio-
nes respondían ante ellas entre otros temas de 
interés de las víctimas. Esta orientación se dio en 
dos etapas; directa con cada una de las víctimas 
y capacitación  a través de talleres en distintas 
regiones del país.

Por otra parte, durante el último semestre se 
realizaron 15 talleres de orientación y asistencia 
psicojurídica en el marco del proceso de acom-
pañamiento a víctimas.  Estos talleres se llevaron 
a cabo en los municipios de Valledupar, Cúcuta, 
Sibundoy (Putumayo), Acacías (Meta), Apartadó, 
Turbo, Chigorodó, Bogotá y en el corregimiento de 
Las Palomas (Montería), y a través de ellos se brin-
dó asistencia legal a 436 víctimas del conflicto.

B.	 Documentación de Casos

El proceso de documentación que realizó IMP 
con víctimas que no tenían representación legal 
fue en la documentación de cada caso en espe-
cifico, por ello a la mayoría de las victimas se les 
prestó asesoría personal en el diligenciamiento 
del registro de hechos, y se les indicó que pape-
les debían anexar como prueba sumaria a este 
registro y se les ayudó a diligenciar el formato de 
la Defensoría del Pueblo en busca de un abogado 
para su caso.

En total se documentaron 205 casos de diferen-
tes víctimas que buscaron asesoría en este tema 
de los cuales en la actualidad 110 pertenecen a 
la subversión y 95 fueron acreditados en Justicia 
y Paz.

El proceso incluyó que se tramitara desde Bogo-
tá la entrega directa de los casos documentados 
a la Unidad de Justicia y Paz y que esta Unidad 
reportara a las oficinas de IMP los radicados de 
los casos, de otra parte se mantiene un proce-
so de seguimiento de las actuaciones realizadas 

así como de la asignación de defensores públicos 
para los mismos.

C.	 Talleres de capacitación

Entre octubre de 2007 y septiembre de 2008, se 
realizaron talleres de capacitación a víctimas que 
no son representadas legalmente por la Alianza 
Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz, el 
primero de ellos en Puerto Nare – Antioquia, so-
bre la Ley de Justicia y paz; el segundo, en la ciu-
dad de Medellín sobre la Ley de Justicia y Paz, y el 
tercero de ellos en la subregión de Urabá, sobre 
el Decreto de Reparación Administrativa.

D.	 Acompañamiento   de IMP y asistencia 
en versiones libres

Como quiera que la generalidad de las víctimas 
representadas por las abogadas de IMP, están 
domiciliadas en municipios lejanos de donde se 
realizan las versiones libres, el acompañamiento 
a las transmisiones de las versiones fue realizado 
por las trabajadoras comunitarias.

De manera directa se acompañó a las víctimas y 
se les brindó asistencia integral (psicóloga y abo-
gada) en ocho versiones libres. Pero en total  el 
acompañamiento  de la Alianza IMP con las víc-
timas  fue a 49 versiones libres entre abogadas y 
lideres comunitarias.

Dentro de los principales logros  se destacan:

•	 Las víctimas han logrado mayor compromiso 
con los procesos psicojurídicos como un ca-
nal de acceso a la justicia, la exigibilidad de 
sus derechos y la búsqueda de la reparación 
integral.

•	 Los procesos judiciales desencadenan emo-
ciones negativas que desbloquean procesos 
de duelo no elaborados, favoreciendo el es-
pacio para iniciar procesos terapéuticos indi-
viduales y grupales.
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•	 Los intercambios conceptuales, metodológicos y operativos con 
otras organizaciones que acompañan víctimas permiten la retroali-
mentación constante de los procesos psicojurídicos.

•	 La participación activa de las víctimas en el desarrollo de sus pro-
cesos judiciales, aportando pruebas y documentos, complemen-
tando relatos, formulando preguntas y retroalimentando las afir-
maciones hechas durante las versiones libres, e involucrando a sus 
familias y personas allegadas en procesos paralelos de exigibilidad 
de derechos.

•	 Las víctimas han aprendido y desarrollado estrategias para afrontar 
los sentimientos de temor, desprotección, inseguridad, soledad y 
vulnerabilidad a raíz de su participación en los espacios habilitados 
por la ley de Justicia y Paz y otros.

•	 Las víctimas han ido comprendiendo la importancia de manejar 
(desde algunas herramientas de autocontrol) las situaciones cau-
sadas por  las experiencias generadoras de estrés, angustia y do-
lor.

•	 Las víctimas han creado y fortalecido grupos espontáneos de apo-
yo conformados alrededor de compartir identidad como víctimas 
del conflicto armado colombiano.

•	 El desarrollo de estrategias didácticas para la enseñanza de con-
ceptos y rutas legales, con algunas precisiones dependiendo de las 
particularidades contextuales de cada región.

•	 La capacitación de las víctimas frente a los procesos de Reparación 
Administrativa, la nivelación de sus expectativas y la posibilidad y 
conveniencia de continuar con los procesos jurídicos en vías de la 
Reparación Integral.
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Capítulo 2

Las Víctimas Frente a su Seguridad y Protección 

2.1 	 Contexto general y análisis
desde una perspectiva de género

Hace más de tres años ya, el Congreso de Colombia
expidió la ley 975 de 2005 conocida como de “Justicia y 
Paz”. En medio de muchas dificultades y retos, y después
de haber sido revisada por la Corte Constitucional,
en diciembre de 2006, se  inició su aplicación con procesos 
judiciales en los que varios jefes paramilitares
desmovilizados empezaron a rendir sus versiones libres,
en las que deberían confesar todos los hechos de los cuales 
eran responsables pues, al hacerlo accederían
a una importante reducción de su pena.43

El contexto de aplicación de la ley era y sigue siendo
bastante polémico. Aunque se habían desmovilizado
más de 31.000 combatientes paramilitares,
la desmovilización no fue integral y genuina. Grupos
nuevos, con distintas denominaciones y con desigual tipo
e intensidad de actividades, siguieron y siguen operando, 
en algunos casos con la participación de desmovilizados, 
incluso con presunta participación de algunos altos
mandos que se encontraban privados de la libertad
y sometidos a la ley de “justicia y paz”.
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En este contexto, Colombia enfrenta una situación bastante com-
pleja y ambigua. De una parte, se adelanta un proceso de “justicia 
transicional”, pues la ley de Justicia y Paz ofrece a los desmoviliza-
dos importantes beneficios jurídicos y socioeconómicos por no con-
tinuar delinquiendo y contribuir a la justicia y por otra, el conflicto 
armado continúa, lo que ha implicado amenazas e incluso asesina-
tos a las mas de 130.000 víctimas registradas, que reclaman sus 
derechos en el marco de dicha ley.44 

Muchas de las personas amenazadas o asesinadas han sido mu-
jeres. Esto se debe a que la mayoría de las víctimas sobrevivientes 
que reclaman sus derechos son justamente mujeres, por lo que las 
protagonistas de este complejo escenario son ellas, como víctimas, 
pero también como líderes que adelantan la lucha por el reclamo 
de sus derechos y los de sus familias, en medio  de la adversidad y 
el riesgo.45

44	 Organización de Estados Americanos, Misión de Apoyo al Procesos de Paz MAPP/OEA. Decimoprimer Informe Trimestral del Secretario General 
al Consejo Permanente sobre la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia (Mapp/OEA), pág. 2, en:  http://www.mapp-oea.org/documentos/
informes/Decimoprimer_Informe-_Espanol.pdf.

45	 Colombia cuenta con cerca de 4 millones de víctimas, que representan el 4% de la población victima directa; por cada victima directa hay 
	 una familia y seres cercanos afectados que pueden llegar a 8 personas. Son 32 millones de habitantes que de alguna manera han sufrido
	 el conflicto. Podemos afirmar que la mitad de quienes habitan este país son victimas, dentro de los cuales la mayoría de ellos son mujeres víctimas 

sobrevivientes. Patricia Buriticá Céspedes.”Es Justo y Necesario una Ley  para las Víctimas” Boletín Voces de Mujer edición octubre-noviembre 
Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz-IMP.

46	 Encuesta sobre percepciones de la población sobre el tema de justicia, verdad, reparación y reconciliación en el departamento de Nariño, Encuesta 
realizada por Econometría Consultores para la Fundación Social. Fundación Social, ¿”Justicia y Paz” en medio del conflicto armado? Panorama

	 de la justicia transicional en el departamento de Nariño, abril de 2008.

No obstante lo anterior y a pesar de la impunidad que ha prevalecido 
en casos de violaciones de derechos humanos, la población colombia-
na parece  querer y confiar en la justicia, pero el miedo a denunciar es 
un detonante que impide su acción.

De acuerdo a una encuesta contratada por Fundación Social para co-
nocer las percepciones y oferta institucional en Nariño sobre verdad, 
justicia y reparación, el 79.78% de la población considera que la justicia 
es un medio para superar la violencia, el 61,68% cree que la justicia 
sirve para revelar la verdad, y el 77.41% cree que la justicia sirve para 
avanzar en la reconciliación. Además, el 59.16% cree que es posible 
hacer justicia en Colombia. Sin embargo, el 73.45% de las personas 
afectadas directamente por el conflicto, señalaron que no denuncian 
los delitos porque tienen miedo a represalias.46

En una encuesta similar, también contratada por Fundación Social, pero 
de carácter nacional y aplicada en municipios de menos de 10.000 ha-
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bitantes, se encontró que alrededor del 79% de 
la población considera que la justicia es un me-
dio para superar la violencia, alrededor del  86% 
cree que la justicia sirve para revelar la verdad, y 
alrededor del 81% cree que la justicia sirve para 
avanzar en la reconciliación. Además, alrededor 
del 84% cree que es posible hacer justicia en 
Colombia. Sin embargo, el 51% de las personas 
afectadas directamente por el conflicto, señalan 
que no denuncian los delitos porque tienen mie-
do a represalias.47

De acuerdo al informe de la Oficina en Colombia 
de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos, durante 2007 la Policía 
registró 160 casos de amenazas de muerte con-
tra víctimas que reclamaban sus derechos. Este 
informe menciona que  la Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación – CNRR, registró 13 
asesinatos de personas que lideraban el reclamo 
de derechos, en particular en restitución de tie-
rras y bienes.48 Por tal  razón, la Oficina le mani-
festó su preocupación por la situación de riesgo 
y seguridad de las víctimas.

Al respecto en reciente artículo se manifestó: 
“Otras víctimas guardan silencio por que temen 
que las amenazas se conviertan en asesinatos, el 
último de los cuales ocurrió el 22 de Noviembre 
del año pasado en Chigorodó, Urabá Antioqueño. 

Allí fue asesinado Benigno Gil, líder de los des-
plazados de la región, quien reclamaba las tierras 
arrebatadas por paramilitares. Tenía certificados 
y otros documentos que demostraban como los 
paramilitares que recibían órdenes de Vicente 
castaño y Raúl Hasbún les habían quitado las tie-
rras a 1.200 campesinos. Gil fue uno de los ges-
tores de la Mesa Nacional de Trabajo Campesina 
para la Recuperación de Tierras, creada en Junio 
de 2008”.49

Por su parte, la Misión de Apoyo a Procesos de 
Paz en Colombia MAPP/OEA, también continúa 
manifestando su preocupación al respecto. En su 
último informe al Secretario General de la OEA, 
la MAPP señaló:
 

“En determinadas zonas del país, en donde 
han sentido que pueden ser amenazadas, 
prefieren guardar silencio, no denunciar los 
hechos que conocen, ni participar en los pro-
cesos, para, de esta manera, evitar las repre-
salias que pueden surgir en su contra. En otros 
casos, en que las víctimas han manifestado su 
intensión de denunciar, han sido luego ame-
nazadas para impedir que tomen contacto con 
las instituciones responsables.50 En la mayoría 
de estas situaciones, estas personas han op-
tado por no reportar el hecho, lo cual es una 
demostración de una amenaza latente.

47	 Encuesta sobre percepciones de la población sobre el tema de justicia, verdad, reparación y reconciliación en municipios de menos de 10.000 
habitantes, Encuesta realizada por IPSOS – Napoleón Franco, para la Fundación Social, agosto de 2008.

48	 Oficina en Colombia de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Informe sobre 2007, Doc. A/HRC/7/39,
	 28 de febrero de 2008, párrafos 20 y 50.

49	 Revista Cambio. “Más de cien víctimas que denunciaron en Justicia y Paz están bajo protección por amenazas de ex Auc”.

50	 Cita perteneciente al informe de la MAPP/OEA: [Existen varios ejemplos demostrativos de estas situaciones. Según información recibida
	 por la Misión, varias víctimas de Curumaní (Cesar), tenían previsto asistir a la versión libre de alias “Jorge 40”, comandante del Bloque Norte, 

pero no lo hicieron debido a los rumores que indicaban que desmovilizados que pertenecían a esta estructura paramilitar tomarían represalias
	 en su contra. La MAPP/OEA además tuvo conocimiento sobre presuntas amenazas contra cuatro mujeres Wayuú y otras dos personas,
	 que se disponían a participar en esta diligencia procesal. Por otra parte, se tiene que a pesar de las 3.000 víctimas del Bloque Córdoba registradas 

ante la Fiscalía General de la Nación, sólo 10 personas se acercaron a las versiones libres del grupo realizadas en Montería. En el Bajo Cauca,
	 las víctimas denuncian que reciben amenazas. Sin embargo, no se ha dado ningún seguimiento de la situación de seguridad de las 500 personas
	 que se hicieron presentes en las dos jornadas de víctimas realizadas en la zona. En Puerto Berrío (Antioquia), la presencia de los desmovilizados
	 en la zona, ha desincentivado a las víctimas a denunciar. Por otra parte, algunas víctimas del corregimiento de Guadual, municipio de Valencia
	 (Córdoba), que han decidido denunciar que fueron amenazadas y han recibido ofertas de ex paramilitares en el sentido de que les devuelven
	 sus tierras y les pagan un valor justo por éstas a cambio de que no denuncien. Este es el caso de varios desplazados de la parcela las Nubes.
	 En Amaga (Antioquia) varias víctimas también han sido amenazadas por personas que, al parecer, son desmovilizados. Finalmente, en el Putumayo 

dos personas fueron asesinadas por colaborar con la Fiscalía en la identificación de fosas comunes].
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51	 El 1º de febrero de 2007 fue asesinada la señora Yolanda Izquierdo Berrío, quien era una campesina líder que reclamaba por ella y 700 familias 
más que habían sido despojadas de sus tierras por grupos paramilitares. Las amenazas habían sido denunciadas ante la Fiscalía. Días después,

	 el 7 de febrero, fue asesinada Carmén Cecilia Santana Romaña, quien era dirigente del Sindicato Nacional de Trabajadores del Sector Bananero
	 y que estaba a punto de presentar ante justicia y paz el caso por el asesinato de su esposo en 1995. El 14 de marzo, fue asesinada Osiris Jacqueline 

Amaya Beltrán, de la comunidad Wayuú. Osiris fue violada, secuestrada y asesinada por los paramilitares porque no pagó las extorsiones
	 que le imponían. El 23 de abril del mismo año fue asesinada Judith Vergara Correa, que pertenecía a la Corporación para la Paz y el Desarrollo 

Social, y trabajaba con REDEPAZ en Medellín.

52	 Oficina en Colombia de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Informe sobre 2007, Doc. A/HRC/7/39,
	 28 de febrero de 2008, Capítulo II.B “Proceso de Desmovilización”.

53	 Este hecho ha sido reconocido por el Gobierno nacional y fue el fundamento para la extradición de 14 jefes paramilitares que se encontraban
	 procesados por la ley de “justicia y paz”. En una carta de respuesta a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el Gobierno señaló:
	 “Colombia lamenta que la CIDH desconozca los derechos de los ciudadanos frente a criminales que, aprovechando el marco de una negociación
	 de paz, continuaban delinquiendo y ponían en riesgo la vida y seguridad de los colombianos (…)”. Presidencia de la República, Colombia envía 

nota a Comisión Interamericana de Derechos Humanos, mayo 15 de 2008, en: http://web.presidencia.gov.co/sp/2008/mayo/15/13152008.html.

54	 Oficina en Colombia de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Informe sobre 2007, Doc. A/HRC/7/39,
	 28 de febrero de 2008, Capítulo II.B “Proceso de Desmovilización”.

55	 Organización de Estados Americanos, Misión de Apoyo al Procesos de Paz MAPP/OEA. Decimoprimer Informe Trimestral del SecretarioGeneral 
al Consejo Permanente sobre la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia (Mapp/OEA), en:  http://www.mapp-oea.org/documentos/infor-
mes/Decimoprimer_Informe-_Espanol.pdf.

2.2 Los riesgos específicos a los que se exponen las mujeres por acudir
a la justicia: Justicia transicional en medio del conflicto armado 

Desde 2002, el Gobierno nacional dio inicio a un 
proceso de negociación con los grupos parami-
litares que condujo a un proceso de desmovili-
zación de más de 31.000 combatientes que cul-
minó  en el 2006. A la finalización del proceso, 
continuaron operando las Autodefensas Campe-
sinas del Casanare que no se desmovilizaron.52 
Al mismo tiempo, surgieron nuevos grupos  que 
operan y atacan a la población civil, algunos de 
ellos con influencia de personas desmovilizadas, 
incluyendo altos mandos sometidos a la ley de 
justicia y paz.53

En algunas de las zonas del país, en las que di-
versas facciones armadas ilegales tienen pre-
sencia, las víctimas continúan sintiendo temor. 
En otros casos han sufrido intimidaciones y 
amenazas que impiden que presenten sus de-
nuncias y participen activamente del proceso 
de Justicia y Paz. Por ejemplo, en Nariño, ante 
la existencia de varios actores ilegales arma-
dos, la población civil e incluso las autoridades 
locales sienten temor de participar activamen-
te en el proceso y de efectuar denuncias sobre 
los hechos que las afectaron. Así mismo, en el 
Valle del Cauca las víctimas son escépticas, tie-

nen desconfianza de las instituciones y temor 
debido a la presencia en la zona de las FARC, el 
narcotráfico y de los nuevos grupos armados”.

La situación de riesgo y seguridad entonces, a 
la que están expuestas las víctimas, es común 
a hombres y mujeres, pero afecta de manera 
diferenciada y especial a las mujeres quienes 
además, se encuentran ante un riesgo más alto 
e inminente. El reciente asesinato de cuatro 
mujeres a principios de 2007, en situaciones 
asociadas al reclamo de sus derechos, puso en 
evidencia, nuevamente, tal situación.51

De acuerdo a la Oficina en Colombia de la Alta 
Comisionada de Naciones Unidas para los De-
rechos Humanos, se ha constatado que algunos 
de estos grupos actúan con control territorial y 
mando responsable, mientras que en otros es 
difícil todavía poder determinar su configura-
ción precisa, pero son fuente de preocupación 
porque continúan atacando a la población civil.54 
La permanencia de grupos armados ilegales que 
continúa atacando a la población civil también ha 
sido verificada por la Misión de Apoyo al Proceso 
de Paz de la OEA.55
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Este contexto se hace más riesgoso, si se tiene en cuenta que la guerrilla 
de las FARC sigue operando y atacando a la población civil, a pesar de 
su debilitamiento. Igualmente, miembros de la Fuerza Pública han sido 
señalados de ser responsables de violaciones de de derechos humanos y 
del Derecho Internacional Humanitario, DIH, como en el caso de las eje-
cuciones extrajudiciales, de los 23 jóvenes den Soacha que aparecieron 
como guerrilleros muertos en combate en Ocaña, apenas unas horas 
después de desaparecer de sus casas; la Fiscalía investiga 657 casos que 
involucran a 688 militares y de ellos han sido condenados 43 y hay otros 
12 casos en juicio. A esto se suma que la Procuraduría está investigando 
por presuntas ejecuciones extrajudiciales a 2.742 miembros del Ejército, 
una tercera parte de ellos por hechos ocurridos en 2007,56 de violacio-
nes de derechos humanos por detenciones masivas arbitrarias.

56	 Revista Semana, “La historia detrás del remezón” Nov. 1 de 2008.

En conclusión, el contexto del conflicto armado permanece, por 
lo que los procedimientos de justicia se adelantan mientras que 
las víctimas y testigos deben seguir esquivando la violencia y el 
temor. En particular las mujeres, quienes mayoritariamente es-
tán asumiendo los riesgos de reclamar justicia en medio del con-
flicto y la violencia de género dentro del mismo.

No se trata únicamente de que las mujeres deban enfrentar los 
riesgos para su seguridad en condiciones especiales de vulnera-
bilidad como ya se anotó, sino que, estos riesgos, se manifiestan 
y concretan en las mujeres de una manera diferente a la manera 
en que se presentan para los hombres, quienes también están 
expuestos a riesgos y amenazas.

La Corte Constitucional colombiana, a través del auto 092 de 
2008, en el marco del seguimiento a la sentencia T-025 de 2004, 
en la que declaró el estado de cosas inconstitucional, señaló ries-
gos específicos que sufren las mujeres en el marco del conflicto 
armado y que las hacen más vulnerables. 

Las mujeres enfrentan el riesgo de violencia 
sexual, explotación sexual o abuso sexual en el 
marco del conflicto armado; el riesgo de explo-
tación o esclavización para ejercer labores do-
mésticas y roles considerados femeninos en una 
sociedad  patriarcal; el riesgo de reclutamiento 
forzado de sus hijos e hijas, o de otro tipo de 

amenazas contra ellos y ellas , que se hace más 
grave cuando la mujer es cabeza de familia; los 
riesgos derivados del contacto o de las relaciones 
familiares o personales -voluntarias, accidentales 
o presuntas- con los integrantes de alguno de los 
grupos armados ilegales que operan en el país o 
con miembros de la Fuerza Pública, principalmen-
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te por señalamientos o retaliaciones efectuados 
a posteriori por los bandos ilegales enemigos; los 
riesgos derivados de su pertenencia a organiza-
ciones sociales, comunitarias o políticas de mu-
jeres, o de sus labores de liderazgo y promoción 
de los derechos humanos en zonas afectadas por 
el conflicto armado; el riesgo de persecución y 
asesinato por las estrategias de control coerciti-
vo del comportamiento público y privado de las 
personas que implementan los grupos armados 
ilegales en extensas áreas del territorio nacional; 
el riesgo por el asesinato o desaparición de su 
proveedor económico por la desintegración de 
sus grupos familiares y de sus redes de apoyo 
material y social; el riesgo de ser despojadas de 
sus tierras y su patrimonio con mayor facilidad 
por los actores armados ilegales dada su posición 
histórica ante la propiedad, especialmente las 
propiedades inmuebles rurales; los riesgos deri-
vados de la condición de discriminación y vulne-
rabilidad acentuada de las mujeres indígenas y 
afro descendientes; y el riesgo por la pérdida o 
ausencia de su compañero o proveedor econó-
mico durante el proceso de violencia y posterior  
desplazamiento.

Algunos de estos riesgos a los que están some-
tidas las mujeres son más comunes cuando lo 
que busca el agresor es la retaliación. Igualmen-

te, todos aquellos actos de violencia contra la 
mujer que buscan la humillación y el amedren-
tamiento pueden ser los hechos que más proba-
blemente las afecten en contextos de reclamo 
de sus derechos. La decisión de las mujeres de 
adelantar una denuncia y confrontar a su victi-
mario es un acto de empoderamiento que pue-
de ser eliminado con su humillación, o recor-
dándole el rol que tradicionalmente debe jugar 
la mujer en contextos de discriminación contra 
ella, que no es el rol de quien lidera, denuncia y 
toma decisiones.

Tal es el caso de la violencia sexual. Al identificar 
diferentes modalidades de esta violencia, la Corte 
señaló que la misma es en ocasiones usada como 
mecanismo de retaliación. Igual ocurre con el ries-
go de persecución y asesinato y, probablemente, el 
riesgo de esclavitud doméstica y de reclutamiento 
de sus hijos e hijas.

2.3 Oferta del gobierno. Programas de protección

En Colombia, al momento de implementarse la 
ley 975 de 2005, existían distintos programas 
de protección para personas en situaciones de 
riesgo, relacionadas con protección de víctimas 
y testigos de violaciones a derechos humanos e 
infracciones a derecho internacional humanita-
rio.57

En primer lugar, el programa de protección de 
víctimas, testigos e intervinientes en el proceso 
penal, a cargo de la Fiscalía. En segundo lugar, el 
programa de protección de dirigentes y activis-
tas que cobija a líderes de grupos políticos, espe-
cialmente de oposición; a dirigentes o activistas 
de organizaciones sociales, cívicas y comunales, 

Es evidente que el nivel de riesgo de las muje-
res que denuncian aumenta si además perte-
necen a organizaciones sociales, comunitarias 
o políticas de mujeres, que se dirigen a alentar 
a otras mujeres a que reclamen sus derechos. 
La retaliación contra una de ellas es un men-
saje claro para todas las que pertenecen a la 
organización.

57	 Además de los programas que se van a relacionar, existe el Programa de protección de funcionarios de la Rama Judicial, administrado
	 por el Consejo Superior de la Judicatura. Existe también el Programa de Protección a testigos, víctimas e intervinientes en los procesos
	 disciplinarios y funcionarios de la Procuraduría General de la Nación, que sin embargo en la práctica no funciona por falta de presupuesto.
	 En tercer lugar, la Defensoría del Pueblo tiene la obligación de prestar protección a los testigos que presente la defensa en el marco de procesos 

penales en general y en procesos de justicia y paz, en particular. Sin embargo, en la práctica, este programa tampoco funciona y quienes deben
	 ser protegidos son remitidos al programa del ministerio del interior.
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gremiales, sindicales, campesinas y de grupos ét-
nicos; a dirigentes o activistas de las organizacio-
nes de derechos humanos y los miembros de la 
misión médica; y testigos de casos de violación a 
los derechos humanos y de infracción al derecho 
internacional humanitario, independientemente 
de que no se hayan iniciado los respectivos pro-
cesos disciplinarios, penales y administrativos.

dio de todas las dificultades derivadas de la labor 
de asistencia y acompañamiento de las víctimas 
e intentando organizarnos frente a una logística y 
unos procedimientos en estreno que pretendían 
cumplir con las obligaciones impuestas por la ley, 
en la Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas 
por la Paz-IMP, nos encontramos con fenóme-
nos que literalmente nos desbordaban, no solo 
nuestra limitada capacidad de respuesta como 
organismos no gubernamentales, sino incluso la 
capacidad del Estado, quedando en grave riesgo 
la aplicación de la ley en aspectos fundamentales 
de su concepción, como son las garantías de jus-
ticia, verdad, reparación y no repetición.

Y en grave riesgo, porque durante la evolución 
de los distintos procesos, se hacían cada vez más 
evidentes las dificultades para que las víctimas 
tuvieran efectivo acceso a la justicia por cuen-
ta de las amenazas y hostigamientos de las que 
eran víctimas, las víctimas.

Y ocurrieron entonces, dos asesinatos terribles a 
dos mujeres líderes, muy vinculadas  a los esfuer-
zos que veníamos realizando: Yolanda Izquierdo 
Berrío y Carmen Cecilia Santana Romaña; ambas, 
dedicadas no  solo a la inmediatez de las recla-
mación de sus propios derechos, sino orientando 
y acompañando  a sus comunidades para la re-
clamación de los suyos.

Era imprescindible entonces, que se iniciaran 
todas las actividades que se tuvieran a la mano 
para encender alarmas sociales e institucionales 
que pusieran freno a estos hechos de manera de-
finitiva. 

Así, nos pusimos en diversas tareas.  El día inter-
nacional de los derechos humanos de las muje-
res  –el 8 de Marzo del año 2007-, 5 mil mujeres 
marchamos en silencio y de manera solemne a 
lo largo de la calle 45 con 21 en Barranquilla y 
hasta la Plaza de la Paz, en lo que dimos en lla-
mar Cadena de resistencia contra la revictimi-
zación. 

Sin embargo, las personas que enfrenta-
ban situaciones de riesgo por participar 
en los procesos de la ley de “justicia y 
paz”, al momento de presentarse dichos 
riesgos, no tuvieron acceso a una protec-
ción oportuna y adecuada a sus necesida-
des, especialmente las mujeres.

A pesar de la existencia de diferentes programas 
de protección, las personas accionantes, en su 
mayoría mujeres, no habían obtenido protección 
oportuna ni adecuada. La existencia de varios 
programas de protección, antes que dar diferen-
tes opciones que aseguraran la cobertura, dieron 
lugar a que las víctimas fueran remitidas de un 
programa a otro sin obtener protección efectiva, 
o a que se les suministrara una protección  que 
no respondía a sus necesidades  y condiciones; 
mujeres cabeza de familia, trabajadoras, de ba-
jos recursos y desinformadas.

En otros casos, las medidas otorgadas estaban di-
señadas para situaciones que no eran adecuadas 
para las condiciones de vida de las accionantes. 
Por ejemplo, se otorgaba protección con escoltas 
o camionetas blindadas a mujeres campesinas 
que trabajaban en veredas y para quienes esas 
medidas las exponían a un riesgo adicional. En 
otros casos, los procedimientos adoptados senci-
llamente no se ajustaban a su forma de vida, por 
lo que en la práctica terminaban siendo inade-
cuados para su protección.

Pues bien. Desde principios del año 2007 y en me-
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Más adelante, el 28 de Marzo,  la Alianza Iniciati-
va de Mujeres por la Paz IMP, presentó al gobier-
no Nacional y a la Oficina de la Alta Comisionado 
de Las Naciones Unidas para los Derechos Huma-
nos, una Declaración de Exigibilidad “para imple-
mentar de manera urgente, un Plan de Protec-
ción de Seguridad para la Víctimas del Conflicto 
armado, y de manera especial, para quienes se 
encuentren exigiendo sus derechos en el marco 
de la ley de Justicia y Paz”.

Por su parte, la Federación de Trabajadores Esta-
tales de Suecia, ST, en un gesto magnífico de soli-
daridad, presentó ante el Ministerio del Interior, 
más de 5 mil firmas que fueron recogidas en Sue-
cia, en franco apoyo a la necesidad de protección 
de las víctimas en Colombia.

Finalmente, y ante la carencia de repuestas del 
gobierno, la Alianza de Iniciativa de Mujeres por 
la Paz IMP en cabeza de quien era su directora 
Patricia Buriticá Céspedes y representante de la 
sociedad civil ante la Comisión Nacional de Repa-
ración y Reconciliación, interpuso Acción de tutela 
ante el tribunal de lo Contencioso Administrativo 
de Cundinamarca, con el propósito de conjurar 
de inmediato los graves problemas de seguridad, 
amenazas, hostigamientos y asesinatos registra-
dos contra las víctimas que venían adelantando 
procesos de reclamación de sus derechos. El fallo, 
favorable, fue emitido el 13 de Agosto de 2007.
 
Días después, el pronunciamiento del Tribunal 
fue apelado por el gobierno, y en una decisión 
inaudita e incomprensible, el Consejo de Estado 
rechazó la decisión favorable  del Tribunal, por 
considerarla improcedente. 

Finalmente, y acudiendo al recurso de insistencia 
ante la Corte Constitucional, se logró el estudio y 
análisis del alto Tribunal, que ratificó el concepto 
favorable que habíamos obtenido del tribunal de 
lo Contencioso Administrativo de Cundinamarca, 

mediante la Sentencia T-496 de 2008, quedando 
obligado el gobierno a brindar plenas garantías y 
total protección a las víctimas y testigos de la ley 
de Justicia y Paz. 

La Tutela, ya en firme, ordenó al Ministerio del 
Interior y de Justicia y al Fiscal General de la Na-
ción, diseñar, implementar y ejecutar un pro-
grama de protección de víctimas y testigos en el 
marco de la ley de justicia y paz, en un plazo no 
superior a 30 días.

En ese sentido, el Gobierno expidió el decreto 
3570 de septiembre de 2007, que creó el Progra-
ma de Protección para Víctimas y Testigos de la 
ley 975 de 2005. 
	
2.3.1 El programa de protección específico para 	
          las víctimas de la ley de “justicia y paz” 

La oferta del gobierno para brindarle seguridad a 
las víctimas en el marco de la ley de justicia y paz, 
quedó consignada en el denominado “Programa 
de Protección a víctimas y testigos de la ley 975 de 
2005, decreto 3570 del 18 de septiembre de 2007.” 
Tal como se lee en el decreto, el gobierno definió el 
objeto del programa como: “salvaguardar la vida, 
integridad, libertad y seguridad de las víctimas y/o 
testigos que se encuentren en situación de amena-
za o riesgo como consecuencia directa de su partici-
pación dentro del proceso de justicia y paz”.58 

Como puede deducirse del análisis a la Sentencia 
T 496 de 2008, la oferta del gobierno fue el resul-
tado directo de las exigencias contenidas en la tu-
tela interpuesta por la Alianza Iniciativa de Muje-
res Colombianas por la Paz-IMP-, que respondían, 
como ya se mencionó, a la necesidad imperiosa 
de que el Estado colombiano respondiera con 
responsabilidad por la protección de todas aque-
llas personas  que quedaban expuestas a graves 
riesgos en su integridad personal o familiar como 
resultado de su participación o vinculación en los 

58	 El subrayado  es nuestro
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procesos de justicia y paz, y ante el hecho de que 
el Estado no hubiese asumido a fondo, las conse-
cuencias de la aplicación de un modelo de justicia 
especial en medio del conflicto.

Visto así, el hecho de que el Gobierno hubiese ex-
pedido este decreto, debe considerarse un avan-
ce significativo aunque aun tímido e insuficiente 
pero que, además  de los beneficios inmediatos 
que puedan derivarse de su aplicación, permi-
te a la sociedad civil contar con un mecanismo 
mediante el cual  se pueda evaluar y conocer la 
situación real de seguridad  de las victimas en 
medio de los procesos de justicia y paz.

El decreto comentado,  estableció los órganos 
para la dirección, ejecución, evaluación y segui-
miento del programa. De la misma manera de-
terminó que el proceso de protección estaría li-
derado por tres entidades: la Fiscalía General de 
la Nación, la Policía Nacional y el Ministerio del 
Interior y de la Justicia.

De la misma forma, constituyó una dirección eje-
cutiva del programa, conformada por la Dirección 
de Derechos Humanos del Ministerio del Interior 
y de Justicia, encargada básicamente de servir 
como enlace interinstitucional.

Adicionalmente, se conformó un grupo técnico 
de evaluación de riesgo del que hacen parte el 
DAS, la Policía Nacional, la Fiscalía General de 
la Nación, y el Ministerio del Interior y de Justi-
cia. Dicho grupo, quedó encargado de aplicar el 
protocolo de protección a víctimas y testigos, de 
evaluar y calificar la situación de riesgo o amena-
za de la vÍctimas y testigos y finalmente de auto-
rizar y comunicar las medidas de protección a la 
autoridades competentes y a los solicitantes.
 
Por último,  se constituyó el subcomité de protec-
ción de victimas y testigos compuesto por todos 
los organismos anteriores sumando la Dirección 
Nacional de Planeación, el Programa Presidencial 
de Derechos Humanos y Derecho Internacional 

Humanitario, DIH, la Procuraduría General de la 
Nación y la Defensoría del Pueblo.

Las funciones asignadas a este subcomité fueron:

1.	 Elaborar el Protocolo de Protección y so-
meterlo a aprobación del Comité Interins-
titucional de Justicia y Paz.

2.	 Elaborar y actualizar el mapa de riesgo y 
someterlo a aprobación del Comité Inte-
rinstitucional de Justicia y Paz.

3.	 Supervisar periódicamente las labores del 
Grupo Técnico de Evaluación de Riesgo.

4.	 Realizar seguimiento a las disposiciones 
y medidas de protección otorgadas a los 
beneficiarios en los términos del Decreto 
3570/07.

5.	 Sugerir, cuando lo estime conveniente, la 
adopción de otras medidas.

6	 Servir como órgano de segunda instancia 
de las decisiones que sean adoptadas por 
el GTER.

En desarrollo de estas funciones, el subcomité 
estableció dos dispositivos de protección: el pri-
mero de prevención dirigida a municipios, y el 
segundo  denominado de atención individual.

Es importante tener en cuenta, que el Subco-
mité de Víctimas y Testigos en cumplimiento 
del primer dispositivo, está en la obligación de 
elaborar el mapa de riesgos del programa. Este 
documento, que debe actualizarse cada dos me-
ses,  contendrá según el decreto, todas aquellas 
recomendaciones e insumos provenientes de las 
entidades encargadas de la aplicación de la ley 
975 del 2005, así como de las organizaciones de 
victimas, de las organizaciones no gubernamen-
tales de derechos humanos y del Departamento 
Nacional de Planeación.
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De esta forma, se establecieron cinco niveles de riesgo para los diferentes municipios del país que-
dando como se aprecia en el siguiente cuadro:

DISPOSITIVO DE PREVENCION DIRIGIDA A MUNICIPIOS
MAPA DE RIESGO (JUNIO 28)

PERSONAS ATENDIDAS
01 DE OCTUBRE 2007 A 09 DE SEPTIEMBRE DE 2008

NIVEL DE RIESGO NÚMERO DE MUNICIPIOS %

EXTRAORDINARIO 23 2.00%

ALTO 40 3.60%

MEDIO 23 2.00%

BAJO 889 80.80%

INEXISTENTE 124 11.2%

TOTAL 1.099 100%

Cuadro No. 19

Fuente. Ministerio del Interior y de Justicia.

Visto en más detalle los municipios  fueron:

NIVEL DE RIESGO 
MUNICIPIOS DE RIESGO EXTRAORDINARIO

ANTIOQUIA TURBO

ARAUCA TAME

BOLÍVAR CARMEN DE BOLIVAR,SAN PABLO,SANTAN ROSA Y SIMITI

CASANARE PAZ DE ARIPORO

CESAR VALLEDUPAR

CÓRDOBA TIERRALTA Y MONTELIBANO

GUAVIARE SAN JOSE DEL GUAVIARE

MAGDALENA SANTA MARTA,CIENAGA

META VIALLEVICENCIO, ACACIAS, PUERTO GAITAN

NARIÑO BARBACOAS Y TUMACO

NORTE DE SANTANDER CUCUTA, TIBÚ, EL TARRA

PUTUMAYO LA HORMIGA Y PUERTO ASIS

Cuadro No. 20

Fuente. Ministerio del Interior y de Justicia. Septiembre de 2008.
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NIVEL DE RIESGO
MUNICIPIOS DE RIESGO ALTO

ANTIOQUIA APARTADO
BOLÍVAR ZAMBRANO
CALDAS AGUADAS, PACORA, SALAMINA, MARMOTI, LA MERCED
CAUCA EL TAMBO

CESAR AGUACHICA, COPEY, LA PAZ, PELAYA CURUMANI Y LA GLORIA

CÓRDOBA PLANETA RICA, PUERTO LIBERTADOR Y VALENCIA

GUAJIRA MAICAO

MAGDALENA CHIBOLO, ZONAQ BANANERA, ARACATA Y PIVIJAY

META PUERTO RICO

NARIÑO EL CHARCO, EL ROSARIO, LEIVA Y POLICARPA

NORTE DE SANTANDER OCAÑA, EL ZULIA Y PUERTO SANTANDER

PUTUMAYO ORITO

SANTANDER BARRANCABERMEJA

VALLE BUENAVENTURA, FLORIDA, PALMIRA SEVILLA Y TULUA

VICHADA CUMARIBO

Cuadro No. 21

Fuente. Ministerio del Interior y de Justicia. Septiembre de 2008

Este dispositivo de prevención de municipios, im-
plica básicamente la atención a los mismos por 
parte de la Policía Nacional, con el apoyo, si es 
necesario, de las fuerzas armadas.

Consultado el Ministerio del Interior y de la Justicia 
sobre las actividades desarrolladas por los organis-
mos del Estado en relación con estos municipios de 
riesgo, se informó, que una vez quedó elaborado y 
establecido el mapa de riesgos, se informó a la Poli-
cía Nacional para que esta pusiera especial atención 
a estos municipios, para que se realizaran, entre 
otras, rondas permanentes a los centros urbanos 
ubicados dentro de estas áreas y, en general, para 
que se dispusiera lo necesario a fin de aumentar el 
pie de fuerza en las zonas clasificadas de priorita-
rias. Así mismo, se indicó, que el Ministerio Público 
puso en actividad un número de procedimientos de 
prevención para población afectada de alto riesgo y 
se recomendó a la Defensoría del Pueblo ampliar 
los esfuerzos del programa de Alerta Tempranas di-
rectamente sobre los municipios  mencionados. 

Con relación al segundo dispositivo, el decreto 
estipuló lo concerniente a la atención individual 
de protección.

Este servicio fue definido, como el consistente en el 
conjunto de medidas y medios de protección espe-
cíficos, adecuados y suficientes para evitar que se 
materialice el riesgo extraordinario sobre una vÍc-
tima o testigo, en el marco de la ley 975 de 2005, 
generado como consecuencia de su participación 
directa en el proceso de justicia y Paz o para obsta-
culizar su intervención en el mismo.

Este mecanismo se adopta por etapas, de ma-
nera que, en primer lugar, la persona recibe una 
asistencia inicial de urgencia durante máximo 15 
días después de una decisión motivada del grupo 
técnico de evaluación de riesgos. La asistencia, 
es brindada por la Policía Nacional con apoyo del 
Ministerio Público y la CNRR. En la segunda etapa, 
la persona recibe medidas de protección adicio-
nales que van desde las medidas de autoprotec-
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PROGRAMA DE PROTECCION PARA VICTIMAS Y TESTIGOS DE LA LEY 975/05
DISPOSITIVO DE ATENCION INDIVIDUAL

PERSONAS INCLUIDAS
01 DE OCTUBRE 2007 A 09 DE SEPTIEMBRE DE 2008

SEDE GRUPO DE TECNICO
DE EVALUACION
DE RIESGO GTER

HOMBRES
BENEFICIARIOS

INCLUIDOS
%

MUJERES 
BENEFICIARIAS

INCLUIDAS
%

TOTAL 
ATENDIDOS

BOGOTÁ 46 55 38 45 84
BARRANQUILLA 12 60 8 40 20
MEDELLÍN 0 0 2 50 2
TOTAL 58 115 48 135 106

Cuadro No. 23

Fuente. Ministerio del Interior y de Justicia. Septiembre de 2008.

PROGRAMA DE PROTECCION PARA VICTIMAS Y TESTIGOS DE LA LEY 975/05
DISPOSITIVO DE ATENCION INDIVIDUAL

PERSONAS ATENDIDAS
01 DE OCTUBRE 2007 A 09 DE SEPTIEMBRE DE 2008

SEDE GRUPO DE TECNICO
DE EVALUACION DE RIESGO GTER

HOMBRE 
ATENDIDOS

%
MUJERES 

ATENDIDAS
%

TOTAL 
ATENDIDOS

BOGOTÁ 123 55 101 45 224
BARRANQUILLA 72 50 72 50 144
MEDELLÍN 22 50 22 50 44
TOTAL 217 155 195 145 412

Cuadro No. 22

Fuente. Ministerio del Interior y de Justicia.

Así mismo, la información nos arroja el resultado de las personas realmente beneficiadas con el pro-
grama  en el mismo periodo.

ción que dependen básicamente de la persona 
que se encuentra en situación de riesgo; las me-
didas blandas, que consisten en medios preventi-
vas de comunicación para ubicar a la persona en 
riesgo o amenazada y elementos de protección 
que disminuyen el riesgo; los esquemas móviles, 
que son recursos físicos y humanos otorgados 
como medios de transporte y escoltas; y, por úl-
timo, medidas de reubicación, que consisten en 
el traslado temporal o definitivo de la persona de 
su lugar de residencia a otro país, brindando apo-
yo para la estabilización socioeconómica.

La protección finaliza, según plazos establecidos 
por el Programa de Protección, (pueden ser de 3  

a 6 meses o un año)  cuando se demuestra que la 
amenaza o la condición de riesgo del beneficiario 
no se originó en su condición de testigo o víctima 
en el marco de la Ley 975 de 2005, cuando cesan 
las condiciones de riesgo o amenaza que motiva-
ron la puesta en marcha de la asistencia, o cuando 
se otorgue otra clase de medida o cuando el be-
neficiario de la medida de protección incumple las 
obligaciones adquiridas o haga mal uso de ellas.

En relación con este tema las estadísticas sumi-
nistradas por el ministerio del Interior y de la 
Justicia nos reportan el siguiente número de per-
sonas atendidas durante el lapso del primero de 
octubre de 2007 al 9 de septiembre de 2008 así:
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59	 Según cifras del comité interinstitucional quienes demandan proceso de reclamación son mujeres.

Gráfico No. 12

Fuente. Ministerio del Interior y de Justicia. Septiembre de 2008.

Un hecho paradójico que se desprende de 
los datos arriba consignados, es que den-
tro de este grupo de víctimas aparece un 
mayor número de hombres  que de mu-
jeres tanto en el campo de los atendidos 
como en el de los beneficiados.

Las condiciones de mayor severidad y discriminación a las que están sometidas las mujeres, así como 
el hecho de que en su contra se hayan cometido otro tipo de delitos que comprometen su libertad e 
integridad sexual,  hace que en la mayoría de los casos, las mujeres hayan sido forzadas a tener una 
participación mas tímida o simplemente mas limitada frente al tema de su propia seguridad.
 
El mismo fenómeno cultural y de tradición patriarcal que impone un mayor compromiso 
familiar a las mujeres, especialmente con los hijos, hace que de no existir un tratamiento es-
pecial de género  en el campo de la protección, las mujeres prefieran no recibirla para evitar 
afectar a su entorno familiar con separaciones indeseadas o ambientes peligrosistas.

Preocupa este resultado puesto que se tiene ple-
namente establecido que el número de víctimas 

sobrevivientes que está demandando su derecho 
a la verdad, justicia y reparación son en su gran 
mayoría mujeres.59 Las explicaciones, como ya se 
indicó, son diversas, y hacen relación básicamen-
te, a las difíciles circunstancias en que aun pue-
den manifestarse las victimas pero especialmen-
te las mujeres frente a su drama personal  y a los 
hechos vinculados con ellas, los cuales persisten 
sin modificaciones importantes y en algunos ca-
sos, agravados por la presencia de nuevos grupos 
ilegales emergentes.
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Cabe anotar finalmente, que para el cumplimiento de las funciones 
asignadas por el decreto a las tres instituciones lideres del programa de 
protección, se asignó un presupuesto total  para el periodo 2007/2008 
de 32.788 millones de pesos, de los cuales se asignaron a la Policía 
Nacional 25. 455 millones de pesos, equivalentes al 77.6%. A la Fiscalía 
General de la nación le correspondieron 5.620 millones de pesos que 
significan el 17% del total y al ministerio del Interior y de la Justicia se 
le entregaron 1.712 millones que representan el 5.22% del total.60

2.3.2 Participación del Sector Privado
en Protección  de  las Víctimas.

Un asunto que ha venido preocupando a las víctimas y a las organi-
zaciones que las  representan, lo constituye el anuncio hecho por el 
Ministerio del Interior y de Justicia, de modificar la prestación del 
servicio de seguridad de las personas que hoy están bajo la respon-
sabilidad del DAS, para trasladarlas a 180 esquemas de seguridad 
privadas y contratadas por el Ministerio.

A un costo superior a los 55.000 millones de pesos, según consta 
en la licitación publica abierta desde el pasado 17 de septiembre 
de 2008, el Ministerio argumenta en defensa de esta decisión, 
que el programa de protección ha crecido significativamente en 
los últimos años pasando de 177 personas protegidas en 1999 a 
9444 en el 2007. Aduce además, que no debe existir desconfian-
za hacia estas empresas de vigilancia, pues el gobierno velará 
por que sean contratadas únicamente las legalmente constitui-
das, que cuenten con licencia de funcionamiento expedida por la 
Superintendencia de Vigilancia.

te Constituida y cumplía con todas las exigencias administrativas del gobierno; no obstante, era 
dirigida por Juan Felipe Sierra hoy en la cárcel por graves nexos con grupos ilegales ampliamente 
reconocidos. 

La controversia es compleja.

60	 Según cifras del comité interinstitucional quienes demandan proceso de reclamación son mujeres. 

61	 Ver informe Revista Semana Septiembre 15 de 2008 “Seguridad de 900 personas amenazadas estará en manos de sector privado”.

Sin embargo, algunos sectores le han hecho saber al gobierno que 
esos requisitos  no ofrecen la seguridad necesaria, pues  hay que re-
cordar que “Control Total”,61 una de las empresas de seguridad priva-
da contratada por el gobierno para fines similares, estaba legalmen-
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Los argumentos del gobierno, puramen-
te económicos y de gestión adminis-
trativa, son insuficientes para respal-
dar una decisión tan delicada. Si bien 
es cierto que el número de personas a 
proteger ha crecido significativamente, 
también lo es que la responsabilidad 
por su seguridad atañe directamente 
al Estado por mandato constitucional 
y legal. Definitivamente, no se puede 
dar el mismo tratamiento a personas 
victimas y testigos relacionadas con 
procesos judiciales de tanta gravedad 
y trascendencia y en medio de un con-
flicto armado que persiste, como a los 
bienes públicos para los cuales se con-
tratan servicios de vigilancia y celadu-
ría  a través de terceros.

el límite de las clausulas contractuales. No se ol-
viden experiencias similares recientes como las 
famosas CONVIVIR, que terminaron siendo apén-
dices “legales” de los grupos paramilitares. 

La licitación plantea, que a las empresas que con-
cursen en dicho proceso, se les solicitará el su-
ministro de 430 escoltas, 60 carros blindados y 
120 carros corrientes y que, además, los grupos 
deberán contar en su dotación con armamento 
suficiente, chalecos antibalas, medios de comu-
nicación y dotación logística.

Ahora bien, si definitivamente las mayores exi-
gencias en cantidad y calidad del servicio de segu-
ridad obligan al gobierno a acudir a estos proce-
sos de contratación con terceros, estos procesos 
no pueden desarrollarse únicamente dentro de 
los parámetros de los requisitos de la contrata-
ción normal del Estado; es indispensable, que 
se estructuren mecanismos mediante los cuales 
puedan mirarse con lupa las condiciones especí-
ficas de las firmas a contratar y sus antecedentes, 
teniendo en cuenta la inmensa responsabilidad 
que adquieren con la vida e integridad de las víc-
timas.

Es claro, que la responsabilidad del estado en 
todos los ámbitos; el  institucional, el político y 
desde luego el humanitario, se diluye cuando 
empieza a recaer en manos de actores o de em-
presarios privados cuya competencia llega hasta 

2.4   La Tutela. Análisis de la sentencia 496 que fija la posición de la Corte Constitucional 
frente la protección especial de las mujeres víctimas y testigos de violaciones

	 a derechos humanos y delitos en el marco del conflicto armado

Como se mencionó antes, la Corte Constitucional, 
a través de la sentencia T-496 de 2008, concedió 
la acción de tutela a favor de la Alianza Iniciativa  
de Mujeres Colombianas por la Paz-IMP. 

En la sentencia, después de reiterar su jurispru-
dencia sobre el derecho a la seguridad personal 
como derecho constitucional fundamental, así 
como de señalar la protección constitucional 
y del derecho internacional a la mujer frente a 
todo tipo de violencia, la Corte hizo un recuento 
acerca del riesgo específico que les impone a las 
mujeres, por su condición de genero, vivir en un 
país en conflicto.

Así mismo, la Sentencia  retomó la jurispruden-
cia fijada en el auto 092 de 2008 –citado antes 
en este documento-, y tuvo en cuenta también 
algunas consideraciones sobre la discriminación 
y violencia contra la mujer, señaladas en el infor-
me Las mujeres frente a la violencia y la discrimi-
nación derivadas del conflicto armado en Colom-
bia, de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos.

De igual forma, la Corte constató los riesgos rea-
les que enfrentan las víctimas y los testigos en 
los procesos de Justicia y Paz, motivados, tanto 
por la persistencia armada de grupos, como por 
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las amenazas a  víctimas y testigos en el marco 
de la reclamación de sus derechos en procesos 
de justicia y paz, a pesar de la desmovilización de 
gran parte de las organizaciones paramilitares. A 
partir de allí, la Corte recordó los criterios que 
deberían seguirse para el establecimiento de un 
programa de protección en este contexto, lógica-
mente derivados de las obligaciones constitucio-
nales.62

Adicionalmente, en aras de “afrontar el impacto 
diferenciado y agudizado que el conflicto armado 
genera sobre las mujeres víctimas de la violen-
cia”, señaló unos elementos mínimos de raciona-
lidad que deberían ser tenidos en cuenta en la 
elaboración del programa.63

Al evaluar la política estatal diseñada para la pro-
tección de las víctimas y testigos en el marco de 
la ley de justicia y paz, la Corte encontró que el 
programa no atendía principios básicos que a 
continuación se resumen:

•	 El principio de especificidad en la valoración 
de los riesgos y los factores que lo generan, 

puesto que no incorpora una política y unos 
mecanismos que permitan una respuesta di-
ferenciada de acuerdo a la particular vulne-
rabilidad de los destinatarios y a condiciones 
como el género, la edad, la salud, etc., del su-
jeto de protección.

•	 El principio de oportunidad no se cumple por 
el retardo común en la respuesta derivado, 
entre otros, por el hecho de que el programa 
no goza de autonomía y una capacidad de re-
acción propia, pues requiere del acuerdo de 
muchas entidades que no cuentan con recur-
sos suficientes. Por ejemplo, la decisión de 
dar la asistencia inicial debe ser motivada y 
firmada por todas las entidades del Comité de 
Evaluación de Riesgos, a saber, la Fiscalía, la 
Policía, el ministerio del Interior y de Justicia y 
el DAS.

•	 El principio de adecuación de la respuesta 
porque no existe un tratamiento diferencial 
de factores de riesgo, ni del impacto también 
diferenciado de la violencia ejercida sobre su-
jetos particularmente vulnerables, ni conside

62	 “8.1.3. De las anteriores reglas jurisprudenciales (8.1.1.), en combinación con los criterios interpretativos aportados por la ONU (8.1.2) se derivan unos 
claros principios de observancia en el diseño de una estrategia de protección: (i) deber de identificación del riesgo; (ii) especificidad

	 y exhaustividad en la valoración del riesgo y los factores que lo generan;(iii) oportunidad en la respuesta; (iv) adecuación de la respuesta
	 a las circunstancias; (v) actualización del estudio de riesgo (evaluación periódica); (vi) prohibición a la Administración de generar riesgos
	 extraordinarios (no perjudicar); (vii) capacitación de los encargados de operar el programa; (viii) incorporación al programa de experto
	 en experiencias traumáticas y asesores sicológicos; (ix) información adecuada; (x) logística segura; (xi) garantía de atención de necesidades básicas”.

63	 (i) Un ámbito de cobertura necesario y obligatorio. El programa de protección debe enfrentar y prevenir la violencia contra las mujeres
	 que son líderes o que adquieren visibilidad pública por sus labores de Promoción Social, Cívica o de los Derechos Humanos. (ii) La definición 

de los derechos a garantizar mediante el programa y los parámetros jurídicos de obligatorio cumplimiento, debiendo ser sensibles al significativo 
impacto diferencial que soportan las mujeres víctimas del conflicto armado.  (iii). La especificidad individual del Programa de acuerdo a la realidad 
fáctica que pretenda enfrentar. (iv). La definición de metas puntuales a corto, mediano y largo plazo, basadas en el goce efectivo de los derechos 
fundamentales a garantizar. (v). Un cronograma acelerado de implementación. (vi). Presupuesto suficiente y oportunamente disponible. (vii).

	 Cobertura material suficiente, de conformidad con el espectro fáctico de la faceta de género del impacto diferencial del conflicto armado descrito 
en la presente providencia. (viii). Garantías de continuidad hacia el futuro, en el marco de las necesidades de protección y acceso para las víctimas 
que plantee la política de sometimiento diseñada en la Ley de Justicia y Paz. (ix). Adopción e implementación de indicadores de resultados,

	 basados en el criterio del goce efectivo de los derechos fundamentales quebrantados, tomando en consideración la faceta de género del impacto
	 del conflicto.(x). Diseño e implementación de mecanismos e instrumentos específicos de coordinación interinstitucional. (xi). Desarrollo
	 e implementación de mecanismos de evaluación y seguimiento, que permitan medir de manera permanente el avance, el estancamiento, el rezago o 

el retroceso del programa, así como el goce efectivo de los derechos fundamentales que se busca proteger. (xii). Diseño e implementación
	 de instrumentos de corrección oportuna frente a estancamientos o retrocesos en el cumplimiento de las metas del Programa. (xiii). Diseño
	 e implementación de mecanismos internos de respuesta ágil y oportuna a las quejas o solicitudes puntuales de atención presentadas
	 por la población destinataria del programa. (xiv). Diseño e implementación de mecanismos de divulgación periódica de información sobre
	 los procedimientos, las responsabilidades institucionales, y las metas institucionales en el marco del programa. (xv). Armonización con otros
	 procesos y programas que se adelantan por el Gobierno Nacional o por otras autoridades. (xvi). Apropiación nacional y autonomía, de manera 

que no dependa en su integridad de la cooperación internacional, sino que debe ser un programa de base nacional, establecido por las autoridades 
colombianas.  (xvii). Coordinación unitaria y centralizada en una sola Entidad, sin perjuicio de la colaboración armónica con otras instituciones 
públicas. (xviii). Adopción inmediata por la gravedad del problema y la profundidad de la afectación de los derechos fundamentales involucrados.
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raciones de género.

Por otra parte, la Corte señaló algunos elementos 
mínimos de racionalidad para que el programa 
de protección se ajustara a una política de escla-
recimiento de la verdad, logro de la justicia y re-
paración. En este aspecto encontró lo siguiente:

•	 El programa no cumple  con suficiencia las exi-
gencias de capacitación. Si bien, el ministerio 
del Interior y de Justicia y la Policía Nacional, 
informaron a la Corte sobre programas de ca-
pacitación, la Corte no conoció los contenidos 
específicos de los mismos, y de ellos depende 
la comprobación de si el programa se ajusta o 
no a las exigencias de una respuesta adecuada 
y diferenciada.

•	 El programa no da cuenta de la incorporación 
de una estrategia  de protección que cuente 
con expertos en experiencias traumáticas y 
asesores sicológicos, que podría lograrse a 
través de la colaboración armónica con otras 
instituciones.

•	 El Programa no responde al ámbito de co-
bertura necesario y obligatorio, puesto que 
no contiene un componente específico que 
lo habilite para enfrentar el impacto diferen-
ciado y agudizado del conflicto armado sobre 
las mujeres víctimas de la violencia, u otros 
sujetos en especial situación de vulnerabili-
dad. 

•	 El Programa no incorpora en forma completa 
los derechos a garantizar y los parámetros 
jurídicos de obligatorio cumplimiento, pues-
to que no incorpora el enfoque diferencial 
necesario derivado de los anteriores facto-
res, como tampoco los parámetros jurídicos 
que le imponen tal diferenciación.

•	 El programa no cumple con el requisito de 
especificidad individual pues, a pesar de que 
se crea un nuevo programa de protección, 

no cuenta este con un perfil especial, ni una 
estructura orgánica, administrativa y presu-
puestal que le permita responder de manera 
oportuna, adecuada y suficiente a los inmen-
sos retos que enfrenta, en la medida en que 
se trata de un mecanismo de protección de 
víctimas en un marco de mecanismos judi-
ciales de justicia transicional en medio de un 
conflicto armado.

•	 El programa tampoco cumple con el elemen-
to mínimo de presupuesto suficiente y opor-
tunamente disponible, pues la Fiscalía infor-
mó a la Corte que para abril de 2008 aún no 
se le habían trasladado recursos para la eje-
cución del programa en lo que le correspon-
de, que incluye “las medidas adicionales de 
reubicación”. La cifra de “$13´712.083.366”, 
inicialmente solicitados para la vigencia de 
2008, debió reducir su solicitud de recur-
sos presupuestales a $5´620.486.166. Este 
hecho es indicativo, además, de la falta de 
planeación conforme a metas puntuales a 
corto, mediano y largo plazo, basadas en el 
goce efectivo de los derechos fundamentales 
a garantizar, por lo que se ve amenazada la 
cobertura adecuada y la garantía de continui-
dad en el futuro.

•	 La Corte también hizo énfasis en el tema de 
la coordinación interinstitucional. Dado que 
el programa exige la actuación de entidades 
a las que se les amplia sus competencias, el 
programa exigiría la incorporación de meca-
nismos muy refinados de coordinación. La 
Dirección Ejecutiva no parece ser suficiente, 
por ejemplo para involucrar adecuadamen-
te y dentro de una estrategia coordinada de 
protección a la Policía Nacional.

•	 El programa no cuenta con el diseño e imple-
mentación de mecanismos de evaluación, se-
guimiento, y corrección que permitan medir 
de manera permanente el avance, el estan-
camiento, el rezago o el retroceso del progra-
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ma, así como el goce efectivo de los derechos 
fundamentales que se busca proteger. 

•	 El programa tampoco cuenta con mecanis-
mos de divulgación periódica con compe-
tencias específicas ni mecanismos de coordi-
nación para tal fin.

•	 Respecto del elemento de coordinación unita-
ria y centralizada en una sola entidad, a pesar 
de existir una dirección ejecutiva, esa coordi-
nación aparece desdibujada, por la ausencia 
de mecanismos definidos, claros y específicos 
de coordinación y control real; por lo que se 
genera una atomización de responsabilidades 
y competencias ejercidas a través de “Comités 
Interinstitucionales”, que difuminan la acción 
y generan dificultades de control.

De esta manera, la Corte determinó que el pro-
grama resultaba inadecuado e insuficiente, por no 
seguir los principios básicos que lo debieran guiar, 
ni elementos mínimos de racionalidad. Es impor-
tante destacar, que el fallo del Alto Tribunal  co-
bija  a todas las vítimas y no solo a aquellas que 

interpusieron la tutela. En consecuencia, la Corte 
decidió conceder la acción de tutela y ordenar al 
ministerio del Interior y de Justicia y a la Fiscalía:

“Desarrollar las acciones necesarias orientadas 
a efectuar una revisión integral del Programa 
de Protección de Víctimas y Testigos de la Ley de 
Justicia y Paz, a fin de adecuarlo a los principios y 
elementos mínimos de racionalidad que confor-
me a la jurisprudencia y la práctica internacional 
deben orientar y contener una estrategia inte-
gral de protección satisfactoria de las víctimas 
y testigos de los procesos en los que se investiga 
grave criminalidad o criminalidad de sistema, 
como aquella de la cual se ocupan los procesos 
de esclarecimiento judicial de Justicia y Paz.

Esta revisión integral y adecuación de la estrate-
gia de protección deberá efectuarse en un plazo 
máximo de seis (6) meses, contados a partir de 
la notificación de esta providencia. Cumplido ese 
término las autoridades responsables rendirán 
un informe ante el Juez constitucional de prime-
ra instancia, en quien se radica el seguimiento al 
cumplimiento de este fallo de tutela”. 

2.4.1 Mesa de Seguimiento a la Sentencia de la Tutela.

La trascendencia que tiene para Colombia el fa-
llo favorable a la Tutela interpuesta por la Alianza 
IMP  por parte de la máxima autoridad constitu-
cional del país, es indiscutible.

Décadas de formulas jurídicas del orden constitu-
cional, legal y hasta administrativo, para respon-
der a diversas exigencias de los actores armados, 
si bien sirvieron como soportes y salidas razona-
bles para construir procesos de negociación políti-
ca encaminados a la paz en casos específicos que 
deben considerarse exitosos,  es necesario reco-
nocer también cómo, en el mismo lapso, el estado 
mantuvo en el abandono total a las victimas,  im-
potentes frente a la insolidaridad y el olvido.

La carencia de políticas publicas, capaces de aten-

der las graves implicaciones humanitarias econó-
micas y sociales que afectan a la sociedad civil 
en medio de un conflicto tan degradado como 
el colombiano, constituye una de las omisiones 
mas criticas que mantuvieron año tras año los di-
ferentes gobiernos en el país.

Pero si bien es cierto que las víctimas del conflic-
to no contaron con el apoyo estatal para que sus 
derechos a la justicia, la verdad, la reparación y 
la no repetición fueran efectivos, mucho menos 
podría esperarse en el tema de la protección a 
víctimas y testigos. Esta es la razón fundamen-
tal por la cual el fallo favorable a la tutela de la 
Alianza IMP, debe interpretarse como un logro 
muy significativo, no solo por la aplicación de 
sus determinaciones materiales mas específicas, 
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sino como pilar de reflexión y conciencia colectiva sobre principios y 
valores esenciales que deben regir la sociedad.

En ese sentido, la Alianza IMP propició un espacio de seguimiento para 
el análisis y seguimiento de la Tutela y para la elaboración de las  reco-
mendaciones al Programa de Protección, del que hacen parte, Sisma 
Mujer, De Justicia, Comisión Colombiana de Juristas, con el acompaña-
miento de UNIFEM y la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos 
Humanos y el Centro Internacional para la Justicia Transicional, ICTJ, en 
calidad de observadores.

Este espacio ha permitido que el tema se haya mirado de manera in-
tegral, iniciando el análisis desde la perspectiva de los esquemas de 
protección actuales, pasando por la consulta a otras organizaciones 
que tienen experiencia sobre programas de protección y, finalmente, 
revisando y estudiando otros esquemas y otras jurisprudencias en el 
ámbito internacional.

La Mesa de Seguimiento a la Tutela se ha empeñado en formular una 
propuesta dedicada a la protección de las victimas con enfoque dife-
rencial de género, que sirva, a manera de recomendación, al gobierno 
nacional para que este la incluya dentro de las medidas que deberá 
adoptar en cumplimiento  de la Sentencia T496.

Cabe destacar, que para ello, la mesa ha previsto establecer los meca-
nismos necesarios para escuchar en diversos talleres todos aquellos 
planteamientos y experiencias que puedan aportar las propias victi-
mas y  las organizaciones que hoy las representan. 

2.5 Opiniones y experiencias recientes de las organizacio	
nes sociales en materia de seguridad

Hechos los análisis, los estudios y las reflexiones acerca de las circuns-
tancias que rodean la asistencia y la protección a las victimas dentro 
del marco del conflicto armado, se estimó necesario  verificar directa-

64	 La Alianza IMP. Entrevistas sobre  sistema de protección actual: Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, Liga de Mujeres Desplazadas, 
Somos Defensores, Comisión Colombiana de Juristas y Reiniciar. 

mente con las fuentes cuales son sus experiencias y opiniones relacionadas con su propia seguridad 
y con las victimas que representan.

En ese sentido, la Alianza IMP decidió adelantar una serie de entrevistas con algunas  organizaciones 
sociales y de derechos humanos, que por sus actividades  se ven forzadas ha enfrentar cotidianamen-
te  situaciones de riesgo.64



JUSTICIA Y SEGURIDAD PARA LAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO

82

En términos generales, el ejercicio permitió reco-
ger información valiosa con quienes están invo-
lucrados con los procesos de protección, en ca-
lidad de usuarios, si puede decirse, del sistema. 
En primer término, las organizaciones  dejaron 
claro cómo, consideran que el sistema de protec-
ción actual es deficiente, poco técnico, de difícil 
acceso e inadecuado sobre todo para atender 
las circunstancias y condiciones específicas de la 
realidad  que se  vive en Colombia.

Un resumen de las opiniones y experiencias na-
rradas por los entrevistados nos diría:

•	 Los entrevistados definieron el sistema de 
protección actual dentro de un marco emi-
nentemente policivo, que termina coartando 
derechos fundamentales de los protegidos 
como el de la libertad misma.

•	 Así mismo, consideran que es un sistema que 
no se adapta a la realidad de las victimas, que 
en su mayoría son personas habitantes del 
campo y de lugares apartados. 

•	 Para algunos, el sistema de protección se in-
terpreta más, como  una política de represión 
encubierta del estado, que como una verdade-
ra estrategia de protección para las víctimas.

•	 Una organización, que permanentemente y 
como resultado de sus actividades, se enfren-
ta a riesgos complejos y permanentes, con-
sidera que el esquema de todas formas ha 
avanzado un poco, y estima que el estado es 
cada vez mas consiente de sus responsabili-
dades en materia de protección a victimas y 
testigos. Sin embargo, le encuentra falencias 
al sistema que resultan críticas a la hora de 
cumplir con el objetivo de salvaguardar la 
vida e  integridad de las personas. Por ejem-
plo, se cree que el estado a la hora de tomar 
medidas de protección no tiene en cuenta los 

liderazgos de quienes protege, y entonces se 
llegan a perder por esa vía procesos de jalo-
namiento importantes de personas represen-
tativas en sus respectivos grupos sociales. Así 
mismo, se considera que los estudios de ries-
go, generalmente los hacen y los aplican fun-
cionarios de poca experiencia, que llegan a 
esa actividad por recomendaciones políticas 
y que por lo tanto, son poco sensibles a los 
temas de protección de derechos humanos y 
no ven la importancia de quienes se dedican 
a esa labor.

•	 Para otras organizaciones, no es ni lógico ni 
conveniente  que los formatos empleados  por 
los funcionarios de protección para la evalua-
ción de los riesgos, sean idénticos para todos 
los casos, bien sea periodistas, sindicalistas, 
lideres de todo tipo y victimas, sin distinguir 
el genero, raza, ni etnia ni condición social.

•	 Todos los entrevistados manifestaron su posi-
ción en relación con la importancia y funcio-
nalidad de aplicar cabalmente el enfoque de 
género al tema de la seguridad.

•	 Los argumentos de las organizaciones relacio-
nados con el enfoque de género, no se apar-
tan de los expresados en este documento, 
pero hacen énfasis especial sobre aquellas 
victimas que han sido objeto de violencia 
sexual en el marco del conflicto. Existe coin-
cidencia en cuanto a la necesidad de trata-
miento técnico y diferencial en esta materia a 
las víctimas, puesto que como ya se ha dicho, 
se las puede exponer  a la re victimización, 
o a lo que podríamos llamar al doble castigo 
como resultado del desconocimiento y la no 
aplicación, justamente, de los procedimien-
tos específicos derivados del reconocimiento 
pleno  del enfoque diferencial de genero.

•	 Otro tema que trataron los entrevistados y 
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que resulta importante a la hora de las recomendaciones, es el que tiene que ver con el hecho 

casos no están dentro de la cobertura de la 
red. Así mismo, se ha visto cómo, con la entre-
ga de estos equipos se colocan incluso en ries-
go a sus portadores, pues sin saberlo, se con-
vierten en sospechosos no solo de los actores 
armados ilegales que actúan en la zona, sino 
incluso de miembros de la fuerza publica que 
desconocen en si mismo el propio sistema de 
funcionamiento del programa protección.

•	 Por tanto se considera que el diseño de la po-
lítica de protección no debe ser centralista en 
su aplicación mas directa, pero si debe ser un 
ejercicio integral y armónico que responda a 
una política general, coherente y con recur-
sos eficientes que garanticen una divulgación 
clara y suficiente tanto para quienes deben 
ser cobijados por el sistema, como para quie-
nes tienen la responsabilidad de aplicar y de-
sarrollar sus medidas y actividades operativa-
mente. 

•	 Es importante resaltar cómo las organizacio-
nes entrevistadas fueron unánimes al des-
tacar la importancia que tiene para el tema 
de la protección, una política clara del esta-
do que manifieste una voluntad inequívoca 
de política pública que  procure prevenir las 
amenazas y los actos de violencia contra las 
victimas del conflicto y contra los defensores 
de derechos humanos. En ese sentido, se su-
maron para criticar severamente al gobierno 
nacional por los evidentes ataques públicos 
y las descalificaciones y acusaciones que sus 
voceros oficiales, en especial el presidente de 
la república, lanzan contra ellos. Los  agravios 
permanentes y  sistemáticos  del gobierno, 
contra las organizaciones  y  muchos de sus lí-
deres, envían mensajes a los grupos armados 
ilegales, que se convierten en graves riesgos 
para la seguridad de estas personas. Defini-
tivamente, no es coherente que el Gobierno 
emplee calificativos contra las organizaciones 

de que gran parte de los funcionarios encar-
gados de la seguridad provengan del DAS; 
y es que no resulta lógico que el organismo 
encargado de la inteligencia del estado, sea 
su vez el encargado de la protección directa 
a las victimas y a los defensores de derechos 
humanos. Algunos opinaron, que debería 
especializarse más a la policía para estas ta-
reas. Otros, sugieren que  dado el tamaño y la 
gravedad del problema en Colombia, ojala el 
estado considere la posibilidad de conformar 
un grupo exclusivo, capaz de atender especia-
lizadamente aquellas actividades propias de 
la protección. Es evidente, que esta inquietud 
resulta aun mas preocupante, al tenerse en 
cuenta los antecedentes recientes que vin-
cularon a esos organismos claves del estado 
como el DAS,  con peligrosos y reconocidos 
grupos ilegales de  paramilitares  y de las hoy 
llamadas bandas emergentes.

•	 Una queja general de los entrevistados, dio 
cuenta de la poca agilidad con la cual actúan 
en la adopción de medidas inmediatas o ur-
gentes los encargados de la protección a quie-
nes la requieren. Es un hecho irrefutable que 
la naturaleza misma de la actividad protecto-
ra, contiene el factor rapidez como elemento 
fundamental para el éxito de la gestión mis-
ma. Los trámites actuales  demoran excesi-
vamente la adopción de dichas medidas, que 
al no aplicarse oportunamente, pueden aca-
rrear la pérdida de vidas humanas a manos 
de actores armados ilegales.

•	 Otra anotación recurrente de las organizacio-
nes, fue la falta de refinamiento,  especializa-
ción e investigación para la toma de ciertas 
medidas encaminadas a proteger a las victi-
mas. Muchas veces, las organizaciones han 
sido testigos de cómo a victimas localizadas 
en regiones apartadas, se les han entregado 
equipos de comunicaciones, que en muchos 
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sociales tales como “terroristas vestidos de 
civil”  y otros señalamientos similares difun-
didos en los medios y, al mismo tiempo, pro-
mueva una política de protección para estas 
mismas organizaciones y para unas víctimas 
convertidas en blanco cotidiano de los  actos 
violentos y abusivos de los actores armados.

 
•	 Finalmente, se quisiera resaltar una opinión 

expresada por una de las organizaciones: “… 
como parte de las medidas que se adopten 

en cualquier caso, se debe incluir el inicio de 
una investigación penal seria e imparcial que 
busque esclarecer los motivos y orígenes del 
riesgo y la amenaza. Esta investigación, de-
bería adelantarla preferiblemente el mismo 
fiscal que esté conociendo la versión libre del 
desmovilizado dentro de cuyo proceso ha-
yan surgido las amenazas o riesgos para las 
victimas. Sino, al menos debe adelantarla la 
Unidad de Justicia y Paz de acuerdo con la dis-
tribución  que allí se decida”.65

65	 Alianza IMP. Entrevistas a organizaciones de derechos humanos. Respuesta dada por la Comisión Colombiana de Juristas.

66	 Este taller fue realizado en el marco de la mesa de seguimiento a la sentencia sobre protección a victimas, y fue organizado por Sisma Mujer
	 y la Alianza IMP.

2.6 Opiniones y Experiencias de  Víctimas protegidas 

Tal como se hizo con las organizaciones sociales y 
de derechos humanos, la Alianza IMP y Sisma Mu-
jer, quisieron conocer de manera directa con las 
victimas cual era la percepción que estas tenían 
del sistema de protección actual que  las cobija.

Las dos organizaciones decidieron para el efecto 
llevar a cabo un taller66 con 11 mujeres victimas 
representativas y que hacen parte del programa 
de protección, las cuales pudieron en un clima de 
tranquilidad y de confianza, manifestar sus opinio-
nes y narrar sus experiencias acerca de los efectos 
en sus vidas, de su condición de protegidas.  

Un resumen de los interrogantes que fueron pre-
sentados a las victimas y de las  respuestas obte-
nidas podría esbozarse de la siguiente manera:

A la pregunta: ¿por qué solicitó protección?, se re-
cogieron las siguientes respuestas significativas:

•	 Por proteger los derechos de los niños y del 
pueblo. Salvar a mis hijos.

•	 Tenía que acabar con la ley del silencio.

•	 Las cosas estaban empeorando por estar ca-

llados.

•	 Al pedir protección evitábamos que mataran a 
más familiares.

•	 Yo denuncie por violencia sexual, pero luego 
pedí protección porque no quería tener que 
irme de mi pueblo.

•	 A mi familia le invadieron la finca y luego llego 
el desplazamiento. Pedimos protección para 
defender nuestra tierra.

Las mujeres consultadas coinciden en la 
necesidad imperiosa que tuvieron bien de 
salvar sus propias vidas o las de sus seres 
queridos o, incluso,  en aras  de conser-
var el patrimonio familiar  afectado por 
condiciones de riesgo. Es una situación de 
peligro inminente, que demanda medidas 
inmediatas del estado, que  correspondan 
con políticas previamente elaboradas por 
los organismos especializados.

Más adelante,  se consultó a las víctimas sobre 
como las habían afectado las medidas de protec-
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ción, a lo que respondieron:

•	 Subsidio de transporte.67

	 R/ Esa medida nos hace sentir seguras. Nor-
malmente el ministerio hace   directamente 
el contrato con el transportador. El servicio se 
presta solo para la persona y no para la fami-
lia, por lo que no se neutraliza el riesgo para el 
resto de la familia.

•	 Celular.68

	 R/  El celular de algo sirve, pero normalmen-
te no le salva la vida a nadie, porque  en el 
momento en que lo van a matar a uno, no le 
dan tiempo de nada. Lo del celular tiene que 
complementarse con una respuesta inmedia-
ta.  De todas maneras lo que tiene que lograr-
se es la respuesta tan pronto se llama, así si 
serviría.   Las mujeres quieren tener el celular, 
pero uno que les de confianza  a través de una   
organización que les brinde seguridad.

•	 Plan Padrino.69

	 Casi ni se necesita porque él nunca aparece, 
pero además no queremos que esté a nuestro 
lado, porque uno bien pobre y con escolta y 
con carros. Eso es peligroso. Las mujeres no  
nos sentimos cómodas, porque siempre son 
hombres  y nos complican la vida. Las mujeres 
preferimos que sean mujeres con sensibilidad 
de mujer. Aunque algunas dicen que la pro-

tección es mejor que la de una persona más 
fuerte que uno, pero las mujeres nos dan más 
confianza porque  son más responsables y re-
cursivas. En el fondo lo que se necesita es que 
sean personas capacitadas que nos respeten 
como victimas y también como mujeres.

•	 Rondas policiales.70

67	 El subsidio de transporte, es una pequeña subvención mensual que se le da a las víctimas protegidas para que  contraten este servicio
	 con una persona de su confianza y se pueda movilizar, se supone que esta medida ayuda a disminuir el riesgo.

68	 El ministerio del Interior entrega a las personas protegidas, un medio de comunicación para  que pueda comunicarse en casos de emergencia 
	 y tenga contacto directo con las autoridades y el mismo Ministerio. De acuerdo a la zona de cobertura, adjudican celulares o avanteles y en casos 

especiales teléfonos satelitales, estos últimos en zonas apartadas donde no existe ningún medio de comunicación.

69	 Es cuando se asigna a la persona en riesgo, un policía para que haga rondas permanentes, al lugar de residencia y de trabajo e informe
	 permanentemente sobre sus movimientos y mantenga en permanente comunicación con la persona protegida.

70	 La Policía Nacional hace  rondas en los alrededores de las viviendas o de los lugares de trabajo de las personas protegidas. Es la primera medida 
que se establece una vez se reporta la amenaza o riesgo.

  
71	 Es una medida preventiva  para las personas protegidas. El propósito es que tengan un acceso directo  con las autoridades y entidades que les 

puedan brindar ayuda inmediata en caso de emergencia.

	 Los vecinos preguntan mucho porque a 
cada rato vienen los policías a visitarnos. 
Mucha gente piensa que somos informan-
tes. Además, es bueno que siempre vaya el 
mismo policía y si no que se haga un em-
palme previo, porque cuando la institución 
no dice nada, a uno le da miedo que el poli-
cía nuevo sea un disfrazado que nos pueda 
matar cuando le abramos la puerta.

•	 Rutas de teléfonos.71

	 Si nos parece bueno. Siempre es bueno saber 
a quien llamar en caso de emergencia.

	 Es una medida muy extrema que nos trauma-
tiza mucho. Es terrible porque hasta la autori-
zación para una llamada se demora tres meses. 
Parece una desaparición forzada, porque no 
logra saberse donde están los familiares. De 
todas maneras, es una medida de protección, 
porque tal vez si la familia de uno no sabe nada, 
pues así mismo no puede dar información y no 
se corre el riesgo de que los torturen.
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•	 Reubicación.72

Es un hecho, que todas las respuestas de las entrevistadas dan cuenta de lo lejos que se en-
cuentran los actuales programas de protección y los sistemas de aplicación de los mismos de 
las verdaderas necesidades que tienen actualmente las personas que requieren de protección. 
Ni son eficientes en el plano mínimo de la seguridad, ni responden a las condiciones más 
razonables de dignidad y de respeto por quienes han padecido situaciones tan críticas en su 
vida. Ni siquiera en el terreno más pragmático, se observan las medidas de protección más 
adecuadas para quienes constituyen parte fundamental en los procesos de esclarecimiento de 
la verdad en procesos judiciales tan complejos como los de Justicia y Paz.  

	 Si yo me voy, me voy pero con mis hijos. Ellos no pueden quedar involucrados y no puedo da-
ñarles la vida. El tema es duro por donde se mire. A una la afilian a una EPS mientras que está a 
cargo del programa, pero después le toca pagar por su cuenta y lo máximo que hacen a veces 
es ayudarnos a afiliarnos al Sisben. A mi hija que le venían dando la droga para la diabetes a 
través de una tutela, ya no la puedo ayudar, ya no me dan la droga. Además, ninguna de noso-
tras a tenido acceso a una ginecóloga y la salud que se da es pésima. De la poca plata que nos 
dan, hay que sacar para las drogas y solo nos recetan ibuprofeno. En educación, las cosas son 
peores; con la reubicación han pasado varios meses y no hay educación para mis hijos, cuando 
se logra encontrar donde estudiar no se cubren ni los uniforme, ni los libros, ni nada de eso.

Otra de las preguntas con las cuales se indagó a 
las víctimas sobre su relación con el programa 
fue la siguiente:

¿Qué trato han recibido de parte de quienes les 
dieron la protección?

•	 El señor que dirige el programa ya no nos 
da la cara, nos manda con subalternos, que 
nos dicen que es por lastima que recibimos 
esto.

•	 A veces  me amenazan porque reclamo mis 
derechos, sobre todo por el  que tiene mi hija 
a su salud que tiene diabetes.

•	 A veces siento que nos tratan como perros, la 
comida es como les  da la gana y a la hora que 
les da la gana. Nos mandan a vivir a morideros. 

•	 Finalmente,  sentimos que nos tratan de re-
sentidos, de oposición o de guerrilleros, por-
que defendemos nuestros derechos.

72	 Es una de las medidas mas duras, que implica que cuando existe un riesgo alto, se le cambia de lugar de residencia a la persona protegida,
	 generalmente de ciudad.

La última pregunta fue:

¿Cómo piensa seguir en el lugar de protección y 
seguir participando en la justicia? Y este es el re-
sumen de las respuestas:

•	 Llevaba muchos años sin denunciar, pero con 
la desmovilización denunció y la declararon 
objetivo militar. Desde entonces no ha podido 
ir a las audiencias por la medida de protección. 
Ella firmó el acta para poder colaborar con la 
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justicia, pero ahora no la dejan participar, ade-
más están trasladando las fosas comunes y ya 
no puede participar en las exhumaciones.

•	 A otra señora tampoco la dejaron seguir parti-
cipando, y al culparle de la muerte de su hijo le 
dieron 37 meses de prisión y ella no pudo parti-
cipar y después no tuvo acceso a un abogado.

•	 Otra decidió seguir el proceso y no quiso recibir 
escolta porque no le gusta, pero dijo que eso te-
nía que ser responsabilidad del estado. Algo que 
están haciendo en el pueblo es que van a hacer la 
transmisión de la audiencia allí y eso es bueno.

Finalmente, y durante el taller quedaron registra-
das en sus memorias las siguientes expresiones 
de las víctimas:

•	 Necesitamos mas apoyo en lo psicológico.

•	 Necesitamos que sean más humanos. A veces 
solo se preocupan por entregar la plata.

•	 No tenemos apoyo psicosocial para preparar 
las audiencias en los proceso penales.

•	 Los niños necesitan salir, no pueden estar re-
cluidos.

•	 No hay mucho personal para atender las ne-
cesidades de todos.

•	 Es importante que la persona que custodia no 
sea del mismo pueblo sino de otra parte para 
que no lo boleten a uno.

•	 Pedimos que la evaluación del riesgo sea en Bogotá 
y no en la región porque allá todo esta permeado.

•	 Es muy importante que existan redes de mu-
jeres de confianza que sirvan de intermedia-

rias para así poder pedir protección y superar 
las dificultades con las instituciones.

•	 Es importante que haya reuniones donde 
compartamos nuestras experiencias, así sabe-
mos lo que esta pasando.

•	 Ojala los fiscales no le sigan dando mas impor-
tancia y mejor trato a los paramilitares que a 
nosotras.

•	 Se necesita acompañamiento no solo en la 
versión sino después de eso.

•	 No entendemos porque a veces llegan del 
programa de protección a sacar fotos y sin 
permiso de nadie, menos de nosotras.

•	 Definitivamente lo que necesitamos es que 
encierren a los agresores y no a nosotras.

La presencia activa de las víctimas en los 
procesos de Justicia y Paz es indispensable. 
Por eso, es importante que todos los colom-
bianos y especialmente el estado, reconoz-
can que el abandono a las victimas del con-
flicto armado ha tenido, además de todas 
las consecuencias conocidas, repercusiones 
funestas en el desarrollo social, político y 
económico del país. Es destacable, el hecho 
de que todas estas personas persistan en 
sus denuncias, en su participación dentro 
de los procesos y en su lucha por la vida, 
a pesar de los innumerables inconvenientes 
que deben atravesar para lograrlo. Esta, 
tendrá que ser considerada tarde que tem-
prano, como una oportunidad única, para 
avanzar hacia la paz por la vía de la verdad, 
la justicia, la reparación  y la garantía de no 
repetición.

2.7 Las conquistas

El tema de protección y seguridad de las víctimas de violaciones a derechos humanos e infrac-
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ciones al derecho internacional humanitario, 
es uno de los principales retos para la justicia 
en Colombia en la actualidad. Así lo confirman, 
entre otros, la Oficina en Colombia de la Alta 
Comisionada de Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos y la Misión de Apoyo al Proceso 
de Paz de la OEA, en sus últimos informes. La 
sentencia de la Corte Constitucional es un de-
rrotero a seguir, que puede conducir a proteger 
de mejor manera a las víctimas y garantizar su 
acceso a la justicia.

Ahora bien, la sentencia de la Corte ha marca-
do un hito en materia de protección de víctimas 
y testigos de violaciones a derechos humanos y 
derecho internacional humanitario. Pero la sen-
tencia es también un hito en la incorporación de 
la perspectiva de género en las políticas públicas. 
Este camino ya se venía abriendo, en particular, 
con el auto 092 también de este año, que conmi-
nó al Estado a incorporar la perspectiva de géne-
ro en su política pública sobre desplazamiento. 

Se están dando entonces pasos muy importantes 
para que los derechos de las mujeres pasen de 
ser un discurso etéreo que no tiene consecuen-
cias específicas en las decisiones estatales.

 En este proceso, el papel que han jugado las or-
ganizaciones de mujeres  ha sido muy valioso, no 
sólo por las consecuencias que pueda tener en 
las políticas públicas, que son muy importantes, 
sino porque el proceso en sí mismo es una mues-
tra de empoderamiento de las mujeres, y como 
tal, alienta a otras a continuar buscando roles 
protagónicos y a transformar el papel tradicional 
de la “gran mujer detrás del gran hombre”. Tris-
temente, este empoderamiento les ha generado 
nuevos riesgos, discriminación y ha cobrado la 
vida de varias mujeres.

Corresponde ahora tomar las directrices de la 
Corte y concretarlas en un programa de protec-
ción integral y adecuado a las necesidades espe-
cíficas de protección de las mujeres. 

73	 Ver Plan integral de protección a víctimas y testigos de graves violaciones a derechos humanos e infracciones a derecho internacional humanitario, 
con enfoque diferencial de género Documento de Recomendaciones. Mesa de Trabajo por un Plan Integral de Protección a Víctimas y Testigos

	 de graves violaciones a derechos humanos e infracciones a derecho internacional humanitario, con enfoque diferencial de género.

2.8 Retos y recomendaciones.

En ese sentido, a continuación se esbozan algu-
nos criterios y recomendaciones73 que deberían 
ser tenidos en cuenta en dicha tarea, además de 
los ya planteados por la Corte.

1. Programa consultado  que tenga en cuenta la 
opinión de las mujeres. En primer lugar, y tal 
vez lo mas importante, es que el programa que 
se adopte haya sido consultado y se hayan teni-
do en cuenta las opiniones de la mujeres perte-
necientes a la organización accionante y, en ge-
neral, a las organizaciones de mujeres; además 
de la opinión de otras organizaciones sociales y 
de derechos humanos que pueden aportar su 
experiencia y conocimiento en esta tarea.

2. Programa integral que cobije a todas las victi-

mas de violaciones a derechos humanos e in-
fracciones al derecho internacional humanita-
rio, En segundo lugar, esta es una oportunidad 
muy valiosa para hacer un verdadero programa 
que no se restrinja a las víctimas de “justicia y 
paz”. De esta manera, la víctima sería protegida 
por su calidad de tal y de situación de riesgo, 
y no por el procedimiento penal en el que se 
encuentre su agresor. La ley 975, de “justicia y 
paz”, es un mecanismo residual que sólo ope-
ra para sancionar penalmente a miembros de 
grupos armados al margen de la ley, que se 
hayan desmovilizado y que al momento de su 
desmovilización tuvieran procesos penales en 
contra y que  además cumplan los requisitos de 
aportar a la verdad, a la justicia, a la reparación 
y a no continuar delinquiendo.
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	 Es claro, que muchos casos de violaciones a 
derechos humanos e infracciones al derecho 
internacional humanitario, se debaten en ins-
tancias diferentes a Justicia y Paz, como es la 
justicia penal ordinaria. Se debe tener en cuen-
ta que, Incluso, si se presentara una ruptura en 
medio del proceso de “justicia y paz” por la fal-
ta de cumplimiento de requisitos por parte del 
postulado, el caso tendría que ser remitido a la 
justicia ordinaria, y por ese hecho la víctima no 
podría quedar injustamente desamparada.

3. Un programa que no se centre en medidas 
reactivas de protección individual, Es indis-
pensable ir mas allá de las medidas de “res-
puesta” individual con las que se han venido 
manejando los programas de prevención exis-
tentes, para afrontar con decisión el dispositivo 
de prevención dirigido a municipios, así como a 
campañas que den a conocer a las víctimas, no 
sólo que pueden acudir a los mecanismos judi-
ciales, sino que además, de necesitarlo, pueden 
ser amparadas por el programa de protección. 

	 Si se tiene en cuenta el alto índice de personas 
que no denuncian (más del 50% en municipios 
de menos de 10.000 habitantes y hasta el 75% 
en zonas de especial riesgo como Nariño, de 
acuerdo a datos de la Fundación Social), parece 
ser que no se puede esperar únicamente que la 
víctima se haga parte en el proceso y se anime a 
pedir protección. La cobertura debe ser también 
preventiva y complementarse con campañas de 
difusión para que las víctimas conozcan que tie-
nen derecho a la protección, así como los meca-

nismos para acceder a ella de ser necesario. 

	 Incluso, es posible que se pueda llegar a presu-
mir la situación de riesgo en la que se encuen-
tran las víctimas y testigos en estas circunstan-
cias, para lo cual no es necesario esperar a que 
haya una señal externa y objetiva del riesgo 
para recomendar mecanismos de auto protec-
ción o dar instrucciones sobre como detectar 
una situación de riesgo. En algunos casos, los 
asesinatos se han concretado sin que hubiera 
una señal previa especial de riesgo. La expe-
riencia internacional también puede servir para 
reforzar los mecanismos preventivos.

	 “La jurisprudencia del TPIR [Tribunal Penal Inter-
nacional de Ruanda sostiene que para otorgar 
medidas de protección se requieren elementos 
objetivos, ya que no basta el temor subjetivo de 
los testigos, subrayando la naturaleza excepcio-
nal de dichas medidas.74 No obstante, en la prác-
tica, estos criterios han sido aplicados con cierta 
flexibilidad, al punto tal de que, ante la TPIR las 
medidas de protección para testigos son la regla 
más que la excepción.75 En numerosos casos de 
testigos de la defensa o de la Fiscalía, la Corte 
sostuvo que el clima general de inseguridad, 
justificó la adopción de medidas de protección 
sin necesidad de examinar las circunstancias 
individuales de cada testigo. Por ejemplo, en el 
caso de Bagilishema,76 el pedido del fiscal sobre 
la adopción de medidas de protección para los 
testigos de cargo, la Sala de Primera Instancia 
estableció que: “la necesidad de adoptar medi-
das de protección para los testigos no debe ba-

74	 Ver por ejemplo Rutaganda, (ICTR-93-3-T), Decisión de medidas de protección para los testigos de la defensa, 13 de julio de 1998, párr. 9;
	 Nteziryayo, (ICTR-97-29-T), Decisión sobre la moción de la defensa requiriendo la adopción de medidas de protección para testigos, Sala
	 de Primera Instancia II, 18 de septiembre de 2001, párr. 6. Nyiramashiko y Ntahobali, (ICTR-97-21- T), Decisión sobre la moción de Arsene
	 Shalom Ntahobali solicitando medidas de protección para los testigos de la defensa, Sala de Primera Instancia II, 3 de abril de 2001, párr. 10;
	 Simba (ICTR-01-76-I), Decisión sobre la moción de la Defensa para protección de testigos, Sala de Primera Instancia I, 25 de agosto de 2004, párr. 5.

75	 Véase Sluiter, G. “El TPIR y la protección de testigos”, Revista de Justicia Penal Internacional, Vol. 3, (2005) págs. 962 a 976, párr. 968.  

76	 ºBagilishema, (ICTR-95-1A1-I), Decisión sobre la moción del Fiscal para solicitar medidas de protección de los testigos, Sala de Primera Instancia 
I, 17 de septiembre de 1999, párr. 6 a 8; véase también Nyiramashiko y Ntahobali, (ICTR-97-21-T), Decisión sobre la moción de Arsene Shalom 
Ntahobali para adopción de medidas de protección para testigos de la defensa, Sala de Primera Instancia II, 3 de abril de 2001, párr. 11-12; y Simba 
(ICTR-01-76-1), Decisión sobre la moción de la Defensa sobre la adopción de medidas de protección testigos, Sala de Primera Instancia I, 25 de 
agosto de 2004, párr. 6. (traducción libre).
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sarse solamente en la representación de las par-
tes. Por lo tanto, la necesidad debe ser evaluada 
también en el contexto de la seguridad general 
de la situación que afecta a los testigos involu-
crados”. La Sala citó varias fuentes77 que des-
cribían “una situación particular de volatilidad 
en Ruanda y en los países vecinos”, y concluyó 
que “esta situación de seguridad volátil pone en 
peligro la vida de aquellas personas que, de una 
manera u otra manera, fueron testigos de los 
eventos de 1994 en Ruanda”. Tomando en cuen-
ta “que la situación de seguridad actual afecta 
a los testigos de cargo”, la Sala decidió que las 
medidas de protección requeridas por el Fiscal se 
justificaban”.78

	 Por supuesto, esto implica un esfuerzo presu-
puestal, pues de lo contrario, se pueden gene-
rar falsas expectativas que pueden conducir a 
desastres irreversibles y muy dolorosos.

4. 	Adopción de protocolos especiales de valora-
ción del riesgo, así como medidas de protec-
ción específicas cuando la víctima es mujer o 
cuando el delito que se investiga es de violen-
cia sexual. Se trata justamente de cumplir con 
la orden impartida por la Corte Constitucional. 
La Corte Penal Internacional cuenta con algu-
nos protocolos, conforme a las reglas de proce-
dimiento y prueba, que podrían servir de guía 
para la adopción de ellos, con las adaptaciones 
que sean del caso para que se ajusten a las nece-
sidades concretas de las mujeres colombianas. 
Además, no es igual proteger a una mujer que 
a un hombre. Sus prioridades son distintas y su 
forma de enfrentar el riesgo también. Por eso 
la valoración del riesgo y las medidas de pro-
tección deben atender a sus necesidades, a sus 
responsabilidades y al rol familiar y social que 
tienen sin generarle traumatismos adicionales, 
respetando su autonomía y voluntariedad.

5. Consideración de los riesgos específicos que 
sufren las mujeres, Este punto es indispensa-
ble para que el programa entre a adoptar las 
medidas específicas de protección para ellas. 
Así por ejemplo, aunque los programas de pro-
tección generalmente se centran en medidas 
de protección por amenazas contra la vida y la 
integridad personal, deberían diseñarse medi-
das específicas de protección para los riesgos 
específicos que enfrentan las mujeres, tales 
como la violencia sexual en sus diferentes mo-
dalidades, el reclutamiento de sus hijos e hijas, 
esclavitud doméstica, entre otros ya señalados 
por la Corte Constitucional.

6. Respeto por la autonomía de la víctima o tes-
tigo, así como por la continuidad de su parti-
cipación en el proceso penal. La decisión de la 
mujer de instaurar una denuncia penal en las 
condiciones de vulnerabilidad en las que ge-
neralmente se encuentra es un acto de empo-
deramiento. Por consiguiente, es importante, 
no sólo que su seguridad sea garantizada, sino 
además, que su reclamo de justicia no se vea 
abandonado por la falta de acompañamiento 
del Estado a través de medidas procesales que 
permitan su participación. Esto no quiere de-
cir que se deba forzar a la mujer a continuar su 
participación a cualquier costo, o en contra de 
su voluntad. También es importante valorar si 
la mujer está en condiciones emocionales para 
participar, sin generarse más traumatismos. Sin 
embargo, sí es determinante que la víctima o 
testigo se sienta acompañada por el Estado, no 
sólo en la protección de su vida, sino en el re-
clamo de sus derechos. Para tal fin existen di-
ferentes mecanismos procesales, modalidades 
especiales de declaración, etc., que pueden 
facilitar la participación de las víctimas en los 
procesos cuando se encuentran expuestas a si-
tuaciones de riesgo extremo o extraordinario.

77	 En particular, la Oficina de Operaciones en el Terreno del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas en Ruanda, 
Reportes de Situación, HRFOR/STRPT/33/1/24, January1997/E y HRFOR/STRPT/56/1/28August1997/E.

78	 Federación Internacional de Derechos Humanos, FIDH, Los derechos de las víctimas ante la CPI, Capítulo VI: Protección, apoyo y asistencia,
	 pág. 15.en: www.iccnow.org.
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Capítulo 3

Las Reparaciones, una Mirada Crítica al Programa
de Reparación Individual por Vía Administrativa.

3.1 	 Introducción

Como es conocido, el pasado 22 de Abril de 2008 el
Gobierno Nacional expidió el Decreto No. 1290 por el cual 
se crea el Programa de Reparación Individual  por Vía
Administrativa para las Víctimas de los Grupos Armados 
Organizados al Margen de la Ley, a los que se refiere el 
inciso 2 del artículo 1° de la ley 975 de 2005.

Este programa de reparación, financiado por el gobierno, 
está a cargo de la Agencia Presidencial para la Acción Social 
y la Cooperación Internacional – Acción Social, con la
intención de responder por la vía administrativa a las
víctimas, aunque estas no hayan hecho parte de los
procesos judiciales contra los desmovilizados. En el
decreto, se contemplaron cinco medidas de reparación
administrativa, así: a) Indemnización Solidaria.
b) Restitución. c) Rehabilitación. e) Medidas de
satisfacción. f) Garantías de no repetición de las conductas 
delictivas.   

El amplio número de versiones borrador elaboradas del 
decreto previamente a su expedición por el Ministerio del 
Interior y de Justicia, reflejó las múltiples posiciones y
controversias que surgieron alrededor del tema.
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A continuación las observaciones más relevantes al decreto: 

3.2 Principios Rectores y Definiciones.

3.2.1 Creación del Programa.

La CNRR, como lo expresó en el Documento Recomendación de Crite-
rios de Reparación y de Proporcionalidad Restaurativa, decidió trabajar 
en la elaboración de un Programa Nacional de Reparación, el cual se 
formularía con la participación de las víctimas, teniendo en cuenta el 
patrón de la violación y su gravedad, el perfil de los beneficiados, la 
capacidad institucional y la disponibilidad financiera.

Además, manifestó la intención para que este Programa se implemen-
tara a través de una Ley de la República, es decir, apoyado por las fuer-
zas políticas representantes de la ciudadanía colombiana.79

Esta posición, que era la acertada,  debió ser atendida si se parte de la 
base que los programas de reparación se caracterizan por ser un meca-
nismo con el cual se genera un fuerte impacto nacional, un cambio de 
conciencia en la sociedad sostenible en el tiempo, y lo más importante, 
que todo lo anterior podría conducir a su vez a un gran acuerdo nacio-
nal sobre el tema; por ello, su espacio de gestación y deliberación no  
debía restringirse únicamente al Ejecutivo, sino, por su naturaleza, al 
Congreso de la República. La legitimación de un programa de este nivel 
se conseguiría al ser concebido como una  política pública y su creación 
debía ser por a través de una ley de la República.

De otra parte pero en el mismo sentido, era importante reconocer que 
para lograr la efectividad de las medidas que mas adelante tendrían que 
adoptarse para el Programa de Reparación, estas  debían fundamentar-
se en la consulta y concertación con las víctimas individuales y colecti-
vas; es decir, en estrecha relación con ellas, porque “el efecto reparador 
de las misma sólo se obtiene plenamente cuando se toman en conside-
ración las aspiraciones, intereses y necesidades de las víctimas”.80

Si bien se comparte que para cualquier gobierno de un país que ha sufrido violaciones masivas de 
derechos humanos, es legítimo e imperativo implementar programas de reparación que favorezcan 
a la mayor cantidad de víctimas, es necesario también plantear que la creación de un Programa de 
Reparación por vía administrativa, debe mirar justamente a las víctimas, y establecer una reparación 
adecuada y efectiva para las mismas. Para lograrlo, es indispensable la participación de ellas mismas 

79	 Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación -  CNRR  - . Recomendación de criterios de reparación y de proporcionalidad restaurativa. 
Pag. 21.

80	 Ídem. Pag. 24
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en la definición, construcción y elaboración de los 
programas, en los que queden ampliamente con-
signadas sus expectativas, lo cual es ya un inicio de 
reparación; esos procesos de construcción conjun-
ta, evidencian un reconocimiento a su condición y 
se constituyen en una medida reparadora.

Desafortunadamente,

que reparar, el Convenio OIT No. 169, consagra 
el derecho de consulta a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropiados y en parti-
cular a través de sus organizaciones representa-
tivas, cada vez que se prevean medidas legislati-
vas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente; valga decir, la decisión de medi-
das de reparación y restitución de los derechos 
que van a influir en su proceso de desarrollo, y 
que afectará sus vidas, creencias, instituciones y 
bienestar. Además, deberán participar en la for-
mulación, aplicación y evaluación de los planes 
y programas de desarrollo nacional y regional 
susceptibles de afectarles directamente, en el su-
puesto que ésta fuese una medida de reparación 
colectiva. En el mismo sentido, la Corte Consti-
tucional en Sentencia 169 de 2001, expresó que 
el derecho a la consulta que tienen los pueblos 
indígenas es  un derecho fundamental que se 
constituye para “preservar la integridad étnica, 
social, económica y cultural de las comunidades  
indígenas y para asegurar, por ende, su subsis-
tencia como grupo social”

Y es por eso, que es de lamentar que un proceso 
guiado hacia la reparación se hubiese iniciado con 
un desconocimiento simplista de la importancia 
de las víctimas en la construcción participativa y 
deliberativa en la restitución de sus derechos. De 
igual forma, se rechaza la decisión mayoritaria de 
la CNRR que, en contravía de documentos apro-
bados en su seno por unanimidad en plenarias 
anteriores, como fueron “Definiciones Estratégi-
cas y los criterios de reparación”, esta termina-
ra considerando que un mecanismo informativo 
bastaba para legitimar una propuesta de esta 
magnitud.

3.2.2  Definiciones. 

3.2.2.1 Reparación Integral.

En cuanto a la reparación de las víctimas, los es-
tándares internacionales han adoptado la visión 
de reparación integral, la que tiene como finali-

la propuesta del gobierno no tuvo en cuen-
ta la realización de  estos procesos, sino 
que determinó la creación de unos espa-
cios de información a las víctimas, los cua-
les, por la cantidad de personas convoca-
das y por la metodología de los mismos, se 
limitaron a la simple información general 
de los temas, sin considerar siquiera la de-
liberación; lo que significó, restarle serie-
dad a la propuesta y un desconocimiento 
al derecho a la consulta social y a los pro-
cesos participativos de la ciudadanía en la 
construcción de paz propios del Estado So-
cial de Derecho, y que, además, han sido 
reconocidos como necesarios espacios de-
mocráticos en los Convenios internaciona-
les ratificados por Colombia.

En este sentido, se recuerda que según la Decla-
ración de Nairobi de 2007 sobre el derecho de las 
mujeres y las niñas a interponer recursos y ob-
tener reparaciones para asegurar la implementa-
ción de medidas de reparación basadas sobre el 
género, la edad, la diversidad cultural y los dere-
chos humanos, se debe asegurar la plena partici-
pación de las víctimas en la toma de decisiones 
respecto a las reparaciones, asegurar una repre-
sentación equitativa de mujeres y niñas en toda 
su diversidad, y garantizar la plena participación 
de las víctimas en cada etapa del proceso de re-
paración, tanto en el diseño, implementación, 
evaluación así como en la toma de decisiones.

Así mismo, al tenerse en cuenta que las comuni-
dades también son víctimas a las cuales se tiene 
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dad la dignificación de las víctimas, la compensa-
ción de sus pérdidas y la restitución de sus dere-
chos, y se caracteriza por un conjunto de medidas 
que, además de incluir el esclarecimiento de la 
verdad, la reconstrucción de la memoria históri-
ca, la aplicación de la justicia y las reformas insti-
tucionales, se materializan en distintas formas de 
reparación como la restitución, la indemnización, 
la rehabilitación, la satisfacción y las garantías de 
no repetición.

La integralidad, en su aspecto interno, se refleja 
en medidas individuales y colectivas y en el ex-
terno, en medidas materiales y simbólicas.

Estos aspectos son fundamentales porque permi-
ten que la mayor cantidad de víctimas sean repa-
radas en todos los aspectos como consecuencia 
de la violación infringida.

En relación con los  derechos cubiertos por el 
programa y las diferentes clases de violaciones 
consideradas, el decreto hace una lista de am-
bos estableciendo específicamente cuales se 
tendrán en cuenta para efectos de la reparación. 
Surge entonces la pregunta sobre que criterios 
se emplearon para determinar de unos y otros 
cuales debían formar parte del programa. Esto 
es importante por cuanto violaciones masivas, 
graves y sistemáticas como el desplazamiento y 
la tortura no fueron incluidas. 

Sin embargo, las cifras son tozudas y no se pueden 
desconocer. En el 2005, se registraron 216.409 
desplazados y en el 2007, 172.722.81 Por su par-
te, la tortura es una conducta ampliamente tipifi-
cada, con características propias que bajo ningún 
parámetro pueden asimilarse a las de una lesión 
personal. Así ha sido reconocido en la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos (Art.5), en 

la Convención Americana de Derechos Humanos 
(Art. 5,2), en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (Art.7), y en la Convención Inte-
ramericana para prevenir y sancionar la tortura;  
además, es conocido ampliamente que en la rea-
lidad colombiana se reportan casos verdadera-
mente aberrantes que ya han sido denunciados 
públicamente.82

 
Como complemento a lo anterior, se debió es-
tablecer que los derechos y violaciones invoca-
dos en el decreto, estuvieran en concordancia 
con la clasificación que a nivel internacional se 
ha dado, quedando cubiertos los siguientes de-
rechos: Vida, integridad personal (física, psíquica 
y moral), Libertad personal, libertad sexual y re-
productiva y autonomía personal. En cuanto a las 
violaciones, incluir la tortura y los tratos crueles e 
inhumanos; prostitución forzada, embarazo for-
zado o cualquier forma de violencia sexual.

81	 www.derechos humanos.gov.co/observatorio/indicadores/2006.

82	 Ver informe preliminar “Casos de tortura en Colombia entre los años 2004 y 2006“elaborado por la Coalición Colombiana contra la Tortura.

83	 Ídem.

Se encontró también, que el decreto excluyó 
los delitos contra el patrimonio y la propie-
dad así como a las víctimas de agentes del 
estado, aduciendo que ellas serían objeto de 
futuros programas. No se puede compartir 
la concepción de exclusión de esta propues-
ta, cuando justo estas víctimas representan 
la mayoría desde 1964.83 Si bien existen pro-
gramas para los desplazados, estos son de 
ayuda humanitaria, no de reparación por los 
daños sufridos; está equivocado el gobierno 
al pretender darle ese enfoque. 

Por último, no hay reconocimiento a la magnitud 
y significado del tema relacionado con las minas 
anti persona, al dejar de lado a sus víctimas que 
desde el año 1990 al 2008 (feb. 01) registraron 
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un total de 6.724, y concretamente en el año 2005, 1.104; y en el año 
2006, un total de 1.100.84  Pero además, se desconoce con ello, el es-
fuerzo de innumerables organismos nacionales e internacionales para 
que haya conciencia de esta violación.

3.2.2.2 Víctimas y Destinatarios

Si la intención del Decreto es reparar a todas las víctimas del conflicto 
armado, el Programa no se debe referir sólo a las víctimas de los grupos 
armados ilegales sino que debe abarcar a todo un universo de víctimas 
que incluya a aquellas personas que han sido víctimas de los agentes es-
tatales. Lo contrario sería adoptar una política excluyente que limitaría 
la reparación a determinados delitos dejando de lado conductas ilícitas 
sistemáticas en Colombia como son las ejecuciones y detenciones extra-
judiciales y las desapariciones forzadas realizadas por agentes del estado. 
Los criterios discutidos por la CNRR llevaban a considerar la reparación 
según el grado de vulnerabilidad de las víctimas y el patrón de violacio-
nes, de ninguna manera en consideración al actor de los hechos.

Se observa también, que no hay claridad frente a las categorías 
de víctima, beneficiario y causahabiente del derecho a la repa-
ración. Ante todo, el decreto debió respetar la definición de víc-
timas que por ley fue acogida, y su interpretación de la Corte 
Constitucional.

Además, de manera general y de acuerdo a los estándares de la Corte 
Constitucional, toda persona que hubiese sido víctima o perjudicada por 
un delito, tiene derecho a un recurso efectivo para solicitarle al Estado la 
satisfacción de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación y una 
limitación a este precepto configura una violación del derecho de acceso 
a la administración de justicia, al debido proceso y a un recurso judicial 
efectivo, consagrados en los artículos 1, 2, 29 y 229 de la Constitución y 8 
y 25 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos.

El decreto determina la condición de víctima - la persona que individual o colectivamente haya sufri-
do daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de disca-
pacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera 
o menoscabo de sus derechos fundamentales. También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero 
o compañera permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima 
directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida, y a otros familiares que 
hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal- y 

84	 Ídem.
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por lo tanto, será beneficiario del programa o sea 
de las medidas de reparación individual.

Con base en esta definición, se puede inferir que 
lo importante para acceder al programa  es que 
la persona haya sufrido un daño real, concreto y 
específico, cualquiera sea la naturaleza de éste y 
el delito que lo ocasionó, con lo cual se conservan 
los lineamientos de la Corte Constitucional. Estos 
beneficiarios, a) las víctimas que demuestren ha-
ber sufrido un daño real, concreto y específico y 
b) sus familiares que cumplan los requisitos pro-
batorios correspondientes respecto al daño su-
frido, son los que pueden hacer valer su derecho 
a la reparación.

Situación diferente es que el derecho generado 
en la propia víctima se transmita a sus suceso-
res: El daño inmaterial cuando es sufrido por una 
persona con motivo de las torturas recibidas has-

ta el momento de su muerte genera un derecho 
a la reparación que pasa a los familiares por vía 
sucesoria, según la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos.

Teniendo en cuenta lo expuesto, el decreto pue-
de estar desconociendo  estos parámetros al re-
glamentar en el Parágrafo 2 del Artículo Quinto, 
cómo se debe indemnizar en caso que concurran 
varias personas con derecho a la indemnización 
porque, al confundir las calidades de causaha-
biente con  víctimas directas beneficiarias, nie-
ga el derecho de la reparación que, de manera 
individual, tendrían varias víctimas de un mismo 
hecho. Por lo tanto, cada beneficiario –sea con-
yugue, hijo, u otro familiar- tiene que recibir el 
monto completo de la indemnización establecida 
en el decreto. Lo reglamentado, aplicaría en caso 
que los cónyuges, hijos y demás personas fueran 
causahabientes de la víctima directa.

3.3 Medidas de Reparación Individual Administrativa.

En cuanto a las medidas adoptadas, la ta-
bla de valoración propuesta para la can-
celación de la indemnización solidaria por 
el Decreto, desconoce los parámetros que 
ha tenido la jurisprudencia colombiana 
para fijar el monto de las indemnizacio-
nes. Debe entenderse que al no basarse en 
un criterio claro, específico y preexistente  
(Montos fijados por las Corte o por la legis-
lación nacional), termina convertido en un 
hecho abiertamente arbitrario.

daño sufrido por la víctima (Categoría de la vio-
lación, calidad de la víctima, vulnerabilidad, con-
texto de la violación, intensidad del sufrimiento, 
pérdidas patrimoniales, etc.) para así poder de-
terminar su cuantificación de una manera más 
técnica. Lo cierto es que lo establecido en el de-
creto no tiene sustentación conocida, ni parece 
responder a un estudio serio del problema. 

Así mismo, y acogiéndonos a las mismas fuentes 
de consulta del gobierno en materia de repara-
ción, observamos que muchas de las medidas 
adoptadas para la reparación individual de las 
víctimas, no se ajustan a la esencia y fin de las 
diferentes formas de reparación, sino que se ase-
mejan a acciones humanitarias; por lo tanto, pa-
recieran concebidas sin tener en cuenta los ele-
mentos básicos para su formulación, como que 
éstas fueran adecuadas, efectivas, rápidas, pro-
porcionales, con enfoque de género, o teniendo 
en cuenta la vulnerabilidad de las víctimas y el 
TIPO de violación, o simplemente atendiendo a 

Lo mismo aplica para la determinación diferencial 
sobre por cuánto se deben indemnizar los delitos 
contemplados en el decreto: ¿Por qué unos me-
recen una mayor indemnización que otros? ¿Cuál 
es el criterio para definirlo? La CNRR en su docu-
mento Criterios de Reparación, recogió algunos 
elementos reconocidos por la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, para dimensionar el 
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las necesidades reales –y consultadas- de las víc-
timas. 

El conjunto de medidas que se listan en resti-
tución, rehabilitación, satisfacción de garantías 
de no repetición, son enunciados generales que 
dejan una expectativa de formulación por  par-
te de la entidad responsable. Como se ve, no se 

expresan las medidas específicas ni el mecanis-
mo concreto para ejecutarlas, y por supuesto, se 
desconocen las decisiones  adoptadas para po-
blaciones específicas: las mujeres, niños, niñas, 
jóvenes, personas pertenecientes a las etnias, 
entre otras. Para completar, los programas care-
cen de términos en el tiempo para adelantar su 
formulación y ejecución.

 3.4 Instituciones y procedimientos

Sobre estos capítulos, se hacen fundamental-
mente las siguientes observaciones:

• 	 El comité de ejecución y seguimiento adole-
ce de una representación plural. Es eminen-
temente gubernamental y sus funciones son 
las mismas de la CNRR. A la fecha no ha sido 
convocado, no obstante el número elevado de 
registros de las víctimas interesadas en solici-
tar su reparación.

• 	 En cuanto al procedimiento de solicitud de 
reparación, debería trabajarse en el estable-
cimiento de una ruta clara con plazos deter-
minados para las actuaciones y trámites inter-

nos de los diferentes entes que participan. Por 
ejemplo, no se establece el plazo ni para hacer 
el estudio técnico, ni para verificar los datos y 
para la entrevista.

• 	 En virtud del tiempo de referencia (1964) para 
tener en cuenta la ocurrencia de las violacio-
nes objeto de reparación, existe ya un número 
considerable de denuncias que, al ser recibías 
todas en un año, podrían, sin una eficiente ca-
pacidad de cruce de información y evaluación, 
colapsar el sistema dispuesto para ello.

En el siguiente cuadro, se observa, el desarrollo del 
proceso de registros a Noviembre 28 de 2008, así:

Gráfico No. 13

Fuente. Subdirección de Atención a Víctimas de la Violencia. Acción Social. Noviembre 28 de 2008

Solicitud Reparación Individual por Vía Administrativa
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Capítulo 4

Ley de víctimas, algunas observaciones
generales y perspectivas

4.1	 El trámite

En el 2008, el Congreso avanzó en el trámite para la
creación de una ley (por la cual se dictan medidas de
protección a las víctimas de la violencia),  a través de la 
cual se construyera una política de estado para las víctimas  
y con la cual se recogieran las diferentes disposiciones
relacionadas con las víctimas de la violencia armada en 
Colombia en un solo bloque normativo.

Sin embargo,  y como reza el adagio popular, pareciera que 
“el remedio resultó peor que la enfermedad”, pues a la 
iniciativa original, radicada en el Senado de la República a 
mediados del 2007, se le hicieron severas contrarreformas 
por parte del gobierno en el tercer debate en la Comisión 
Primera de la Cámara de Representantes, no obstante que 
el proyecto contaba con el apoyo de los partidos, de las
víctimas, de las organizaciones sociales, de paz, de
derechos humanos y con el respaldo decidido de la
Comunidad  Internacional. Al final el gobierno,
aprovechando la controversia natural suscitada entre las 
bancadas del congreso con ocasión de las mencionadas 
reformas, obligó a que en  el último debate en Cámara 
quedara aplazado el proyecto para el año 2009.
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Efectivamente, el día 20 de diciembre de 2008 la 
Plenaria de la Cámara, en medio de los famosos 
tragos “tinteros”85 de Whisky  y de diversas agresio-
nes e insultos para con el coordinador de ponentes 
representante Rivera, se decidió el aplazamiento 
para la próxima legislatura el debate de la ley,  sin 
importar las expectativas  creadas a  miles de vícti-
mas y todo dentro de un contexto bochornoso, que 
dejó mucho que pensar del compromiso tanto del 
Gobierno como del Congreso de garantizar plena-
mente y de manera estructural los derechos a  las 
víctimas del conflicto armado en el país.

El proyecto presentado inicialmente por la bancada 
del partido liberal, tuvo desde el principio resisten-
cias parciales del gobierno, pero durante  el proce-
so se logró el apoyo de la mayoría de senadores de 
todas las fuerzas políticas. De esta manera se man-
tuvo un diálogo entre el Gobierno y las bancadas, 
que culminó en un proceso mas o menos concerta-
do, quedando pendientes  temas referentes al pa-
trimonio y a los procedimientos  de restitución de 
tierras, los que serían complementados en el trámi-
te posterior de la Cámara de Representantes.

Es importante señalar, que el Gobierno pidió  que 
en el texto del proyecto se cambiara el término 
“conflicto armado” por el de “violencia”, dado 
que el gobierno de Uribe considera que en Co-
lombia no hay conflicto armado sino que operan 
bandas delincuenciales. En aras de avanzar, se 
hizo de lado esta diferencia y se logró el acuerdo 
preliminar  dando prelación  a las víctimas.

Se debe reiterar cómo en el tercer debate en 

la Cámara de Representantes,  el Gobierno dio 
marcha atrás  sobre dichos acuerdos,  alcanzados 
dificultosamente en el Senado.  La bancada del 
Gobierno quiso sacar ventaja del debate, alimen-
tando y exacerbando las posiciones ideológicas 
de los partidos de gobierno.

La situación en general, se vió agravada por la 
decisión del gobierno de atravesar forzadamente 
los temas del referendo y la reforma política, que 
eran de su mayor  interés, por estar en procura 
de lograr la nueva reelección presidencial. 

Entonces era obvio, como de hecho lo manifes-
taron sin ningún rubor varios de los congresistas 
uribistas  en la Plenaria de Cámara en diciembre; 
“que primero estaban los asuntos  que eran im-
portantes  para el gobierno  y para el país”86 ha-
ciendo ver que proyectos como el de la ley de 
víctimas podían esperar, como si no se tratara de 
más de 3 millones ciudadanos y ciudadanas co-
lombianos, a quienes les han violentado y ultra-
jado  sus derechos durante años.

El último debate en Cámara fue desconcertan-
te, tanto para las víctimas que participaron en 
la audiencias públicas regionales87 con sus ob-
servaciones y propuestas, como para las organi-
zaciones que las acompañaron y que continúan 
en la defensa de sus derechos; También lo fue, 
para la Mesa de Trabajo  de la que hacen parte 
diversas organizaciones de derechos humanos, 
organizaciones sociales, víctimas, las cuales de 
manera juiciosa se reunieron cada semana en la 
Fundación Social88 para hacer propuestas y me-

85	 Revista semana.com. Artículo “Emborracharon la ley de víctimas”. Diciembre 21 de 2008.

86	 Declaraciones a los medios del representante Constantino Rodríguez del partido Alas Equipo Colombia, miembro de la bancada Uribista. Semana.
com diciembre 20 de 2008. “emborracharon la ley de víctimas”.

87	 Como ya se menciono en este documento, la Cámara de Representantes aprobó la  realización de audiencias públicas regionales. En total
	 se realizaron nueve y  contaron con la participación de más de 4 mil víctimas.

88	 Hacen parte de esta mesa, la Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz-IMP, REDEPAZ, Codhes, Comisión Colombiana de Juristas, 
De Justicia, ICTJ, Movimiento Nacional de Víctimas, Reiniciar, Víctimas de Crímenes de Estado,  Unidad legislativa del representante Guillermo 
Rivera, Unidad legislativa del senador Juan Fernando Cristo, Comisionadas Patricia Buritica Céspedes, Ana Teresa Bernal, con el acompañamiento 
del Sistema de Naciones Unidas, a través del PNUD.
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jorar el articulado  que venía de Senado y al cual 
era  necesario hacerle algunos ajustes e incluirle 
otros temas, por considerarlos de sumo interés, 
como en el tema de  mayores garantías y mejores 
condiciones a las víctimas de violencia sexual, la 
inclusión  de la perspectiva de género, el tema de 
la universalidad de las víctimas y la inclusión de 
las víctimas de estado y la restitución de tierras , 
entre otros.

Allí el Gobierno llevó su propia propuesta y se-
gún la bancada de oposición así como los medios 
de comunicación y las mismas víctimas que asis-
tieron al recinto, la versión del gobierno contenía 
elementos abiertamente contrarias a sus dere-
chos.  De esta manera,  artículos esenciales de la 
ponencia inicial, fueron eliminados súbitamente 
del texto y reemplazados por los del Gobierno.

Además, para la bancada del gobierno, la presen-
cia de las víctimas en el recinto del debate fue 
considerada impropia y se quejó airadamente por 
la asistencia de las mismas a la Comisión Primera 
de la Cámara  y sustentaron que “su presencia 
ejercía presión a los legisladores” y calificaron las 
audiencias públicas, donde las víctimas presen-
taron su propuesta, como un “acto populista” en 
palabras del representante Heriberto Sanabria 
del partido  conservador.89

El desconcierto  fue tal, que  la bancada de opo-
sición (representantes liberales  y del Polo Demo-
crático Alternativo) al ver que no eran escucha-
dos sus argumentos, decidió retirarse del debate. 
“Esta iniciativa es más gravosa para las víctimas 
porque, va contra mi conciencia jurídica. Yo creo 
que se debe legislar para ellas y  no contra ellas”, 
dijo el representante Germán Navas Talero.90 Y no 

era para menos, pues las razones esgrimidas por 
el gobierno eran  evidentemente infundadas.

Las víctimas de crímenes de estado fueron ex-
cluidas en las reformas, de la reparación integral, 
propósito medular de la iniciativa, pues a pesar  
de que se mencionan en la Ley, para quienes han 
sufrido daños por las acciones de agentes esta-
tales, se estableció que deberán contar con una 
sentencia ejecutoriada de un organismo judicial 
para poder acceder a la reparación.

Esta decisión constituye sin duda un trato discri-
minatorio. Debe reiterarse,  que las víctimas de 
los grupos ilegales pueden acceder a la repara-
ción contando solo con una prueba sumaria de 
su condición, en la  que se demuestre que fueron 
agraviadas, sin requerir sentencia judicial previa. 
En cambio, las víctimas de agentes del Estado 
tendrán que denunciar formalmente los hechos 
y a través de un  proceso esperar a que el juez 
falle a su favor, procedimiento que puede tardar 
varios años sin que el afectado pueda  percibir la 
indemnización a que tiene derecho.

Tal como lo señala la revista Semana, “el temor 
de fondo del Uribismo detrás de su negativa 
a aceptar que las víctimas de agentes del Esta-
do sean reparadas  sin orden judicial, es que de 
aprobarse esta norma, muchas personas que 
resultaren afectadas por acciones legitimas del 
Ejercito, consigan que el Estado las repare”.91

Ante esta situación  la Bancada del Partido Libe-
ral envío  una  carta al presidente del Senado,  
donde prácticamente le solicitan el archivo del 
proyecto y le manifiestan: “no hay lugar a dudas, 
el texto aprobado por la Cámara es regresivo con 

89	 Las organizaciones de víctimas hicieron presencia a lo largo del debate en la Comisión Primera y en la Plenaria de Cámara. Las víctimas
	 de crímenes de Estado reclamaban verdad, justicia y reparación para todos  y un grupo de mujeres víctimas sobrevivientes acompañadas
	 por la Alianza IMP estuvieron todo el tiempo vestidas con velos negros y cargaban en sus manos, una réplica de las lapidas de sus hijos
	 y familiares muertos y desaparecidos.

90	 En Semana.com “Aprobada versión uribista del proyecto de ley de víctimas”. Noviembre 18 de 2008.

91	 Ídem
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respecto al de Senado, es radicalmente distinto 
y, por tanto imposible de conciliar con el Sena-
do… El proyecto aprobado carece de consenso 
requerido para una iniciativa  de esta naturale-
za y desconoce abiertamente la integralidad y la 
universalidad que exigen los organismos interna-
cionales”.92

En la misiva, la bancada Liberal explicó que  los 
cambios introducidos en la Comisión Primera 
al proyecto de ley 044, lo convierten en una ley 
contra las víctimas y no para las víctimas, por ello 
fue tildado de “inconveniente un proyecto que 
no dignifica, sino que ofende a mas de 3 millones 
de compatriotas…”

Es inaudito el curso que tomó durante los últi-
mos meses este importante proyecto. La unilate-

ralidad manifiesta del gobierno y la falta de con-
ciencia acerca del fondo humanitario que debe 
contener esta norma y de la trascendencia de sus 
objetivos como instrumento de paz, ha generado 
toda clase de reacciones en contra.

Para  la oposición es ilegitima al carecer del res-
paldo de las víctimas de las distintas regiones de 
Colombia y de  la Comunidad Internacional. Tam-
poco la aceptan como desarrollo idóneo para la  
creación de la política pública relativa a las vícti-
mas  el Sistema de Naciones Unidas en Colombia, 
la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo, mucho 
menos la Alianza Iniciativa de Mujeres Colombia-
nas por la Paz-IMP ni las organizaciones de de-
rechos humanos nacionales e internacionales y 
hasta las organizaciones de derechos humanos 
de Estados Unidos expresaron su rechazo.

4.2   Diferencias del proyecto 044 de Cámara aprobado por la bancada
Uribista con respecto al proyecto final de Senado.

Como ya se señaló, existió una diferencia abis-
mal  entre la ponencia que se aprobó en Senado 
y la que salió de la Comisión Primera de Cáma-
ra, en tercer debate.

A continuación presentamos algunas de las prin-
cipales diferencias entre ambos textos.

El proyecto aprobado por la Comisión Primera de 
la Cámara:

1.	 Desconoce el deber  de garantía del Estado. 
En Senado se acordó basar la reparación en el 
deber del Estado de garantizar el goce de los 
derechos humanos. Las mayorías de la Comi-
sión Primera de la Cámara consagraron el prin-
cipio de solidaridad, una ofensa para quienes 
anhelan percibir en la ley un reconocimiento 
al derecho de reparación y no la simple  distri-
bución de una limosna.

2.	 Es discriminatorio. El texto  de Senado con-
templaba que las medidas  de ayuda humani-
taria, de asistencia y de reparación, se aplica-
rán a todas las víctimas por igual. No obstante 
las mayorías  en la Comisión Primera de Cá-
mara decidieron que la ayuda humanitaria y 
de asistencia no serán aplicadas a las víctimas 
de agentes de estado (asistencia funeraria y 
judicial y exención en el servicio militar, entre 
otras)  

3.	 Deja en peores condiciones a las víctimas 
de agentes del Estado. El Senado voto para 
que las víctimas  de agentes de Estado fue-
ran incluidas en la reparación administrativa. 
Las mayorías de la Comisión Primera no solo 
las excluyeron;  también les impusieron los 
montos del decreto 1290 para la reparación 
judicial. Así por ejemplo, las madres de los jó-
venes de Soacha deberán esperar  más de 10 

92	 Texto tomado de la carta enviada al presidente del Senado Germán Varón suscrita por los senadores  de la Bancada Liberal como autores
	 del proyecto de Ley 044 de 2008 Cámara-157 Senado “por el cual se dictan medidas para las víctimas de la violencia”. Nov. 18 de 2008. 
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años para acceder a lo que las víctimas  de grupos armados ilegales 
obtendrán de manera expedita.

4.	 Restringe el principio de buena fe. El Senado consideró suficiente 
la presentación de una prueba sumaria para acreditar la condición 
de víctimas. La Comisión Primera  de Cámara retomó la exigencia de 
prueba sumaria, pero dejó en manos del Gobierno el establecimien-
to de los requisitos necesarios para ser incluido en el sistema, lo que 
podría resultar en cargas de prueba excesivas.

5.	 Elimina el principio de favorabilidad. El respeto  del principio pro-
víctima constituye una obligación internacional, así lo reconoció el 
Senado. En la Cámara  lo eliminaron con el argumento perverso de 
que su aplicación afectaría al erario público.

6.	 Niega la existencia de nuevas víctimas a partir de la expedición de 
la ley. Para  las mayorías de la Cámara, son víctimas solo a quienes  
les violaron sus derechos antes de la expedición de la ley. En Senado 
prevaleció la lógica, y por eso, no se plantearon términos. Es claro 
que en Colombia no ha terminado el conflicto y todos los días surgen 
víctimas, a quienes se les niega su derecho a la reparación.

7.	 Imponen plazos de registro irreales. La Comisión Primera  de la Cá-
mara impuso un plazo de dos años a las víctimas para registrarse. 
Esta decisión desconoce  las dificultades  de acceso a las entidades 
del Estado y el miedo a las amenazas que  sienten aun las víctimas  
por acercarse a reclamar sus derechos.

8.	 Establece que los únicos  agentes del estado que pueden incurrir en 
violaciones de derechos humanos  son los miembros de la Fuerza 
Pública. Esto desconoce  que hay otros agentes del Estado que han 
participado con  su acción  u omisión en graves violaciones de dere-
chos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario, 
como miembros de organismos de inteligencia, cuerpos técnicos de 
investigación, etc.
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Anexo Único. Víctimas por Delito

Víctimas por Delito

DELITO No. DE VíCTIMAS

Homicidio art. 103 Cp.       130.545 
Desplazamiento forzado art. 180 Cp.         35.696 
Desaparicion forzada art. 165 Cp.         21.003 
Hurto art. 239 C.P.            7.161 
Lesiones personales art. 111 Cp.            3.079 
Daño en bien aieno. Art. 265 Cp.            1.448 
Extorsion. Art. 244 Cp.            1.401 
Amenazas art. 347 Cp.               979 
Secuestro simple art. 168 Cp.               672 
Secuestro extorsivo art. 169 Cp.               513 
Constreñimiento ilegal art.182 Cp.               419 
Constreñimiento ilegal art.182 Cp.               351 
Reclutamiento ilicito art. 162 Cp.               212 
Acceso carnal violento. Art. 205 Cp.               195 
Terrorismo art. 343 Cp.               179 
Invasion de tierras o edificaciones. Art. 263 Cp.               123 
Incendio art. 350 C.P.                 94 
Usurpacion de tierras. Art. 261 Cp.                 60 
Homicidio art. 103 Cp. Agravado con sevicia art. 104 N.6 Cp.                 54 
Homicidio art. 103 Cp. Tentativa                 45 
Daño en obras de utilidad social art.351cp.                 42 
Genocidio art. 101 Cp.                 30 
Tortura art. 178 C.P.                 23 
Lesiones culposas art. 120 Cp.                 23 
Genocidio art. 101 C.P. Agravado por traslado de menores de un grupo a 
otro n.5                 17 

Amenazas a testigo art. 454a c.P.                 15 
Genocidio art. 101 C.P. Agravado por impedir nacimientos n4                 14 
Hurto calificado. Art. 240 C.P                 14 
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Lesiones personales art. 114 Cp. Con perturbacion funcional                 12 
Acto sexual violento. Art. 206 Cp.                 11 
Acceso carnal abusivo con menor de catorce anos. Art. 208 Cp.                 10 
Homicidio art. 103 C.P. Agravado por fines terroristas art. 104 N.8 Cp.                   9 
Hurto calificado art. 240 Cp. Agravado por realizarse en predio rural y 
objetos de labranza art. 241 Cp. N.8                   9 

Secuestro extorsivo art. 169 C.P. Agravado cuando se obtenga la utilidad, 
provecho o finalidad art. 170 Cp. N.8                   9 

Lesiones personales art. 116 Cp. Por perdida anatomica o funcional de un 
organo o miembro                   8 

Lesiones personales art. 115 Cp. Con perturbacion psiquica                   8 
Lesiones personales art. 113 Cp. Con deformidad fisica transitoria o 
permanente                   8 

Genocidio art. 101 Cp. Agravado por embarazo forzado n.2                   7 
Secuestro simple art. 168 C.P, agravado cuando se obtenga la utilidad, 
provecho o finalioad art. 170 N.8                   7 
Hurto art. 239 C.P. Agravado por realizarse en predio rural y objetos de 
labranza art. 241 Cp. N.8                   7 

Destruccion y apropiacion de bienes protegidos art. 154 Cp.                   7 
Secuestro extorsivo art. 169 Cp. Agravado por tortura fisica o moral o 
violencia sexual art. 170 N.2                   7 

Acceso carnal o acto sexual abusivos con incapaz de resistir. Art. 210 Cp.                   7 

Hurto calificado art. 240 Cp. Agravado por                   6 
Homicidio culposo art. 109 C.P.                   6 
Atentados a lasubsistencia y devastacion art. 160 C.P.                   5 
Concierto para delinquir art. 340 C.                   5 
Acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir. 
Art. 207 C.P.                   5 

Falsedad material en documento publico. Art. 287 C.P.                   4 
Constreñimiento alsufragante art. 387 C.P.                   4 
Perfidia art. 143 C.P.                   4 
Desplazamiento forzado art. 180 C.P. Agravado agente servidor publico 
art. 181 N.1                   3 
Fabricacion, trafico y porte de armas de fuego o municiones por porte art. 
365 C.P.                   3 

Detencion ilegal y privacion del debido proceso art. 149 C.P.                   3 
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Genocidio art. 101 C.P. Agravado por lesion a los miembros del grupo n.1                   3 

Fuga de presos art. 448 C.P.                   3 
Rebelion art. 467 C.P.                   3 
Hurto calificado art. 240 C.P, agravado por establecimiento publico art. 241 
C.P. N.11                   3 

Deportacion, expulsion, traslado o desplazamiento forzado de poblacion 
civil art. 159 C.P                   3 

Fabricacion, trafico y porte de armas de fuego o municiones por reparacion 
art. 365 C.P.                   3 

Homicidio art. 103 C.P. Agravado por victima en situacion de inferioridad 
art. 104 N. 7 C.P.                   3 

Falsedad personal art. 296 C.P                   2 
Adic.L.579/2002 Art.2.Empleo, produccion, comerclalizacion y 
almacenamiento de minas antipersonal                   2 

Homicidio art. 103 Cp. Agravado por facilitar ocultar o consumar otra 
conducta punible art. 104 N.2 C.P.                   2 

Desaparicion forzada art. 165 C.P. Agravado por cuando se cometa alguna 
accion sobre el cadaver de la victima para evitar identificacion                   2 

Fabricacion, trafico y porte de armas de fuego o municiones por suministro 
art. 365 C.P.                   2 

Desaparicion forzada art. 165 C.P. Agravado por victima persona en 
discapacidad n.2                   2 

Constreñimiento para delinquir art. 184 C.P.                   2 
Secuestro simple art. 168 C.P. Agravado amenaza de muerte o lesion art. 
170 N.6                   2 

Fabricacion, trafico y porte de armas de fuego o municiones por venta art. 
365 C.P.                   2 

Lavado de activos art. 323 C.P.                   2 
Desplazamiento forzado art. 180 C.P. Agravado en persona discapacitada, 
menor o embarazada art. 181 N.2                   1 

Hurto calificado art. 240 C.P, mayor cuantia                   1 
Constreñimiento a apoyo belico art. 150 C.P.                   1 
Hurto calificado art. 240 C.P. Agravado cuando lo hurtado hace parte del 
patrimonio cultural de lanacion art. 241 C.P.                   1 

Fuente Fiscalía General de la Nación. Cifras a marzo 30 de 2009, sin consolidar.
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Constreñimiento ilegal art. 182 C.P. Agravado por fin terrorista art.183 C.P. 
N.L                   1 

Favorecimiento por servidor publico art. 322 C.P,                   1 

Destruccion de bienes e instalaciones de caracter sanitario art. 155 C.P.                   1 

Extorsion. Art. 244 C.P. Agravada por amenaza de calamidad o peligro 
comun art. 245 C.P. N1                   1 

Fabricacion, trafico y porte de armas de fuego o municiones art. 365 C.P 
agravado cuando el arma provenga de un delito                   1 

Hurto calificado art. 240 C.P. Agravado cuando lo hurtado es petroleo o sus 
derivados art. 241 C.P. N.14                   1 

Desaparicion forzada art. 165 C.P. Agravado por trato cruel art. 166 C.P. 
N. 7                   1 

Secuestro extorsivo art. 169 C.P. Agravado si se prolonga mas de 15 dias 
art. 170 N.3                   1 

Secuestro extorsivo art. 169 C.P. Cuando sobrevenga la muerte o lesion 
art. 170 C.P. 10                   1 

Secuestro simple art. 168 C.P. Agravado por tortura fisica, moral o violencia 
sexual art. 170 N.2                   1 

Falsedad en documento privado. Art. 289 C.P.                   1 
Despojo en el campo de batalla art. 151 C.P.                   1 
Secuestro simple art. 168 C.P. Agravado si se prolonga mas de 15 dias art. 
170 N.3                   1 

Lesiones culposas art. 120 C.P. Agravado por fuga art. 110 N.2 C.P. 
Homicidio en persona protegida art.135 C.P.                   1 

Homicidio en persona protegida art.135 C.P.                   1 
Secuestro extorsivo art. 169 C.P. Agravado amenaza de muerte o lesion 
art. 170 N.6                   1 

Fabricacion, trafico y porte de armas de fuego o municiones art. 365 C.P.                   1 

Ocultamiento, alteracion o destruccion de elemento material probatorio art. 
454b c.P.                   1 

Fabricacion, trafico y porte de uso privativo de las fuerzas armadas por 
adquisicion art. 366 C.P.                   1 

TOTAL VICTIMAS         204.645 
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